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INTRODUCCIÓN 


“La deuda pública es un peligro para las generaciones futuras”, “Un 
mercado laboral más flexible permite combatir el desempleo”, “El 
libre comercio beneficia a todos”, “Llevar a cabo otra política 
económica significa terminar como Venezuela o como Corea del 
Norte”. Durante más de 30 años, en todo el mundo desarrollado, 
desde los Estados Unidos hasta Grecia, pasando por Francia e 
Italia, esas afirmaciones han sido repetidas interminablemente por 
una reducida élite política, mediática e intelectual, protegida de lo 
que pretende infligir necesariamente al resto de la población. Esas 
ideas han penetrado tanto en la mente de las personas que ya no 
parecen ser objeto del más insignificante de los debates. Peor aún, 
las primeras víctimas de esas políticas se apresuran a generar las 
condiciones para que se pongan en práctica, votando por aquellos 
que pretenden privarlas de lo que debería ser lo normal en un país 
rico: contar con un trabajo digno, tener alojamiento, cuidar de sí 
mismos, alimentarse convenientemente, poder ir de vacaciones, 
vivir en un medio ambiente saludable y, en fin, recibir una pensión 
de jubilación digna. 

Ahora bien, en la actualidad, tanto en los Estados Unidos como 
en Europa, los derechos de los asalariados se perciben como una 
camisa de fuerza que impide que las empresas contraten, los 
servicios públicos carecen de financiamiento debido a que se debe 
pagar la deuda pública, las normas sanitarias y medioambientales 
son dictadas por los grandes grupos, que inmediatamente se las 
arreglan para eludirlas, y la idea de una pensión de jubilación digna 
a una edad adecuada se considera ahora un lujo reservado a un 


reducido grupo de la población. Tanto nos han persuadido de que 
ninguna alternativa es creíble que nada parece poder detener esa 
espiral destructiva. Ése es el objetivo de este libro: recuperar la 
batalla de las ideas, rechazar esa “sumisión a la ideología 
dominante” liberal que se nos vende como simple sentido común y 
liberarnos de la servidumbre voluntaria. 

En efecto, todo eso es posible porque nos negamos a salir del 
marco de la reflexión autorizada. Nadie se atreve ya a exigir un 
aumento significativo de los salarios, una semana extra de 
vacaciones, una mayor reducción del tiempo de trabajo semanal, 
una revalorización de las pensiones de jubilación, más guarderías, 
más hospitales y más servicios públicos. Todas esas propuestas 
mejorarían nuestra calidad de vida, pero desgraciadamente se topan 
con lo que nuestras élites pretenden que son los límites de lo 
posible. Podemos adivinar los argumentos que se nos opondrán: “en 
un contexto de globalización, es inconcebible aumentar el salario 
mínimo, porque si lo hacemos todas las empresas se irán” o “habida 
cuenta de la magnitud de la deuda pública es imposible invertir en 
servicios públicos de calidad”. Nuestra reflexión está constreñida por 
el marco de lo razonable; querer salirnos de él es convertirnos en 
utópicos. Sin embargo, el hecho de establecer un marco de reflexión 
fijo fuera del cual es imposible debatir, ¿no es la mejor manera de 
dominar la mente de las personas? ¿Quién tiene interés en imponer 
esos límites? ¿Cómo es posible que, en el pasado, nos hubiésemos 
sentido legitimados para reclamar vacaciones remuneradas, 
mientras que en la actualidad eso parece imposible? 

Ese marco que limita deliberadamente la extensión del debate es 
fruto de una mezcla de relaciones de fuerza y un conjunto de 
creencias económicas en un momento dado. Es importante precisar 
ese “momento dado”, porque la historia demuestra que la economía 
no siempre ha funcionado de conformidad con los mismos 
preceptos. Ningún marco es insuperable y lo que hoy en día parece 
una obviedad puede parecer obsoleto en menos de 10 años. Todo lo 
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que los liberales consideran que es imposible en la actualidad, como 
la función del Estado en cuanto estratega, la inversión pública o la 
restricción de los mercados financieros, es exactamente lo que se 
aplicó entre 1950 y 1970. Y todo lo que se puso en práctica durante 
ese periodo fue exactamente lo contrario de lo que se había puesto 
en práctica entre 1900 y 1930, un periodo durante el cual las ideas 
liberales dominaron las prácticas económicas. Por consiguiente, lo 
que fue válido a lo largo de 30 años, entre 1950 y 1980, ya no es 
válido desde hace más de 30 años. La economía no está inscrita en 
piedra: es una sucesión de modos de regulación definidos por 
relaciones de fuerza en un momento preciso. Nada es i¡neluctable. 
Por supuesto, los que tienen interés en que el marco de reflexión no 
cambie, que sea imposible considerar algo más, son los que se 
benefician del marco imperante. De ahí la necesidad de que 
constantemente se quiera modificar las directrices y rechazar lo que 
se nos presenta como “verdades económicas”. 

Para liberarse de ese marco de pensamiento es importante 
comprender que la economía no es una ciencia neutra con 
resultados indiscutibles. Consecuentemente, debemos desconfiar de 
los supuestos consensos y de otras verdades científicas expuestas 
por unos cuantos economistas. La historia muestra que ciertos 
consensos han sido catastróficos para una mayoría de individuos 
(en ocasiones para muchos miles de millones de seres humanos), y, 
para demostrarlo, baste recordar el consenso cuasi unánime sobre 
la eficacia y la autorregulación de los mercados financieros que 
terminó por provocar la crisis de 2007, la cual tomó por sorpresa a la 
mayoría de los economistas de las principales instituciones y 
universidades. El consenso es raro en economía, pero cuando 
existe no hay ninguna garantía de que sea justo, de ahí la 
importancia de seguir poniéndolo siempre en tela de juicio. 

La verdadera fuerza de los economistas liberales consiste en 
haber logrado convencer a la opinión pública de que la economía 
que pregonaban no formaba parte de una ideología, lo cual es 
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completamente falso. La economía es una relación de fuerzas por 
medios indirectos y, consecuentemente, antes de juzgar la 
pertinencia de una reforma, formulemos una pregunta simple —que 
la oligarquía se plantea a menudo—: ¿a quién beneficia? Porque 
cualquier reforma, cualquier modificación de los textos, modifica la 
contribución de los esfuerzos y la distribución de la riqueza. Al fin y 
al cabo no importa lo que nos digan. Alguien se beneficia siempre 
más que los otros. La creación de riqueza y su distribución 
constituyen la base de la economía, la que, en realidad, no es más 
que un medio para justificar que algunos tengan derecho a una 
rebanada más grande del pastel (cocinado colectivamente) que los 
demás. 

En consecuencia, cuando sepamos que el éxito nunca es 
individual, que la frase “querer es poder” es, antes que nada, la sutil 
divisa de los que dominan, comprenderemos mejor que detrás de la 
idolatría de “los que triunfan” suele ocultarse la voluntad de hacer 
que todos aceptemos una reducción de impuestos que únicamente 
beneficia a los más ricos. 

Cuando sepamos que no hay que buscar las causas del 
desempleo en el comportamiento inadecuado de los que piden 
empleo, sino en las políticas macroeconómicas inadecuadas 
establecidas por los que se encuentran en el poder, ya no 
aceptaremos que se culpe a los desempleados de estar 
desempleados y pediremos cuentas a los que nos gobiernan. 

Cuando sepamos que Italia hizo 47 reformas sobre la protección 
del empleo entre 2000 y 2013, España, 39, y Grecia, 23, con tasas 
de desempleo respectivas de 12.3, 26.2 y 27.5%, mientras que 
Alemania hizo únicamente seis reformas con una tasa de 
desempleo de 5.3%, ya no aceptaremos que nos digan que la 
flexibilidad laboral es la solución al desempleo. Cuando sepamos 
que el Estado de bienestar contribuye al crecimiento económico al 
mismo tiempo que ayuda a reducir las desigualdades, 
comprenderemos que quienes quieren reducir el gasto público o la 
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esfera del Estado de bienestar están más preocupados por ofrecer 
secciones enteras de la esfera pública al sector privado que por la 
condición humana. 

Cuando sepamos que algunos países europeos (Italia, Francia y 
Reino Unido) ya han experimentado una magnitud de su deuda 
pública de más de 200% del producto interno bruto (PIB), que las 
tasas de interés ya han sido más altas que las actuales —y que, en 
la época en que eso sucedió, no inquietó a los economistas liberales 
por el hecho de que su política era responsable de ello— y que la 
deuda del sector privado, responsable de la crisis de 2007, era 
superior a la del sector público, comprenderemos que la deuda 
pública es un espantapájaros que sirve, sobre todo, para justificar 
las políticas de austeridad. 

Cuando sepamos que las políticas puestas en marcha para 
luchar contra el calentamiento global son deliberadamente 
insuficientes con el propósito de proteger los intereses financieros, 
que el acuerdo de la cor 21, celebrado por todos los países, 
únicamente contiene unas 40 páginas, porque los negociadores se 
apresuraron cuidadosamente a eliminar de él las principales causas 
de los trastornos climáticos (a modo de comparación, el acuerdo de 
libre comercio entre Europa y Corea del Sur tiene 1 800 páginas, lo 
cual prueba que el comercio importa más que el clima), 
comprenderemos que la prioridad de nuestros gobernantes no 
consiste en enfrentar el desafío climático ni en alentar a los grandes 
grupos a iniciar su transición energética, sino, antes bien, en 
proteger los modos de producción puestos en práctica y las 
ganancias de las empresas multinacionales, aun cuando eso 
signifique provocar que el resto del planeta corra el riesgo más 
grande conocido hasta ahora. 

Cuando sepamos que la construcción europea se llevó a cabo 
para poner en competencia a los Estados, que, en los últimos años, 
las decisiones políticas de los tecnócratas de la comisión han 
transformado una crisis proveniente de los Estados Unidos en una 
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crisis de la zona euro y que hemos sacrificado voluntariamente la 
mitad de Europa, comprenderemos que amar a Europa no es amar 
a la Comisión Europea, y viceversa. 

Finalmente, cuando sepamos que, antes de promover el libre 
intercambio, los países ricos, los Estados Unidos en primer lugar, se 
desarrollaron al abrigo del proteccionismo, que, en realidad, detrás 
del término “libre intercambio” se ocultan únicamente los intereses 
de las empresas multinacionales y que el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) sirve a esos intereses de una manera apenas 
disimulada, comprenderemos que la globalización no es amiga de 
los países pobres y que mientras se sigan poniendo en práctica 
esas políticas la mayoría de los habitantes del planeta se verá 
obligada a vivir en la indigencia durante mucho tiempo más. 

Con este libro, que desmantela las ideas preconcebidas y aporta 
hechos, se pretende ofrecer al ciudadano neófito, estudiante, 
participante en la política o militante (y en ocasiones todo ello a la 
vez) una historia de la economía diferente de aquella que suele 
presentársele. El objetivo de este texto es proporcionar un método 
de interpretación diferente de las políticas liberales emprendidas 
desde hace más de 30 años y ofrecer argumentos en contrario. 
Posteriormente, corresponderá al ciudadano apoderarse de los 
argumentos expuestos, poner en duda, querer debatir y no volver a 
aceptar nunca como una fatalidad lo que se le propone. 
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|. LA ECONOMÍA NO ES UNA 
CIENCIA 


¿LA ECONOMÍA es una ciencia capaz de establecer verdades objetivas 
y de ser neutra cuando se trata de establecer hechos y análisis? El 
debate no data de ayer. Recordamos la columna titulada “Sí, la 
economía es una ciencia”, del economista Raj Chetty, publicada en 
el periódico The New York Times después de la entrega del premio 
Nobel de economía a Robert J. Shiller y a Eugene F. Fama, dos 
economistas con puntos de vista opuestos sobre la manera como 
funcionan los mercados financieros. Pero el debate volvió a inflamar 
el mundo de los economistas hace dos años, cuando Pierre Cahuc y 
André Zylberberg publicaron un ensayo titulado Le négationnisme 
économique: et comment sien débarrasser (El negacionismo 
económico y cómo deshacerse de él ).* En ese libro los autores 
acusan a una parte de la comunidad de economistas, los 
heterodoxos, de hacer política, y defienden la idea de que, desde 
hace más de 30 años, la economía se ha convertido en una ciencia 
experimental comparable a la medicina o a la biología. 
Consecuentemente, ya no habría espacio para las controversias en 
economía, puesto que los experimentos naturales, que consisten en 
poner a prueba la efectividad de una medida de economía política 
en dos poblaciones similares —una que recibe la medida y otra que 
no la recibe—, permitirían obtener resultados indiscutibles. De esa 
manera sería posible poner a prueba los efectos de una disminución 
del salario mínimo del empleo tomando dos regiones y aplicando la 
medida en una (el grupo de prueba) y, después, no poniéndola en 
práctica en la otra (el grupo de control). En ese libro se llega a la 
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conclusión de que el debate, especialmente el que tiene lugar en los 
medios de comunicación, está sesgado, porque opone, por un lado, 
a quienes enuncian una verdad científica y, por el otro, a quienes 
hacen ideología. Por ello, para evitar un debate que se considera 
innecesario, es mejor verificar las publicaciones científicas de los 
economistas antes de ponerlas en tela de juicio y seguirlas a fortiori. 

Ese controvertido ensayo tuvo un eco importante. Muchos 
comentaristas vieron en él la oportunidad, ocultándose tras los 
argumentos de Cahuc y Zylberberg, para desacreditar a algunos de 
los economistas clasificados como de izquierda; para ellos, ya no 
era necesario debatir ciertos temas, porque la ciencia económica ya 
había decidido, había establecido las “verdades” y había permitido 
desprender de ellas un consenso científico. Y oponerse a ellas es 
ser un negacionista. Ahora bien, no hay nada más estúpido: en 
primer lugar, porque un consenso no es sinónimo de verdad y, en 
segundo lugar, porque el consenso puede evolucionar precisamente 
mediante el debate; peor aún, ciertos consensos pueden resultar 
peligrosos. Recuérdese que antes de la crisis de las hipotecas de 
alto riesgo, todos los economistas, o casi todos, estaban de acuerdo 
con el hecho de que los mercados financieros eran eficaces y 
estables, los bancos eran sólidos y una depresión era totalmente 
inimaginable. En realidad, en economía, el consenso es más la 
excepción que la regla, y los economistas rara vez se ponen de 
acuerdo entre ellos. 


UNA DEFENSA DE GEOMETRÍA VARIABLE 


Quienes se apresuraron a transmitir las tesis expuestas en El 
negacionismo económico, en el fondo estaban “políticamente” de 
acuerdo con las ideas defendidas en el libro. Detrás de esa historia 
de la ciencia que había llegado a ser neutra gracias a los 
experimentos, se llevaba a cabo, sobre todo, un ataque en toda 
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regla contra los economistas heterodoxos y, consecuentemente, 
contra las ideas de izquierda. Era más simple descalificar 
directamente a los heterodoxos por medio de un “ustedes son 
negacionistas” que hacerles frente en lo concerniente al fondo. ¿La 
finalidad de esa maniobra? Hacer creer a la gente que los 
economistas de izquierda eran activistas que se situaban a mil 
leguas de distancia de la investigación científica, mientras que, por 
supuesto, los economistas liberales se encuentran del lado de la 
ciencia y se abstienen de hacer política. 

Extrañamente, algunos periódicos transmitieron, por un lado, los 
argumentos de Cahuc y Zylberberg sobre la pretendida neutralidad 
de la ciencia económica y, por el otro, hundieron el libro crítico de 
Joseph E. Stiglitz sobre el euro.? Sin embargo, el hecho de haber 
sido galardonado con el premio Nobel de economía debió de haber 
conferido a Joseph E. Stiglitz una legitimidad científica suficiente 
como para expresarse sobre esa cuestión; pero debido a que las 
conclusiones que Stiglitz propugnaba —en particular, las que 
consistían en revisar la arquitectura de la zona euro— iban en 
contra de la línea editorial de ciertos periódicos, se hizo necesario 
atacar su trabajo. Volvemos al punto de partida: si la economía es 
una ciencia neutra, desprovista de un punto de vista político, 
entonces el hecho de negarse a transmitir los argumentos de un 
ganador del premio Nobel también consiste en una forma de 
“negacionismo económico”, para retomar los términos tan 
escrupulosos de Cahuc y Zylberberg. Aquellos que buscan disociar 
a los “verdaderos” economistas de los “horribles” militantes son, en 
realidad, los primeros militantes. 


¿PUEDEN DOS PREMIOS NOBEL DE ECONOMÍA TENER PUNTOS DE VISTA 
DIVERGENTES? 


En su libro Économie du bien commun (La economía del bien 
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común), Jean Tirole, también premio Nobel de economía, escribe en 
el capítulo dedicado a bEuropa: “En el contexto actual de 
escepticismo con respecto al euro, es útil recordar que la acción 
europea ha reducido las brechas entre los ingresos y que, incluso 
tomando en cuenta los calamitosos años pasados, las instituciones 
europeas en su conjunto han contribuido al crecimiento”. Otro 
premio Nobel, el ya mencionado Joseph E. Stiglitz, escribe en su 
libro L'Euro: comment la monnaie unique menace lavenir de 
lEurope (El euro: cómo la moneda común amenaza el futuro de 
Europa): “El euro ha llevado al agravamiento de la desigualdad. Ése 
es un argumento fundamental de este libro: el euro ha profundizado 
la brecha; con él, los países débiles se han vuelto aún más débiles, 
y los países fuertes, aún más fuertes”.* 

Por consiguiente, dos de los mejores economistas del mundo 
defienden claramente puntos de vista divergentes sobre los 
resultados de la Unión Europea: el primero considera que ha habido 
un mayor crecimiento en general, a pesar de la desastrosa gestión 
de los últimos años, mientras que el otro considera que ha habido 
un aumento de las desigualdades. Es probable que Joseph E. 
Stiglitz también haya comprobado que hubo un aumento general del 
crecimiento, al igual que Jean Tirole hizo notar que hubo un 
aumento de las desigualdades, pero los aspectos que cada cual 
considera fundamentales son diferentes, como también lo son las 
soluciones que cada cual propone para salvar a Europa. Stiglitz 
propone la idea de un euro flexible que permita que los países 
tengan un poco más de soberanía monetaria, mientras que Tirole 
llama a los países a aceptar perder un poco más de su soberanía. 
Este ejemplo muestra con claridad que un análisis igualmente 
riguroso de una situación idéntica puede conducir a diferencias de 
interpretación tanto en lo que concierne a los hallazgos como en lo 
referente a las soluciones. Eso no quiere decir que Stiglitz y Tirole 
estén equivocados; ambos están en lo cierto, pero cada cual se 
concentra en aspectos diferentes del tema. En realidad, lo propio del 
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análisis económico es ofrecer respuestas “por un lado” y “por el otro 
lado”; tanto es así que, cansado de los análisis in one hand e in the 
other hand de sus consejeros en economía, el presidente Harry S. 
Truman había exigido que se le presentara un “economista manco”. 

Se pueden citar muchos otros ejemplos en los que economistas 
brillantes han expuesto puntos de vista contradictorios. Tomemos el 
ejemplo de los debates sobre la legislación laboral, conocida como 
“Ley El Khomri”, llevados a cabo en 2016 con el propósito de dar 
más flexibilidad al mercado laboral francés. El 4 de marzo de ese 
año una treintena de economistas, entre ellos Jean Tirole, Philippe 
Aghion, Élie Cohen y Pierre Cahuc, firmaron una columna en el 
diario Le Monde.? Esos economistas argumentaron en ella que “la 
Ley El Khomri era un paso adelante para los más vulnerables” y que 
permitiría el acceso a empleos permanentes para los grupos 
desfavorecidos. Cuatro días más tarde, otro colectivo de 
economistas, integrado por Thomas Piketty, Philippe Askenazy, Julia 
Cagé y Daniel Cohen, entre otros, publicó en el mismo periódico 
otro texto titulado “La ley laboral no reducirá el desempleo”, en el 
que afirmaron que “en el estado actual del conocimiento, no hay 
nada que permita afirmar, como lo hicieron, no obstante, cierto 
número de nuestros colegas en una columna reciente, que una 
reducción de los costos de los despidos permitiría disminuir el 
desempleo en Francia”. En esas condiciones, resulta difícil hablar 
de consenso. 

Incluso el método experimental propuesto por Cahuc y 
Zylberberg en su libro es objeto de debate entre la comunidad 
científica. En primer lugar, en relación con la metodología, el 
economista Angus Deaton, premio Nobel de economía 2015, 
sugiere cierto número de limitaciones técnicas. En un artículo 
científico, afirma: “Sostengo que los experimentos no tienen una 
capacidad particular para producir conocimientos más creíbles que 
otros métodos y que los experimentos llevados a cabo están sujetos 
a menudo a problemas prácticos que socavan cualquier pretensión 
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de superioridad estadística o epistemológica”.” En segundo lugar, 
incluso los resultados derivados de esa metodología siguen estando 
sometidos a la controversia. En este sentido, en lo concerniente al 
efecto de la disminución de la jornada de trabajo sobre el empleo, 
Cahuc y Zylberberg se basan en el artículo de los economistas 
Matthieu Chemin y Étienne Wasmer, publicado en 2009 en la 
prestigiosa revista científica Journal of Labor Economics, en el que 
los dos economistas llevan a cabo un experimento donde comparan 
la situación de la región Alsacia-Mosela —que, por una ley local, 
tiene dos días festivos más— con el resto de Francia, para 
demostrar que la reducción significativamente menor del tiempo de 
trabajo en Alsacia-Mosela en comparación con el resto de Francia 
no estuvo acompañada de un aumento del desempleo ni de un 
menor grado de creación de empleos. En consecuencia, los autores 
concluyen que la reducción de la jornada laboral no ejerce ningún 
efecto sobre el empleo. Sobre la base de ese trabajo científico, 
numerosos economistas afirman que la semana de 35 horas no 
generó empleos en Francia. Sin embargo, aun cuando el 
experimento natural de M. Chemin y E. Wasmer se publicó en una 
revista académica de renombre, su trabajo todavía se sigue 
debatiendo entre la comunidad científica. Según Olivier Godechot, 
director de investigación del Centro Nacional de la Investigación 
Científica (curs, por sus siglas en francés), los autores habían 
cometido no solamente un gran error de código informático con 
respecto a una variable clave —la dimensión de las empresas— 
sino que, además, habían omitido tomar en consideración que 
muchos residentes de la región de Alsacia-Mosela trabajan en 
Alemania, Luxemburgo o Bélgica. En un comentario —publicado en 
su propio sitio— sobre el artículo, Godechot escribió: “Nuestro 
propio trabajo arroja dudas sobre la validez de ese experimento 
natural”. M. Chemin y E. Wasmer admitieron su error de 
codificación, así como el hecho de no haber tomado en cuenta a los 
trabajadores fronterizos, pero a lo largo de varias páginas 
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argumentaron que ese error y esa toma de partido no afectaron en 
ningún sentido los resultados de su experimento. Moraleja de la 
historia: incluso los resultados de experimentos publicados en 
revistas científicas son objeto de debate entre los economistas, 
contrariamente a lo que quieren hacer creer Cahuc y Zylberberg. En 
esas condiciones, hablar de “consenso científico” en economía, de 
“verdades” o de “certezas” es una herejía. Los trabajos científicos 
ofrecen resultados interesantes pero imperfectos, porque dependen 
de hipótesis, de la selección de las variables y del contexto 
(espacial, social y cultural). En economía, consecuentemente, las 
controversias son normales y el hecho de poner en tela de juicio los 
resultados económicos incluso es la base de la profesión de 
investigador. 


CUANDO LOS ECONOMISTAS SE EQUIVOCAN 


En noviembre de 2008 la reina Isabel ll fue invitada a la muy 
reputada London School of Economics (Escuela de Economía de 
Londres) con el propósito de que inaugurara un nuevo edificio. 
Después de haber escuchado una exposición del profesor Luis 
Garicano sobre la crisis financiera, la soberana hizo una pregunta 
aparentemente simple que todos tenían en mente: *¿Por qué nadie 
la vio venir?” En realidad, antes de la crisis de 2007 el consenso 
sobre la eficacia de los mercados financieros y su autorregulación 
natural era tal que la gran mayoría de los economistas no había 
previsto nada; pero la pregunta suplementaria que la reina de 
Inglaterra pudo haber hecho es ésta: ¿por qué no se escuchó a 
aquellos que afirmaban que temían que surgiera una crisis? Porque, 
sí, cierto número de economistas había identificado los peligros de 
la desregulación financiera (y no solamente los de la época, porque 
se puede citar también, en particular, a John M. Keynes o a Hyman 
Minsky); sí, ciertos economistas habían alertado sobre las 
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disfunciones de la economía estadunidense (especialmente los 
economistas heterodoxos); sólo que no se prestó atención a estos 
últimos, considerados minoritarios frente al consenso aplastante, en 
un contexto en el que los indicadores económicos eran positivos y 
estables. Es evidente que existen grupos de presión bancarios muy 
poderosos que impulsaron la desregulación de los mercados 
financieros, pero también es claro que fue muy poco el espacio que 
se permitió para la controversia (ya fuese en los medios de 
comunicación o entre la comunidad científica) sobre la eficacia y el 
funcionamiento de esos mercados. Y esa falta de debate se explica 
por el hecho de que algunos medios —más escuchados, mejor 
colocados y, en Ocasiones, con un mayor financiamiento— 
afirmaban precisamente que la ciencia económica ya había resuelto 
ese aspecto. Hoy en día asistimos al mismo tipo de configuración 
frente a las cuestiones relacionadas con la flexibilidad del mercado 
laboral o la aplicación de las políticas de austeridad. 

Otro ejemplo de consenso que resultó un fracaso fue el 
“consenso de Washington”, término que fue acuñado por el 
economista John Williamson en 1989 para describir la convergencia 
de un conjunto de recomendaciones —provenientes de economistas 
del Fondo Monetario Internacional (FMI), del Banco Mundial y de 
algunas universidades muy prestigiosas— destinadas a los países 
en desarrollo. Para esos economistas nutridos con los preceptos de 
la escuela de Chicago, la clave del desarrollo se resume en 
“estabilizar, privatizar y liberalizar”. Las políticas resultantes del 
consenso de Washington se aplicaron en todo el mundo, en 
particular por medio del FmI, que obligó a los países pobres a 
ponerlas en práctica a cambio de préstamos. Los resultados han 
sido desastrosos, tanto en lo que se refiere a la economía como en 
lo concerniente a las poblaciones más pobres.? Por lo demás, los 
países que salieron del subdesarrollo fueron aquellos que no 
pusieron en práctica en absoluto las recomendaciones del consenso 
de Washington. Tal es el caso de Corea del Sur y China, que 
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aplicaron sutilmente un modelo que combina la intervención del 
Estado y la economía de mercado; por ejemplo, en la década de 
1960, Corea del Sur, que entonces era uno de los países más 
pobres del mundo, decidió crear empresas públicas en sectores 
como el del acero y el de la construcción naval. Hacer del Estado el 
guía de la economía con la ayuda de las empresas estatales era lo 
opuesto a las recomendaciones del consenso de Washington, que 
preconizaba que se limitase la intervención del gobierno con el 
propósito de que las empresas privadas pudieran prosperar. Peor 
aún: los economistas del Fm y el Banco Mundial habían 
recomendado a Corea del Sur que se especializara en productos 
que necesitan mano de obra barata, como los textiles. El hecho de 
que un país pobre decidiera crear su propia industria con la ayuda 
de empresas públicas era, por decir lo menos, estrambótico y 
parecía condenado al fracaso, por lo que el Banco Mundial aconsejó 
a las instituciones que no financiaran esos proyectos; no obstante, 
eso no desmotivó al gobierno de Corea del Sur, el cual terminó por 
encontrar, especialmente en Japón, los fondos necesarios para su 
proyecto de acerería. ¿Los resultados? En la actualidad Corea del 
Sur ha creado empresas campeonas mundiales, como Posco, LG, 


Hyundai, Samsung, etc.*? Eso nunca podría haber ocurrido si Corea 
del Sur hubiese seguido escrupulosamente las recomendaciones del 
consenso de Washington; por lo demás, ninguno de los países 
industrializados de hoy, comenzando por los Estados Unidos, ha 
aplicado el método preconizado por el consenso de Washington 
para desarrollarse. 

Lo más indignante es que cuando los economistas se equivocan 
o contribuyen a crear las condiciones para una crisis, nunca pagan 
los costos de sus errores. La crisis de las hipotecas de alto riesgo 
destruyó muchas vidas porque algunas personas se creían 
poseedoras de la ciencia infusa. Lo mismo ocurre con las políticas 
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de ajuste estructural del Fm, que continúan aplicándose en todo el 
mundo a pesar de los resultados catastróficos para la población. 


La economía no es una ciencia neutra que se distinga por 
consensos persistentes que consistan en verdades inmutables. Los 
modelos y los experimentos producen resultados interesantes; sin 
embargo, como nos lo recuerda muy acertadamente el economista y 
profesor Dani Rodrik, de la Universidad de Harvard, un modelo 
sigue siendo un modelo, pero no puede ser el único modelo.” En 
consecuencia, debemos desconfiar de los remedios milagrosos que 
podrían aplicarse en todo el mundo y que parecerían funcionar 
como por arte de magia. La falta de humildad de algunos 
economistas que se creen poseedores de la verdad absoluta ha 
tenido un impacto catastrófico en cientos de millones de personas 
en todo el mundo. Los resultados de los últimos 30 años son 
desastrosos: desde los planes de ajuste estructural hasta las 
políticas de austeridad impuestas a Grecia, pasando por las 
decenas de crisis financieras ocurridas desde la década de 1980, 
millones de vidas han sido pisoteadas en nombre de un 
conocimiento científico del que los economistas ortodoxos 
pretendían ser los únicos poseedores. Esa voluntad de querer 
uniformar el pensamiento económico y sofocar la diversidad de los 
análisis es dramática: supone que en una democracia puede haber 
alternancias políticas pero no otras opciones económicas.?? Sin 
embargo, lo único que debemos recordar para el futuro de nuestros 
hijos es que, en economía, contrariamente a lo que puedan decir 
políticos como Margaret Thatcher —*“No hay alternativa”—, muchos 
futuros son posibles. Por consiguiente, no debemos dudar en poner 
en tela de juicio lo que se nos presenta como una verdad absoluta, 
debatir, exigir opciones y, cuando se nos presenta una reforma 
económica, preguntar constantemente a quién beneficia. 
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II. LA SUMISIÓN VOLUNTARIA 


PARA dominar un espíritu libre es necesario imponerle un marco de 
reflexión, un marco que debe parecer, al mismo tiempo, natural y lo 
suficientemente robusto como para que nadie pueda ponerlo en tela 
de juicio y, por lo tanto, ir en contra de los intereses de quienes lo 
establecieron. La historia de la ciencia económica ha visto cómo se 
enfrentan diferentes corrientes de pensamiento y otras tantas 
teorías contradictorias; dependiendo del periodo, algunas han 
dominado a otras. En la actualidad, los economistas neoclásicos 
representan la corriente dominante. Esta corriente, históricamente, 
se desarrolló por primera vez entre 1870 y 1914 bajo la pluma de 
autores famosos, como Léon Walras y Alfred Marshall, autores que, 
a pesar de sus divergencias, expresan una gran confianza en el 
mercado y en la capacidad de éste para regular la actividad 
económica. Al imponer su corpus teórico, esos autores han obligado 
a que se tenga una visión cuasi común de las causas del 
desempleo, de la eficacia del mercado y de la función limitada de las 
intervenciones del Estado. Nadie puede imaginar hasta qué punto 
nuestras decisiones políticas están condicionadas por esa visión de 
la economía, la cual considera que el desempleo es resultado de 
rigideces estructurales como las reglamentaciones laborales y que, 
para reducirlas, basta, consecuentemente, con permitir más 
flexibilidad al mercado laboral. ¿No fue eso lo que propusieron 
Matteo Renzi en ltalia, Mariano Rajoy en España y Emmanuel 
Macron en Francia? Otro lejtmotiv de la corriente neoclásica es que 
los mercados son eficaces y permiten una asignación óptima de los 
recursos. ¿No es eso, por lo demás, lo que preconiza la Comisión 
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Europea cuando, en un “libro verde” sobre la unión de los mercados 
de capitales,?' propone que “corresponde al mercado encontrar 
soluciones” y que ella las apoyaría?* Ese tipo de razonamiento, mil 
veces trillado, acabó por conquistar la mayoría de las mentes. Ahora 
bien, ése es el claro objetivo de un marco: fijar límites al debate, de 
tal suerte que quienes lo respeten sean considerados como 
“personas serias” y quienes busquen liberarse de él y proponer una 
alternativa sean descalificados de inmediato y clasificados como 
“utópicos”, “soñadores inofensivos” o “irracionales peligrosos”. Sin 
embargo, la historia económica muestra que sí es posible mover las 
fronteras del marco, que no han sido determinadas objetivamente, 
sino que dependen de las relaciones de fuerza en vigor. 


LA HISTORIA ECONÓMICA Y SUS ESPANTAPÁJAROS 


La victoria de un marco de pensamiento sobre otro no se explica 
porque el primero esté más del lado de la verdad que el segundo. La 
economía no es una ciencia acumulativa, sino completamente 
humana, sometida a los vaivenes de la historia y de las relaciones 
de poder; dicho de otra manera: la última teoría económica no viene 
a complementar las precedentes. En el meollo de la ciencia 
económica hay una maraña de discursos contradictorios, de tal 
suerte que las interrogantes económicas no admiten nunca una 
respuesta única y, por consiguiente, la economía es rica en la 
variedad de los enfoques. En función de la época, diferentes 
corrientes de pensamiento han sido las dominantes y han inspirado 
las políticas aplicadas antes de que otras ocupasen su lugar. Así, en 
los Estados Unidos, Reino Unido y Francia (al igual que en otros 
países), la manera de regulación de la economía fue diferente entre 
el periodo de 1950 a 1980 y el que va desde 1980 hasta nuestros 
días. El periodo de 1950 a 1980 se caracterizó por una lógica antes 
bien keynesiana, con un lugar importante atribuido al Estado, tanto 
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en su función de protector (Estado de bienestar) como en la de 
estratega (Estado inversionista), a la regulación de los precios y los 
mercados y a una mejor redistribución de los frutos del crecimiento 
económico. Á partir de la década de 1980 se afianzó una lógica más 
liberal que se inspiró en la corriente neoclásica y que aboga por la 
reducción de los impuestos, la desregulación de los mercados 
financieros y las privatizaciones. 

¿Por qué y de qué manera llega, entonces, una corriente de 
pensamiento a dominar el debate público? Después de la segunda 
Guerra Mundial, el compromiso social se produjo en un contexto en 
el que se responsabilizó al liberalismo del ascenso del nazismo y el 
fascismo y en el que existía un contramodelo —también victorioso 
—: la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). El 
ascenso del Partido Comunista en toda Europa —en esa época era 
el principal partido en Francia— inquietó al mundo de los negocios y 
obligó a desarrollar, para retomar el término del sociólogo y filósofo 
Michel Clouscard, un “capitalismo de la seducción”. De esa relación 
de fuerzas nació el compromiso social, protector y redistributivo, que 
perduró hasta la década de 1970. 

El cambio de una economía administrada principalmente por el 
Estado a un modelo más liberal en la década de 1980 tuvo lugar en 
el contexto de la crisis del petróleo, cuando las grandes empresas 
se vieron enfrentadas a dos choques simultáneos: por un lado, la 
pérdida de mercados, porque durante los Treinta Gloriosos los 
hogares ya se habían equipado en gran medida —en muchos 
sectores había una saturación de las necesidades— y, por el otro, 
los costos de producción, que ¡ban al alza, siguiendo el aumento de 
los precios del petróleo. En ese contexto, los representantes del 
empresariado iniciaron una fuerte campaña para hacer que bajaran 
los impuestos, que se desregularan los mercados financieros —con 
el propósito de obtener financiamiento más fácilmente— y que se 
flexibilizara el mercado laboral —con el propósito de hacer bajar el 
costo de este último—. Con mucha frecuencia las crisis permiten 
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volver a mezclar las cartas con las que juegan los poderes 
presentes: la crisis de la década de 1970 provocó lo que muchos 
llamaron el giro liberal. 

De 1980 a 2007 la lógica liberal fue llevada a su paroxismo, al 
grado de que terminó permitiendo que, en la primera potencia 
mundial, los Estados Unidos, se distribuyeran salarios muy bajos 
para minimizar los costos de las empresas y se crearan préstamos 
de alto riesgo de impago superiores a la media del resto de créditos 
(subprime), especialmente para los pobres, para que pudieran 
consumir al mismo tiempo que tenían salarios de miseria. Después, 
la desregulación del sistema financiero permitió que los bancos se 
deshicieran de los préstamos no reembolsados, transformándolos 
en títulos de crédito para hacerlos desaparecer en un sistema 
financiero paralelo llamado “banca en la sombra”. Ese sistema 
completamente loco terminó provocando la crisis de 2007; sólo que, 
a diferencia de la crisis del petróleo de la década de 1970, esa 
nueva crisis no generó un desorden de las fuerzas del mercado que 
hubiese terminado en un nuevo modo de regulación de la economía; 
muy por el contrario, la lógica liberal se fortaleció. 

En consecuencia, un marco de pensamiento es una mezcla de 
relaciones de poder y un conjunto de creencias económicas en un 
momento dado. La historia demuestra que ningún marco es 
insuperable y que lo que parecía ser una evidencia, en menos de 10 
años puede parecer poco creíble y obsoleto. Por supuesto, los que 
tienen interés en que el marco de reflexión no cambie, que sea 
imposible considerar otra cosa, son los que se benefician de él. 
Además, podemos observar que cada vez que se aborda la cuestión 
de aplicar una política diferente, que cada vez que se blande el 
argumento de la necesidad de adoptar medidas sociales, siempre 
hay alguien que, blandiendo muchas supuestas limitaciones, 
argumenta que cualquier cambio es imposible. Actualmente, las 
restricciones más utilizadas para evitar cualquier discusión son la 
presión que ejerce la competencia mundial y el peso de la deuda 
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pública: espantapájaros necesarios para que aceptemos sin 
refunfuñar esos límites al debate tan propicios para los poderosos. 


DEL RESPETO DEL MARCO AL BAILE DE LOS HIPÓCRITAS 


Una vez que los límites de lo “razonable” se imponen a nuestra 
capacidad de reflexión tiene lugar una especie de desfase entre la 
naturaleza de los problemas, a menudo identificados con toda 
claridad, y las soluciones propuestas para ponerles remedio. Por 
ejemplo, prácticamente todo el mundo se da cuenta de la gravedad 
y la urgencia del problema del calentamiento global y todo el mundo 
sabe igualmente qué hacer para enfrentar eficazmente ese desafío: 
desarrollar las energías renovables, invertir en la renovación de los 
edificios con el propósito de evitar el gasto energético excesivo, 
privilegiar la economía circular y local e imponer a los industriales 
una producción compatible con las exigencias medioambientales. 
Sólo que esas soluciones, aceptadas por todos, no aparecen en el 
orden de lo posible, simplemente porque su puesta en práctica 
requiere salirse del marco: hacer inversiones públicas importantes 
en los sectores de la economía en los que el sector privado se 
resiste a invertir e imponer fuertes restricciones a los sectores 
energético e industrial. Sin embargo, puesto que en la corriente del 
pensamiento neoclásico la política presupuestal, además de hacer 
que aumente la deuda pública, es considerada como ineficaz y las 
restricciones a las empresas son percibidas como rigideces que 
impiden el buen funcionamiento del mercado, las posibles 
soluciones se ven limitadas y condicionadas por lo que se ha 
mantenido o no dentro del marco. 

En la corriente dominante se permiten algunos incentivos o 
restricciones con el propósito de poner remedio a las deficiencias 
del mercado. Eso es lo que ahora conforma la caja de herramientas 
para luchar contra el calentamiento global; a saber: el precio 
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impuesto al carbón, el impuesto verde y los subsidios a las energías 
renovables. Sin duda alguna, todas esas medidas poseen cierto 
grado de efectividad, pero ésta se mantiene muy por debajo de lo 
necesario para hacer frente al desafío climático: corrigen 
parcialmente el problema, pero sin enfrentar directamente el meollo. 
Por lo demás, un estudio estadunidense publicado en la revista 
Nature Climate Change muestra que las posibilidades de 
permanecer por debajo de los 2 *C de aquí a finales de siglo son del 
orden de 5%.* Se puede ver a la perfección la diferencia entre el 
problema claramente identificado —el calentamiento global—, el 
horizonte deseado claramente establecido —permanecer por debajo 
de los 2 *C— y la debilidad de las propuestas permitidas por el 
“marco”. 

El texto del Acuerdo de París, celebrado por todos los países, 
refleja perfectamente esas contradicciones. Desde el principio se 
establece el horizonte deseado: el objetivo de 2 *C o incluso de 1.5 
“C de aumento de la temperatura al final de este siglo. Por el 
contrario, en el conjunto del texto no se incluye el término 
“combustibles fósiles”, que son los principales responsables del 
calentamiento global, y tampoco se mencionan los transportes aéreo 
y marítimo; no se impone obligación alguna a los Estados ni a las 
multinacionales a ese respecto. ¿Por qué? Porque al atacar el 
meollo del problema se afectan enormes intereses financieros... Los 
mismos que se apoyan entre sí para que las líneas del marco 
autorizado no cambien nunca; los mismos que, al financiar a los 
grupos de presión, se aseguran de que adquieran más fuerza; los 
mismos que, sobre todo, no quieren que se pueda imaginar otra 
solución posible, menos interesante para sus negocios. 

Ésas son las razones por las que es importante comprender los 
detalles más nimios de esas pequeñas maniobras, para no dejarse 
engañar más por ellas. Debemos rehusarnos a aceptar esas reglas 
del juego distorsionadas; rehusarnos a contentarnos con soluciones 
que no están a la altura de lo que está en juego. Lo que debe 
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prevalecer no es, de ninguna manera, el respeto de esas reglas 
supuestamente inmutables, sino el objetivo. Cada año nos 
enfrentamos a los efectos del calentamiento global —Eel 
derretimiento de los  cCcasquetes polares, los fenómenos 
meteorológicos cada vez más intensos, decenas de millones de 
refugiados debido al cambio climático, etc.—, por lo que la lógica 
dicta que actuemos con firmeza; pero el marco no permite que 
apremiemos a los industriales —lo que se está haciendo en Francia 
y en los Estados Unidos con la disminución de ciertas normas 
ambientales es incluso lo contrario—* ni que aumentemos el déficit 
con el propósito de invertir en las energías renovables y en la 
renovación de los edificios, a pesar de que se trata de dos sectores 
que, además de ser útiles, generarían puestos de trabajo que no se 
podría deslocalizar. En esas condiciones, únicamente restan 
soluciones de segundo orden, pero el aplicarlas con conocimiento 
de causa es una hipocresía. 

Muchas personas, algunas de ellas de calidad por lo demás, 
prefieren permanecer dentro del marco, por imperfecto que sea, 
antes que intentar desplazar sus líneas; como un joven 
emprendedor, egresado de una escuela superior que en lugar de 
combatir las causas de la contaminación prefiere diseñar una 
aplicación que identifique las calles menos contaminadas para poder 
hacer sus ejercicios; o como una estudiante que durante una 
conferencia sobre el calentamiento global en la que me encontraba 
debatiendo con la senadora francesa Fabienne Keller me lanzó 
desde la arrogancia de sus 23 años de edad: “Señor, su 
presentación es interesante, pero estoy haciendo una pasantía en 
Total, y debe comprender que, detrás del desarrollo de las energías 
renovables, hay una cuestión de rentabilidad y están en juego 
importantes cuestiones financieras”. ¿Cómo se puede ser tan joven, 
tener un grado tan alto de estudios y ser tan conformista? El 
problema es que cuando aceptamos esas reglas del juego viciadas, 
nosotros también nos convertimos en responsables solidarios de la 
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situación en la que nos encontramos. Ésa es la razón de la urgencia 
de salir de ese marco, porque la falta de correspondencia entre 
hechos y acciones —sea cual fuere la razón de dicha falta de 
reciprocidad— es una forma nueva, menos inquisitiva e insidiosa, de 
escepticismo con respecto al calentamiento global. 

Esa hipocresía deliberada se encuentra en todos los temas. En 
la cuestión del desempleo, el vertiginoso aumento de solicitantes de 
empleo en Europa se debe a la crisis económica pero, asimismo, a 
las políticas de austeridad aplicadas a partir de 2011 en la zona 
euro; por consiguiente, la causa radica en las malas decisiones de 
política económica destinadas a reducir los déficits con una rapidez 
excesiva, antes que a apoyar el crecimiento. Entonces, ¿por qué 
actuamos como si el origen del desempleo estuviese en las leyes 
laborales? Leyes laborales que no han cambiado significativamente 
desde 2008 en la mayoría de los países. ¿Por qué España y Francia 
—que, desde de ese año, han sumado más de tres millones y un 
millón de desempleados, respectivamente— han invertido su tiempo 
en discutir la apertura de los grandes almacenes los domingos? 
Simplemente porque el hecho de mirar la realidad cara a cara sería 
admitir que la austeridad no ha funcionado; peor aún: que incluso ha 
sido catastrófica para el conjunto de la zona euro, que tardó 
prácticamente 10 años en recuperar su grado de riqueza anterior a 
la crisis (en comparación con los cuatro años en el caso de los 
Estados Unidos) y todavía hoy numerosas regiones son más pobres 
que en 2007. Aun cuando los hechos demuestran que la austeridad 
ha sido un fracaso, son los hechos los que están mal, no las 
políticas puestas en práctica. Entonces, se debe persistir, yendo 
incluso más lejos, con lo que ha sido un fiasco. 

En cada momento de la historia la conjunción de la relación de 
fuerzas ha logrado crear un modo de regulación de la economía 
mediante la definición de un marco de posibilidades. En ese campo 
de las soluciones razonables el motor del sistema siempre está 
protegido; ésa es incluso la función establecida por el marco. El 
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objetivo de los poderosos que se benefician de esa forma de 
funcionamiento de la economía consiste en hacer que la situación 
perdure el mayor tiempo posible, y, por consiguiente, en lograr que 
las élites adopten esa manera de pensar. Tal es el caso cuando 
ciertas cuestiones son excluidas o reducidas deliberadamente de la 
enseñanza de la economía, como la historia del pensamiento 
económico 0 las funciones que han desempeñado el 
proteccionismo, la intervención del Estado y la inversión pública en 
el desarrollo de los países ricos. Como hemos visto en el caso del 
calentamiento global, existen soluciones más eficaces, pero son 
rechazadas porque van en contra de intereses financieros muy 
poderosos. Ahora bien, a lo largo de la historia la regulación del 
sistema se ha hecho de diversas maneras, dependiendo de las 
relaciones de poder. Es decir: nada queda establecido para siempre; 
sí es posible mover las líneas. Integrar el sistema es la primera 
piedra para que las cosas cambien. 
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III. EL MITO DEL ÉXITO INDIVIDUAL 


EL REDUCIDO porcentaje de individuos que acaparan la mayor parte 
de la riqueza tiene interés en hacer creer que se lo merecen. La 
mejor manera de dominar al resto de la población es hacer que 
todos acepten, como una verdad indiscutible, que un individuo es 
dueño de su propio destino y que su éxito o su fracaso se deben 
únicamente a él mismo. Esta fábula está presente en todas partes: 
1) en las biografías y en los programas de los medios de 
comunicación dedicados a políticos, empresarios, artistas oO 
deportistas que consideran que su éxito es resultado de su 
personalidad, antes que de las instituciones que les permitieron 
tener acceso al éxito; 2) en las políticas fiscales acomodaticias con 
respecto a los muy ricos, que legitiman que una gran fortuna 
depende únicamente del talento de su poseedor y que, por lo tanto, 
gravarla equivaldría a un robo, y 3) en las políticas humillantes en 
contra de los desempleados, a los que, por considerarlos perezosos, 
se debe controlar sistemáticamente, so pena de que sufran la 
reducción de sus prestaciones por desempleo. Ésa es la manera 
como se manifiesta concretamente el catecismo del individuo como 
dueño de su propio destino; sin embargo, la realidad es muy 
diferente y los hechos demuestran que el voluntarismo individual no 
pesa gran cosa frente a la clase social originaria. 


LA CIENCIA ECONÓMICA Y EL INDIVIDUO 


La ciencia económica ha maniobrado mucho para legitimar el 
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discurso del individuo como único responsable de su destino. Con 
todo, no siempre ha sido así, y esa decisión es resultado de un 
prolongado enfrentamiento entre las corrientes de pensamiento a lo 
largo de más de 200 años. En el siglo xvii, el economista Adam 


Smith, considerado el fundador de la economía política,? publicó su 
libro An Inquiry into the Nature and Causes of the Wealth of Nations 
(Investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las 
naciones), en el que se embarcó en una verdadera búsqueda con el 
propósito de conocer los orígenes de la riqueza de las naciones. Su 
pensamiento se desarrolló con base en las premisas de la 
Revolución industrial en Inglaterra, pero, asimismo, porque legitimó 
ideológicamente el orden económico existente. Smith puso en el 
centro de su análisis los problemas de distribución de la riqueza 
producida por tres clases sociales: los capitalistas, los rentistas y los 
trabajadores. En esa época no se hablaba del individuo 
propiamente, sino de las clases a las que pertenecía la persona. 
Para Smith, el rendimiento del dinero es el motor de la economía; 
sin embargo, para obtener de él tantas ganancias como fuese 
posible, los capitalistas tenían una función de primer orden: hacer 
las cosas de tal manera que los salarios de los trabajadores se 
redujesen tanto como fuese posible. Fue entonces cuando apareció 
el concepto de salario de subsistencia, el antepasado del salario 
mínimo, que permitía al obrero alimentarse y alimentar a su familia 
(para que sus hijos pudieran llegar a ser los futuros obreros) y 
trabajar en condiciones normales en la fábrica; por otra parte, ese 
salario no debía permitirle, sobre todo, ahorrar, para no darle 
ninguna posibilidad al trabajador de que, algún día, él mismo se 
convirtiese en un capitalista. Según la visión de Smith, 
consecuentemente, había una oposición muy clara entre dos clases 
sociales: los trabajadores y los capitalistas. Por lo demás, reconoció 
la desigual naturaleza de la economía, pero la consideraba 
necesaria y argumentó que, al final, con la acumulación de la 
riqueza —y lo que algunos llamarían después el “goteo”— “el obrero 
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inglés más pobre será más acaudalado que un príncipe indio”. Por 
consiguiente, la dinámica de la economía capitalista defendida por 
Adam Smith se construye sobre la desigualdad entre las clases 
sociales, pero con el propósito de que al final la creación de la 
riqueza termine por beneficiar a todos. 

En el siglo xix, sobre la base de esa visión de la oposición entre 
las clases sociales —según la cual, supuestamente, “todo el mundo 
gana"—, Karl Marx desarrollaría, en su libro El capital, su teoría 
sobre la explotación, que serviría como base para la lucha de 
clases. Según Marx, los capitalistas pueden ejercer su dominio 
sobre los trabajadores porque son los propietarios de los medios de 
producción, mientras que lo único que los trabajadores pueden 
vender es su mano de obra y, consecuentemente, se ven obligados 
a depender de los capitalistas. Esa asimetría, establecida por la 
propiedad del capital, permite que el capitalista explote a sus 
obreros, sobre todo, haciéndolos trabajar más tiempo que el que 
realmente les remunera. Marx demuestra un aspecto importante: si 
a los trabajadores se les pagara por lo que producen, entonces no 
habría ganancias para el capitalista; por lo tanto, el objetivo es 
remunerar al asalariado menos de lo que le corresponde por lo que 
produce; ésa es la lógica del capitalismo. En El capital, Marx expone 
la violencia de la oposición entre las clases sociales y el dominio de 
una de ellas sobre la otra; asimismo, explica que cuanto más se 
explote a los trabajadores tanto más aumentará su resistencia 
contra el capitalismo. La lógica de la economía de Adam Smith y de 
los economistas clásicos había sido desenmascarada. 

Ante esas demostraciones y el éxito que tuvieron se hizo 
absolutamente necesaria una respuesta de la corriente clásica. La 
carga vendría de una corriente de pensamiento que surgió a finales 
del siglo xix: los “neoclásicos”. Estos últimos se empeñarían en 
desacreditar la noción de la relación de fuerzas entre las clases 
sociales y volverían a centrar el análisis en el individuo y en el 
funcionamiento del mercado; asimismo, tratarían de dar a la 
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economía la apariencia de una ciencia neutra mediante la 
proposición de modelos cada vez más complejos que incluían 
hipótesis cada vez menos realistas. John Bates Clark, economista 
pionero de la corriente neoclásica, explicaría que se remuneraba a 
los agentes en función de su productividad marginal, es decir, que 
cada persona recibe en función de lo que ha producido. 
Consecuentemente, según los neoclásicos, los salarios ya no 
dependían de la relación de fuerzas entre los capitalistas y los 
asalariados, sino de las habilidades propias del trabajador: si tenía 
facilidad para hacer su trabajo, sería bien pagado, y viceversa. Por 
consiguiente, los neoclásicos ofrecieron una respuesta a la crítica de 
Marx dirigida contra los clásicos. Según este último, los clásicos 
habían omitido describir el meollo de la lógica capitalista de la 
acumulación de la riqueza: la explotación de la clase de los 
trabajadores por la de los capitalistas. Los neoclásicos evitaron los 
escollos de la cuestión de la explotación sentando las bases de la 
microeconomía, es decir, centrando el estudio de la economía en el 
individuo. En lo sucesivo, los salarios ya no dependían de las 
relaciones de poder o de la explotación, sino que eran una función 
del valor del individuo en el trabajo (es decir, de su productividad). 
Razonar de esa manera permitía dejar de lado las relaciones entre 
los dominantes y los dominados expuestas por Marx en su análisis. 
De esa manera, el individuo, llamado en ocasiones homo 
economicus O agente representativo, ocuparía gradualmente un 
lugar importante en el análisis económico. La corriente neoclásica 
validó teóricamente el orden económico existente y muchas de sus 
teorías fueron utilizadas por la burguesía en contra de las 
reivindicaciones de los obreros extraídas del análisis marxista.? En 
consecuencia, el éxito de las tesis neoclásicas a partir de 1900 
puede explicarse también por el temor a una revolución inminente. 
Desde entonces, los economistas nos explican que un individuo es 
un ser “racional”, desprovisto de herencia social y motivado por los 
objetivos que se fija. A lo largo de su vida, por lo tanto, el agente 
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deberá tomar buenas decisiones para alcanzar sus objetivos: 
decisión entre dos momentos, entre el trabajo y los estudios, para 
incrementar el valor de su capital humano y, por ende, su futuro 
salario en el mercado; decisión entre el trabajo y el ocio para poder 
consumir, etc. De acuerdo con esa visión del mundo, por lo tanto, el 
destino de un individuo depende de sus decisiones y únicamente de 
él depende tomar las decisiones correctas: si toma las decisiones 
adecuadas en relación con sus estudios, tendrá un empleo bien 
remunerado; si prefiere el trabajo a los placeres, podrá consumir 
más; si es productivo, en fin, su salario aumentará. Desde luego, 
hay una forma de sentido común en esas afirmaciones, pero con 
mucha frecuencia las decisiones se ven influidas por el origen 
social, que es el gran ausente en el análisis económico. 


ELON Musk, STEVE JOBS Y MARK ZUCKERBERG: ¿POR QUÉ SON LOS 
ESTADUNIDENSES LOS QUE (¡SIEMPRE!) TIENEN ÉXITO? 


Cada biografía de esos jóvenes empresarios riquísimos en extremo 
narra el mismo cuento de hadas: el meteórico ascenso de una 
personalidad fuera de lo común. Ya desde la infancia son 
sobresalientes las señales precoces de un carácter excepcional; un 
antiguo profesor recuerda a un alumno turbulento que tenía prisa 
por realizar cosas; después, la banda de camaradas de la 
universidad da testimonio de las cualidades de liderazgo del futuro 
multimillonario que ya se abría paso durante los años de estudio, y, 
finalmente, su cónyuge se presenta para hablar del cariño y el 
apoyo indispensables que le ha brindado, imprescindibles para 
cualquier ascensión. Ésa es, en la mayoría de los casos, la 
presentación embellecida del recorrido de esos jóvenes empresarios 
que casi nunca va más allá de la descripción de la persona y de sus 
allegados. Por lo tanto, habría que buscar el éxito en las 
características del individuo —en particular, en el famoso espíritu 
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emprendedor—, antes que en las condiciones que le permitieron 
alcanzarlo. 

Si el espíritu empresarial fuese la única característica para 
alcanzar el éxito, los países en desarrollo serían los más ricos del 
mundo. Los habitantes de esos países no tienen grandes empresas 
nacionales que les proporcionen empleo (con mucha frecuencia 
trabajan para empresas multinacionales en puestos poco calificados 
y mal remunerados); no tienen acceso a un financiamiento que les 
permitiese montar su propia empresa (con excepción de los 
microcréditos, cuyas tasas de interés son tan elevadas que 
únicamente les permiten desarrollar microproyectos); por otra parte, 
cuando se trata de funcionarios públicos, sus sueldos suelen ser 
bajos y se les paga con retraso. Por consiguiente, con el propósito 
de suplir sus fallas institucionales, desarrollan paralelamente un 
empresariado de supervivencia con una ingeniosidad impresionante: 
vigilancia de sitios de aparcamiento y de vehículos, reparación de 
todo tipo de objetos, servicios de todo tipo para el hogar, etc. No se 
omite ningún espacio de la economía y todo lo que pueda aportar 
unos cuantos ingresos está sujeto a la creación de un servicio. El 
espíritu empresarial se lleva al máximo, pero lamentablemente 
ninguno de los empresarios de esos países se convertirá en el 
nuevo Elon Musk. ¿Por qué? Sin duda alguna, no porque sean 
menos inteligentes, sino simplemente porque no disponen de las 
mismas organizaciones e instituciones que les permitan tener 
acceso a la formación académica, a los recursos financieros 
necesarios o a un medio ambiente económico adecuado. A ese 
respecto, el empresario estadunidense multimillonario Warren 
Buffett dijo, con bastante razón: “En lo personal, pienso que la 
sociedad es responsable de un porcentaje significativo de lo que he 
ganado. Instáleseme en medio de Bangladesh, del Perú o de donde 
sea, ¡y se verá lo que mi talento puede producir realmente cuando lo 
aplique en un tipo de terreno improductivo! Dentro de 30 años 


todavía estaría esforzándome por salir adelante”.? 
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El éxito individual es, ante todo, colectivo, porque depende de las 
políticas puestas en práctica, de las instituciones y del capital 
productivo, humano y social de un país. Tómese el caso de Steve 
Jobs: además de las innegables cualidades del hombre, el éxito del 
¡Phone no habría sido posible sin la internet, sin la pantalla táctil, sin 
el sistema de posicionamiento global (cPs, por sus siglas en inglés) 
y sin el reconocimiento de voz. Sin embargo, todas esas 
innovaciones provienen del sector público estadunidense: tanto la 
internet como el GPs y el reconocimiento de voz se desarrollaron 
como parte de los programas de investigación del Departamento de 
Defensa estadunidense, mientras que la pantalla táctil fue inventada 
por un profesor universitario, cuyo doctorado recibió financiamiento 
público para el desarrollo de su propuesta.* 

En consecuencia, el éxito del iPhone no se puede explicar 
únicamente con base en el talento de Steve Jobs, sino, asimismo, 
gracias a los años de investigación llevada a cabo y a la inversión 
pública hecha de manera previa. Ésta es una versión muy poco 
conocida de la historia de la empresa Apple, historia remplazada 
muchas veces por el fabuloso destino y las extraordinarias 
cualidades de Steve Jobs. Ese tipo de narraciones, en las que se 
aíslan las fortunas acumuladas del entorno en el que se generaron, 
son un pilar importante de la legitimación de las políticas tributarias 
acomodaticias para los muy ricos o incluso de una forma de laxismo, 
inclusive de comprensión en lo que respecta a la evasión fiscal. No 
obstante, la realidad es que, incluso cuando uno se encuentra con 
gerentes tan brillantes como Steve Jobs, el éxito de Apple no es 
reproducible en ningún otro país que no sean los Estados Unidos. El 
éxito no se resume en las cualidades individuales. Si los 
estadunidenses logran tener más éxito en las nuevas tecnologías 
que los ciudadanos de otros países es porque ha habido inversión 
pública en las fases iniciales de la cadena de innovación y un 
Estado que generó y dio forma a esos mercados del futuro, para 
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después dejar que los empresarios se apoderasen de esas 
innovaciones con el propósito de comercializarlas. Los impuestos, 
tan denunciados por la clase empresarial, son muy valiosos en 
realidad, porque alimentan la prosperidad de esa clase: por medio 
de intervenciones bien decididas el Estado es el que crea el marco 
necesario para que esa clase tenga éxito. 


LA MANERA COMO SE RESPONSABILIZA AL DESEMPLEADO DE SU SITUACIÓN 


En el extremo opuesto del éxito también se individualiza el fracaso. 
La cuestión del desempleo debe buscarse en el comportamiento del 
individuo, al que se debería incentivar mejor (reduciendo las 
prestaciones por desempleo) después, encauzar mejor 
(impidiéndole que rechace más de dos ofertas de empleo) y, 
finalmente, preparar mejor (con el propósito de que satisfaga a los 
sectores en pleno crecimiento, sin importar que el desempleado 
aspire a otra cosa). También es necesario investigar esa 
individualización de la cuestión del desempleo en la representación 
teórica que la economía hace de ella. La corriente dominante (la de 
los neoclásicos) nos explica que un individuo adopta una decisión 
entre el trabajo y el ocio en función del salario que le ofrece el 
mercado laboral. Si considera que el salario es satisfactorio, 
entonces acepta sacrificar su tiempo de ocio para trabajar; por el 
contrario, si el salario no le es conveniente, se decide por el tiempo 
de ocio y se convierte en un “desempleado voluntario”. 
Consecuentemente, conforme a esa corriente de pensamiento, el 
desempleo es resultado de una decisión individual y voluntaria entre 
el ocio y el trabajo. 

Ahora bien, detrás de la teoría se oculta, en realidad, la voluntad 
de difundir valores de orden moral. Por un lado, parece haber 
“trabajadores valerosos” que aceptan un salario bajo y, por el otro, 
“holgazanes” que, con el mismo salario, prefieren el ocio. La 
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legitimación del individuo como responsable de su propio destino y 
la estigmatización de los desempleados que se deriva de ello tienen 
su origen en esa representación de la economía. En realidad, el 
tratamiento de la cuestión del desempleo en la corriente dominante 
de la economía oculta un sesgo moral que culpa a los 
desempleados de ser perezosos; por consiguiente, se les debe 
alentar para que sean menos perezosos  castigándolos y 
obligándolos. 

Esa manera de describir a los desempleados encuentra un eco 
clamoroso en nuestros prejuicios más primarios: finalmente, ¿no se 
explica la tasa de desempleo de 21% en Grecia afirmando que los 
griegos son un pueblo ocioso (y tramposo, porque maquillaron sus 
cuentas para ingresar en la zona euro)? ¿No los incitan el sol y el 
mar a preferir el ocio al trabajo? Por el contrario, ¿no se justifica la 
baja tasa de desempleo de Alemania por su naturaleza rigurosa y su 
preocupación por el trabajo bien hecho? ¿No es ésa, de una manera 
más tecnocrática, sin duda alguna, la representación que la 
Comisión Europea hace de ella, obligando a los griegos a trabajar 
más tiempo, reduciendo sus prestaciones por desempleo y sus 
pensiones de jubilación? ¿No es eso lo que están haciendo nuestras 
élites, que cantan alabanzas al modelo alemán, que sería necesario 
copiar de cabo a rabo?, ¿cuando prohíben prácticamente toda 
crítica? El prejuicio y la culpabilización están claramente allí, 
disimulados apenas bajo una jerga técnica. 

Ahora bien, esa representación de los desempleados no tiene 
sostén. Salvo si se considera que ha habido periodos de epidemias 
de pereza que se presentaron, como por casualidad, en 1929 y 
2008, los años de las dos crisis económicas más importantes. ¿Por 
qué precisamente durante esos dos años millones de personas 
prefirieron el ocio al trabajo? ¿Por qué, a partir de 2008, 1.5 millones 
de personas prefirieron el desempleo al trabajo en Francia? ¿Por 
qué, al mismo tiempo, 3.3 millones de españoles tomaron la misma 
decisión que los franceses, es decir, dedicarse a divertirse? ¿Qué 
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justifica la decisión de esos individuos? Aquellos que conocen o han 
experimentado el desempleo a lo largo de su vida saben que esas 
teorías son muy poco claras y que el desempleo no es resultado de 
una decisión individual, sino que la mayoría de las veces es una 
situación impuesta que se padece. Y con mucha frecuencia la 
política económica es la principal responsable. En consecuencia, 
cuando se optó por reducir rápidamente los déficits a partir de 2011, 
los países de la zona euro adoptaron claramente una decisión en 
contra del empleo: al poner en práctica políticas de austeridad, los 
dirigentes europeos provocaron una contracción de la actividad 
económica que exacerbó el desempleo. En ese mismo momento, 
los Estados Unidos estaban haciendo exactamente lo contrario: 
ampliaron su déficit para apuntalar el crecimiento económico. Lo 
peor es que en 2011, antes de esas absurdas opciones de política 
económica, el producto interno bruto (PIB) volvió prácticamente a sus 
cifras anteriores a la crisis (en 2007). Simplemente, los dirigentes 
europeos pusieron fin a la recuperación y fabricaron por completo 
una crisis de la zona euro. Sería necesario aguardar hasta 2016 
para que la zona euro volviese a la cifra del PIB anterior a la crisis. 
Esas decisiones catastróficas de política económica son las que, en 
primer lugar, explican el aumento del desempleo; no por una falta de 
motivación o de formación de los desempleados, sin duda alguna. El 
problema es macroeconómico (a la escala de las políticas 
económicas), "no  microeconómico (a la escala de los 
desempleados): los responsables son los dirigentes de la zona euro, 
los desempleados, las víctimas de esas políticas. 

Las políticas macroeconómicas parecen abstractas a los ojos de 
los ciudadanos, tan oscuras que los corresponsables de esos 
fiascos, los políticos en el poder, nunca han tenido que justificarse 
(Angela Merkel y Nicolas Sarkozy, en primer lugar, y, después, todos 
los demás que los han seguido sin jamás poner en tela de juicio 
esos tratados). Preguntar a los responsables sobre lo que 
representa uno de los mayores fiascos económicos, la gestión 
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catastrófica de la zona euro, parece anormal. Por el contrario, decir 
a una persona desempleada que debe hacerse cargo de sí misma, 
dar prueba de buena fe, aceptar ofertas de empleo que no 
corresponden con sus calificaciones, no hacerse la difícil, aceptar 
capacitarse aunque no le interese y aceptar varios empleos 
precarios, parece ser lo propio del sentido común. La economía 
dispone de herramientas para poner en práctica políticas 
económicas adecuadas que podrían generar puestos de trabajo, 
iniciar la transición energética o reducir la deuda; sin embargo, los 
políticos que se niegan a utilizar esas herramientas o que las han 
utilizado de manera errónea se sienten muy felices por no tener que 
justificarse. 


Nadie elige el desempleo. Lo más probable es que quienes 
defienden esas políticas humillantes nunca han experimentado el 
desempleo; de lo contrario, sabrían que destroza vidas; que, a 
menudo, se experimenta como un fracaso personal; que 
desestabiliza la unidad familiar y provoca divorcios; que causa 
aislamiento y que, muy frecuentemente, tiene como resultado el 
suicidio;? que, todos los días, el desempleo es una vergúenza tanto 
más poderosa cuanto que el discurso imperante tiende a 
responsabilizar al desempleado de su situación. 

Ahora bien, achacar la responsabilidad del desempleo a una 
persona es un sinsentido económico. Un desempleado, por valeroso 
que sea, difícilmente encontrará un empleo en una coyuntura 
económica sombría y, a la inversa, un “holgazán” obtendrá 
rápidamente un empleo en una fase de crecimiento. Por lo tanto, un 
individuo no tiene ninguna influencia (o ésta es infinitamente débil) 
sobre la economía, que por definición es inestable y cíclica, pero sí 
sufre los riesgos coyunturales de la economía. De nuestros 
funcionarios electos depende la utilización de las herramientas de 
política económica para tratar de estabilizar la economía. Cuando 
las decisiones que toman son malas —como ha sido el caso, muy 
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frecuentemente, a lo largo de más de 30 años—, los que tienen que 
tomar el trago amargo son los desempleados. La causalidad no 
debe revertirse, los desempleados son víctimas, los chivos 
expiatorios de la crisis, los mártires de las aberraciones económicas 
de las políticas. 

La individualización de los éxitos y los fracasos es un engaño. En 
realidad, 75% de la condición socioeconómica de un individuo tiene 
su explicación en su origen social. Por supuesto hay excepciones, 
carreras personales impresionantes, bien expuestas por los grupos 
sociales superiores para mantener el mito del superhéroe, dueño de 
su propio destino; pero en realidad el voluntarismo no pesa mucho 
en relación con la reproducción social, y hacer creer que “querer es 
poder” es, ante todo, una sutil maniobra de dominación que permite 
a las clases sociales superiores justificar su posición social y 
arreglárselas para contribuir lo menos posible al funcionamiento del 
resto de la sociedad. ¿Por qué pagar impuestos cuando todo nos lo 
debemos a nosotros mismos? Por otro lado, se responsabiliza a los 
desempleados de su condición para evitar señalar a otros culpables, 
como la política fiscal europea, el euro, la financiarización de la 
economía o la libertad del comercio, otros tantos tótems a los que 
están sometidos nuestros dirigentes, que prefieren sacrificar vidas 
en nombre de un catecismo económico aprendido en las bancas de 
las escuelas superiores. 
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IV. EL MERCADO LABORAL: 
REFORMAS LIBERALES SIN FIN... Y 
SIN ÉXITO 


Topos conocemos la cantinela de memoria: los sindicatos y las 
leyes del trabajo que protegen a los trabajadores no alientan a los 
empleadores a contratarlos, y, además, todos los países que han 
flexibilizado su economía viven en la prosperidad. Tal es el 
reconfortante estribillo que, durante más de 30 años, nos han 
cantado una y otra vez los economistas liberales, los editorialistas, 
los expertos, los banqueros (más preocupados por la salud de los 
mercados financieros que por la de los asalariados), los gabinetes 
estratégicos, los gobernantes de la socialdemocracia de derecha y 
los sindicatos patronales (que defienden lúcidamente sus intereses). 
Ahora bien, la realidad es muy diferente. Muchos países del sur de 
Europa han llevado a cabo numerosas reformas destinadas a dar 
más flexibilidad al mercado laboral sin afectar el desempleo; las 
empresas han aumentado sus beneficios sin crear puestos de 
trabajo; los mercados financieros se han recuperado sin que ello 
haya tenido un efecto en la economía real; los grandes patrones y 
los propietarios de capitales se han enriquecido sin que la suerte de 
los pobres haya mejorado; pero la solución, nos dicen, sería ir 
todavía más lejos... La realidad es que en economía no existe 
ninguna relación entre la flexibilidad del mercado laboral y la escala 
del desempleo, ni en la teoría ni en los hechos. 
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REFORMAS, REFORMAS Y MÁS REFORMAS 


En el imaginario colectivo, los países que logran vencer el 
desempleo son aquellos que han puesto en práctica reformas 
destinadas a dar más flexibilidad a su mercado laboral, mientras que 
los países con altas tasas de desempleo son los que se rehúsan a 
aplicar las reformas necesarias. El ejemplo de Francia suele 
tomarse como el de un país de niños mimados que rechazan las 
reformas (como lo indica el título del libro de Sophie Pedder, editora 
jefa de The Economist en Francia: Le déni francais: les derniers 
enfants gátés de l'Europe [La denegación francesa: los últimos niños 
mimados de  EuropaJ.' En realidad, Francia ha estado 
comprometida en un proceso continuo de reformas desde hace más 
de 30 años. A partir de 1972 legalizó la contratación de trabajadores 
temporales para satisfacer a los empleadores, que reclamaban 
desde tiempo antes un margen de flexibilidad para poder contratar. 
En 1979 introdujo los contratos de duración determinada (cob) en la 
legislación laboral. Otros contratos precarios, como los contratos por 
obra para los trabajadores de la construcción, serían creados más 
adelante con el propósito de adaptarse a los deseos de los patrones 
de las empresas. Todos esos tipos de contratos han tenido mucho 
éxito: a partir de 1980 los contratos temporales se han 
quintuplicado, los de duración determinada se han cuadruplicado y 
las pasantías y los contratos con una subvención del Estado se han 
triplicado. Durante el periodo de 2000 a 2013, en Francia se llevaron 
a cabo no menos de 17 reformas en materia de protección del 
empleo: 165, si se amplía el conjunto a todos los ámbitos 
relacionados con el mercado laboral (seguro de desempleo, salario 
mínimo social, apoyo a los solicitantes de empleo, etc.). ¿El 
resultado? En la actualidad, 87% de las nuevas contrataciones se 
lleva a cabo mediante contratos de duración determinada, por lo que 
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los asalariados con ese tipo de contratos y los trabajadores interinos 
permanecen en la precariedad, porque ese tipo de empleos 
raramente constituye un trampolín para tener una actividad 
perdurable,? cada generación tiene menos puestos de trabajo 
estables que la precedente, un trabajador francés está 
prácticamente tan protegido como un surcoreano y, a pesar de todo 
ello, el desempleo no ha dejado de aumentar constantemente.* Sin 
embargo, hay algunos patrones que todavía se atreven a afirmar 
que existen demasiadas “rigideces”. 

Ahora bien, las poblaciones no se dejan engañar. La mayoría 
comprende que esas reformas no van a mejorar su situación, sin 
importar que se trate de trabajadores con contratos de duración 
indeterminada o contratos precarios o de  desempleados.* 
Individualmente, un trabajador que tiene un empleo estable se dice 
a sí mismo que si el gobierno facilita los despidos corre el riesgo de 
ser expulsado más fácilmente de la empresa donde trabaja. Está 
consciente de que la salud de su empresa no depende únicamente 
de su trabajo personal; de que, a lo largo de su carrera, su empresa 
ha obtenido resultados buenos y otros no tan buenos; de que ello 
también depende de la coyuntura nacional o de la situación 
internacional; de que en 2008 los resultados cayeron 
espectacularmente debido a la crisis originada en los Estados 
Unidos; de que, cuando los resultados son malos, las empresas 
quieren despedir con el propósito de preservar su margen de 
ganancias, y de que podrán hacerlo más fácilmente una vez que la 
legislación del trabajo facilite los despidos. 

En relación con las personas con contratos precarios oO 
desempleadas, su objetivo es encontrar un empleo estable para así 
poder planificar su futuro, encontrar un departamento, imaginar 
proyectos, salir de vacaciones y no preocuparse por los periodos de 
desempleo. Ningún individuo que acumule contratos precarios 
desea que le digan que su situación va a convertirse en lo normal; 
nadie desea la precariedad, aun cuando vaya asociada a un 
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empleo. La mayoría de la población no desea esas reformas. 
Únicamente las defienden quienes no cesan de alabarnos sus 
beneficios, mientras que ellos están bien protegidos de lo que 
pretenden infligir al resto de la población, y, para convencer mejor a 
la población de que es necesario imponer lo que ésta no desea, 
recurren a las comparaciones internacionales y a los estudios 
científicos. Porque el hecho de mostrarse hostil a esas reformas 
cuando todos los otros países las hacen, ¿no significa querer vivir 
en una burbuja aislada de la globalización? O, para expresarlo más 
brutalmente, ¿no significa no tener la capacidad intelectual para 
comprender lo que es bueno para nosotros? Si no aceptamos el 
proyecto que se nos propone, la única disyuntiva es la siguiente: no 
hemos comprendido de qué se trata y, entonces, basta que se nos 
explique la reforma más ampliamente para que se nos convenza, O 
bien hemos comprendido completamente lo que está en juego, pero 
no estamos de acuerdo y, entonces, nos comportamos como un 
niño mimado. 


EL FALSO ARGUMENTO DE LAS INVESTIGACIONES CIENTÍFICAS Y DE LAS 
COMPARACIONES INTERNACIONALES 


En lo que respecta a los diferentes estudios, los ciudadanos no 
debemos dejarnos estafar: no existe ningún consenso científico 
sobre la cuestión. Existen tantos estudios que demuestran la 
relación entre la flexibilidad del mercado laboral y la creación de 
empleo como los que la contradicen. Por lo demás, incluso 
organismos como la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (ocpe) carecen de una opinión clara y 
cambian regularmente de parecer sobre la cuestión. Así, en 1994 la 
OCDE había prescrito que los países del mundo debían desregular su 


mercado laboral? sin embargo, 10 años después esa misma 
institución cambió de opinión y afirmó que ningún estudio 
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econométrico podía establecer plenamente una correlación entre el 
grado de protección del empleo y el grado de desempleo. Muriel 
Pucci y Julie Valentin, dos investigadoras de la Universidad de París 
Panthéon-Sorbonne, hicieron un inventario del conjunto de la 
literatura científica sobre el vínculo entre la flexibilidad del mercado 
laboral y el descenso del desempleo y demostraron que no existía 
ningún consenso sobre el asunto. Lo mismo ocurrió con el Conseil 
d'Analyse Économique (cae: Consejo de Análisis Económicos), un 
grupo de economistas que asesora al primer ministro de Francia y 
que en 2015, en una síntesis de las investigaciones teóricas y 
empíricas sobre el tema, escribió: “No se ha demostrado ninguna 
correlación entre el grado de protección del empleo y la tasa del 
desempleo”.” Como puede comprenderse, no existe una respuesta 
única en la materia. 

En lo que se refiere a las comparaciones internacionales, la 
melodía que se nos toca también es monocorde y antigua: los 
países que han llevado a buen puerto las reformas tienen una tasa 
de desempleo baja, sus ciudadanos son felices y viven en una 
sociedad dinámica, y esas reformas son necesarias (un día habría 
que preguntar “¿necesarias para quién?”) frente a la competencia 
internacional. A menudo las comparaciones internacionales se 
presentan de una manera muy encantadora. Al mismo tiempo, 
puesto que esos países se encuentran geográficamente distantes, 
los pretendidos avances importantes para sus poblaciones son más 
difíciles de verificar de manera concreta, y quienes viajan a ellos van 
con mayor frecuencia a las capitales por periodos breves, pero rara 
vez van a las zonas devastadas por las crisis, que con mucha 
frecuencia se encuentran lejos de los centros de las ciudades. Así, 
en Francia, por ejemplo, hemos tenido derecho de manera regular a 
los elogios de Reino Unido: ese maravilloso país liberal, designado 
durante mucho tiempo como ejemplo por la Comisión Europea por la 
liberalización de su economía, amante de los talentos de todo el 
mundo, como los franceses que se fueron a trabajar en las finanzas 
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(a quienes en cada elección se les pregunta su opinión para saber si 
nos harían el honor de regresar), y por registrar una tasa de 
desempleo por debajo de 5%. Un cuadro inmaculado hasta la 
mañana del 24 de junio de 2016, día de los resultados de la votación 
sobre el Brexit, cuando todos los que habían defendido con uñas y 
dientes ese modelo se dieron cuenta de que la mayoría de los 
ingleses no vivía en la idílica representación que se hacía de ese 
modelo: dos millones estaban mal nutridos, un millón tenía contratos 
de cero horas (contratos indefinidos sin horas pagadas garantizadas 
ni salario mínimo), servicios públicos cuasi inexistentes en algunas 
regiones, zonas damnificadas por el desempleo y desigualdades 
territoriales y de ingresos en marcada progresión desde hacía 30 
años. Francia estaba descubriendo la otra cara de la moneda del 
modelo inglés, la cual sólo había sido mostrada muy raramente. 

Lo mismo ocurre en el caso de los Estados Unidos, otro ejemplo 
que se debería seguir, nos decían, donde 1% de la población recibe 
más de 20% de la renta nacional (frente a 11% en Francia, lo que ya 
es demasiado); donde las reformas liberales de Reagan durante la 
década de 1980 permitieron que 1% de la población aumentara sus 
ingresos 150% a lo largo de los últimos 30 años, en comparación 
con sólo 15% para 90% de la población restante? cuyos salarios 
eran tan bajos que fue necesario inventar préstamos para los pobres 
con el objetivo de apoyar el consumo —los infames subprime, 
“préstamos de alto riesgo"—, y donde, sin duda, el desempleo era 
bajo, pero la ayuda alimentaria no hacía sino aumentar. Como en el 
caso del Brexit, quienes votaron abrumadoramente por Donald 
Trump fueron los perdedores de la liberalización de la economía. 
Esas dos votaciones deberían haber sido una advertencia contra los 
daños del modelo liberal, en particular porque excluye a la mayoría 
de los individuos y esa mayoría acaba haciéndose oír, en ocasiones, 
llevando al poder a los peores. Sin embargo, ese no fue el caso, de 
ninguna manera: antes bien que corregir la situación, hacer una 
valoración fáctica de esa aventura, comprender qué fue lo que 
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empujó a los estadunidenses a votar mayoritariamente por Trump, a 
los ingleses, por el Brexit, y a un número creciente de franceses, por 
Marine Le Pen, los guardianes del modelo liberal comenzaron a 
estigmatizar, incluso a insultar, a los votantes: individuos racistas, 
xenófobos, rústicos, alcohólicos, con poca educación, ancianos, 
obreros y campesinos. 

También se elogió la famosa Jobs Act italiana de Matteo Renvzi, 
presidente del Consejo de Italia. Para los defensores del liberalismo, 
el ejemplo italiano es tanto más contundente cuanto que se trata de 
un país tradicionalmente poco liberal, un país europeo meridional 
con el que Francia no suele compararse. Si “incluso Italia ha hecho 
reformas...”, entonces nos repiten constantemente que Matteo 
Renzi se atrevió a reformar a pesar de que los italianos se 
mostraron renuentes a ese procedimiento, que hizo pedagogía y 
que, al final, todo eso rindió sus frutos porque entre 2014 y 2016 
fueron creados 500 000 puestos de trabajo en ltalia. Alan 
Lemangnen, economista de Natixis (y, consecuentemente, un 
banquero para quien el éxito de una reforma es una función de la 
salud de los mercados financieros) declaró en el periódico Capital: 
“La Jobs Act italiana podría ser una fuente de inspiración para 
Francia”.? Sin embargo, habría mucho que decir sobre los efectos 
de la Jobs Act de Renzi: en 2015 el 55% de los jóvenes italianos se 
encontraba en una situación profesional inestable (frente a 43% en 
2011), 15% de los aprendices tenía más de 45 años de edad, se 
vendieron 115 millones de “bonos de trabajo” (bonos de una hora de 
trabajo por un valor de 10 euros que los empresarios distribuyeron 
entre los trabajadores, lo que les permitía adaptar el tiempo de 
trabajo, casi hora por hora, a las necesidades de sus empresas), 
frente a los 10 millones de 2010, y la tasa de desempleo de los 
jóvenes es de 40% (en comparación con 29% que tuvo en 2011). 
Claramente, la ley actuó como una catástrofe social, incluso a pesar 
de que con ella se sacó a 500 000 personas, a un costo menor, de 
las estadísticas del desempleo, convirtiéndolos en aprendices a los 
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50 años de edad u ocupándolos unas cuantas horas a la semana 
gracias a los bonos de trabajo. Desempleado, después trabajador 
precario, más adelante desempleado nuevamente: la situación 
cambia con mayor rapidez, las cifras de desempleo varían, el 
mercado laboral es flexible, la pobreza permanece... Pero eso nadie 
quiere verlo. 


En conclusión, la flexibilidad del mercado laboral consiste 
únicamente en la flexibilización a la baja de los derechos de los 
asalariados, nunca de los derechos de los patrones ni de los 
derechos de los accionistas. Dondequiera que tales reformas han 
sido puestas en práctica, el desempleo ha disminuido de manera 
cosmética: los desempleados se han transformado en asalariados 
precarios, los empleos precarios no han sido un trampolín para 
saltar a empleos estables, las ganancias han aumentado, los 
mercados financieros han estado eufóricos, los pobres (con o sin 
trabajo) han seguido siendo pobres. 
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V. EL GASTO PÚBLICO: ¿POR QUÉ 
TANTO ODIO? 


EN LA ACTUALIDAD, ser un economista serio significa querer reducir el 
gasto público. En todos los países, la retórica es la misma: el gasto 
público es ineficaz, por lo que es necesario ahorrar lo más 
rápidamente posible; todos los países que han reducido el gasto 
público tienen tasas de desempleo más bajas, mientras que el gasto 
público alto es ineficaz desde un punto de vista económico y pone 
en riesgo a las generaciones futuras, a las que heredaremos una 
deuda ¡imposible de reembolsar. Ése es el razonamiento 
catastrofista, cuasi universal, que nos presentan ciertos políticos y 
expertos a lo largo de sus análisis. No hay ninguno que nos 
recuerde que el gasto público no cae en un agujero negro, sino que 
financia servicios públicos como la educación, los hospitales, la 
policía, la justicia, las pensiones o las prestaciones por desempleo; 
ninguno. El gasto público se considera únicamente en función de 
una masa monetaria que es necesario reducir, nunca en función de 
su utilidad. La realidad es que el hecho de reducir el gasto público 
equivale a atacar a las clases medias y pobres, a aquellos que no 
cuentan con los medios para ofrecerse otra protección que no sea la 
que asegura el servicio público. Sin embargo, sí es posible tener 
otro discurso. 


LO QUE SE OCULTA TRAS EL TÉRMINO “GASTO PÚBLICO” 


El monto del gasto público determina lo que una sociedad quiere 
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confiar al sector público. El gasto público está compuesto por el 
funcionamiento de la administración pública (remuneración de los 
funcionarios, suministros adquiridos por los gobiernos con los 
ingresos procedentes de los impuestos a la producción e impuestos 
sobre la propiedad), las transferencias (prestaciones sociales, 
subvenciones y otras transferencias), la inversión pública y los 
intereses de la deuda pública. Debe comprenderse con toda claridad 
que no se trata de una suma de dinero que se tome del producto 
interno bruto (PIB), sino de una magnitud que se compara con otra 
magnitud conocida, como la del Pis. En 2015, en el caso de Francia, 
un país donde el gasto público es uno de los más altos del mundo, 
dicho gasto representó un billón 243 mil millones de euros, esto es, 
57% del PiB del país. Lo anterior no significa que se haya tomado 
una parte del PIB para el gasto público ni que al sector privado le 
haya quedado 43%; se trata, únicamente, de un valor relacionado 
con el del PIB, un valor que, repetido sin explicación, da la impresión 
de que el gasto público capta 57% de la riqueza producida, lo cual 
es absolutamente falso; también da a entender que el sector público 
es mayoritario en comparación con el sector privado, lo que sigue 
siendo completamente inexacto. El economista Christophe Ramaux, 
profesor investigador de la Universidad de París | Panthéon- 
Sorbonne,? demostró que si se aplicase el mismo método de cálculo 
al gasto privado de los hogares y las empresas, este último 
ascendería ¡a más de 200% del pis!? Al sumar el equivalente, pero 
en el sector privado, es decir, los salarios pagados por el sector 
privado, el consumo intermedio, los impuestos sobre los productos y 
la producción, los ingresos por los impuestos a la propiedad, los 
impuestos sobre los ingresos y sobre el patrimonio, los intereses, las 
prestaciones sociales privadas, las transferencias corrientes y la 
inversión, se obtiene una cantidad que supera los cuatro billones 
200 mil millones de euros.* Por consiguiente, el sector privado sigue 
siendo ampliamente mayoritario en Francia. 
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Algunos países como Alemania tienen un gasto público más 
reducido que el de Francia (44% del PIB, en comparación con 57% 
de Francia) debido a que la mayoría de las pensiones se pagan 
mediante la capitalización y son opcionales, mientras que en el caso 
de Francia son obligatorias y distributivas. Por lo tanto, los jubilados 
están mejor cubiertos en Francia y, consecuentemente, son menos 
pobres que en Alemania; por lo demás, la tasa de pobreza entre los 
jubilados de Francia es una de las más bajas del mundo. La realidad 
es que el monto del gasto público es indicativo de una decisión de la 
sociedad: como Francia, algunos países han decidido tener 
servicios públicos financiados por la colectividad, mientras que otros 
han decidido dejar ramos enteros de su economía al sector privado; 
con la excepción de que, en medio de esas comparaciones 
internacionales, nunca se ha abordado la única cuestión que 
debería abordarse: la calidad de la protección social para los 
individuos. En consecuencia, el hecho de comparar únicamente el 
monto del gasto público por país, de señalar que el gasto público de 
tales o cuales países supera la media europea (y, por consiguiente, 
que se debe ahorrar), sin comparar los servicios prestados a los 
individuos —es decir, su tasa de seguridad social, el monto de su 
pensión por jubilación, el costo de la educación y el de la salud—, 
dice mucho sobre el lugar que el ser humano ocupa en nuestras 
sociedades. 

En Francia se decidió financiar esos servicios mediante los 
impuestos con el propósito de que su consumo sea gratuito, por lo 
que el hecho de garantizar el acceso a todos ellos permite asegurar 
una base de igualdad irreducible. El financiamiento de los servicios 
públicos mediante los impuestos permite distribuir mejor la carga 
entre el conjunto de la población. Cuando se deja esa misión pública 
al sector privado, se aligera la carga tributaria, sin duda alguna, pero 
el consumo de esos servicios tendrá que ser pagado al sector 
privado y, consecuentemente, quedará excluida una parte de la 
población: aquellos que no cuentan con los medios para pagarlos. 
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La privatización total de los servicios públicos produciría una fijación 
de su precio que no sería reembolsable y aumentaría las 
desigualdades en el acceso a esos servicios. En realidad, si la 
seguridad social ya no reembolsara el gasto en medicamentos, un 
segmento de la población, los más pobres en ese caso, ya no podría 
recibir tratamiento de sus enfermedades. Eso es lo que ocurre en 
los Estados Unidos, donde el sistema de salud, que es 
esencialmente privado, es más caro y no es igualitario: en ese país 
el gasto en salud representa 17% del Pia, en comparación con 
11.7% en Francia; sin embargo, cada año dos millones de 
estadunidenses caen en bancarrota debido a las facturas por su 
atención médica.* Este tipo de comparación sería necesaria en un 
debate serio sobre el gasto público, pero el simple hecho de 
recordarlo hace pasar por ideólogos a quienes lo planteamos. Ése 
es el punto en el que se encuentra el debate: recordar que el gasto 
público implica contrapartidas que benefician a la población consiste 
en hacer ideología; ser realista consiste en decir que debe 
reducirse, sin contrapartida para los más pobres. 

Lo que los liberales nunca nos dirán es que los regalos de 
impuestos, como los créditos fiscales,? se consideran subsidios y, 
por lo tanto, ¡aumentan el gasto público! Según ellos, entonces, sí 
es necesario reducir el gasto público cuando se trata de los servicios 
públicos, nunca cuando se trata de los subsidios que el Estado 
ofrece a las empresas. Además, las prestaciones y las 
transferencias del gasto público también deberían ser percibidas 
directamente por el sector privado: las pensiones de jubilación, los 
reembolsos por medicamentos y las prestaciones por desempleo 
sirven directamente para el consumo. 


MÁS GASTO PÚBLICO NO SIGNIFICA MÁS DEUDA PÚBLICA 
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El espantapájaros de la deuda pública se pone como pretexto 
frecuente para justificar las reducciones del gasto público con el 
siguiente argumento: “Sí, nos gustaría mucho ofrecer una mayor 
protección social a la población, pero desgraciadamente los países 
no cuentan con los medios para hacerlo”; por lo anterior, 
compréndase que la deuda pública pesa sobre las generaciones 
futuras y el aumento de las tasas de interés hará que sea más difícil 
pedir préstamos; no hay nada que se pueda hacer al respecto. 
Ahora bien, es mucho lo que se puede decir sobre ese tema. Para 
empezar, no existe una relación entre el monto del gasto público y el 
monto de la deuda pública. Algunos países tienen una deuda baja y 
un gasto público alto, como Dinamarca, cuya deuda pública 
corresponde a 40% del PIB, mientras que su gasto público 
corresponde a 55% del PIB. Otros países tienen deudas muy altas 
con un monto bajo del gasto público, como es el caso de Japón, que 
tiene una deuda pública cercana a 250% del PiB, con un gasto 
público correspondiente a 41% del PIB, o Portugal, con una deuda de 
130% del PIB y un monto del gasto público de 46% del PiB. Lo peor 
es que los recortes al gasto público suelen corresponder a lo 
contrario: en lugar de reducir la deuda,* ¡la aumentan! Simplemente, 
porque los recortes al gasto público entrañan un descenso del PIB, 
de tal suerte que la deuda pública expresada como porcentaje del 
PIB aumenta (porque el denominador —el Pi— disminuye más 
marcadamente que el numerador —la deuda—). Así, en Grecia, la 
reducción de más de 20% del gasto público entre 2009 y 2015 
entrañó una caída del Pia de 25%, por lo que la deuda, como 
porcentaje del PIB, pasó de 126.7 a 177.4 por ciento. 

El monto de la deuda pública no es una razón válida para limitar 
la acción pública; es un pretexto: un trapo rojo que se agita para 
asustar a la gente, para implantar la idea de que no hay más 
remedio que hacer reducciones presupuestarias. Aquellos que 
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deliberadamente suscitan esos temores fingen que quieren 
reembolsar la deuda, pero no hay nada de eso: la historia nos 
recuerda que algunos países europeos, particularmente Francia, 
Alemania y Reino Unido, tenían deudas superiores a 200% del PIB 
en 1945 y que esas deudas fueron solventadas casi por completo a 
principios de la década de 1950. ¿Cómo? ¿Reduciendo el gasto 
público, como es el caso en toda la zona euro hoy en día? No; si se 
hubiese elegido esa opción, nunca habríamos vivido los Treinta 
Años Gloriosos que siguieron. La deuda fue solventada en menos 
de 10 años mediante el recurso a la inflación, la introducción de un 
impuesto excepcional al capital privado, en particular a los grandes 
patrimonios, y reestructurándola, es decir, negociando la deuda con 
los bancos.” En Francia podríamos solventar fácilmente la deuda 
mediante la utilización de ese conjunto de métodos rápidos; 
desgraciadamente no está en sintonía con los tiempos que corren 
gravar los altos patrimonios (lo que se ha hecho es más bien lo 
contrario, ya sea bajo Trump, Macron o Salvini), dejar que la 
inflación aumente (lo cual perjudicaría al tenedor de acciones) o 
incluso buscar la reestructuración de nuestra deuda (especialmente, 
no se debería negociar en absoluto con los bancos). Quienes 
quieren culpar al Estado benefactor consideran utópicos esos 
métodos (a pesar de que ya se han aplicado) y prefieren los recortes 
de los servicios públicos (a pesar de que eso no ha permitido 
solventar la deuda de los países meridionales de Europa, además 
de que son extremadamente difíciles de soportar para la mayoría de 
la población). En 1945 el arbitraje se inclinó en favor del pueblo y en 
contra de los muy ricos, los bancos y los accionistas; en el presente, 
ocurre a la inversa. 


LA REDUCCIÓN DEL GASTO PÚBLICO Y SU IMPACTO SOCIAL 


La reducción del gasto público cuenta con una aceptación tan 
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amplia que se hace necesario que un político presente un plan de 
ahorro para que parezca creíble. Tal es el caso en Francia de 
Emmanuel Macron, quien presentó un programa de 60 000 millones 
de euros de ahorros del gasto público para indicar que él “no hacía 
promesas vanas”. Ese plan de recortes presupuestarios fue recibido 
por los medios de comunicación como una prueba de seriedad. 
Nadie le pidió que explicara específicamente dónde ¡iba a efectuar 
los recortes. Nadie le preguntó cómo pretendía ahorrar 
concretamente 25 000 millones de euros en el ámbito social o 15 
000 millones de euros en los seguros de salud. Nadie le preguntó 
cómo planeaba extender los beneficios por desempleo a los 
empresarios autónomos y a los dimisionarios, al mismo tiempo que 
ahorraría 10 000 millones de euros en el seguro de desempleo 
gracias a las “reformas estructurales”. Nadie le pidió que aclarara 
qué quería decir concretamente con el término “reformas 
estructurales”. Nadie le pidió que fuese más claro con respecto a la 
cuestión de las colectividades territoriales cuando decía todo y lo 
contrario, comenzando por anunciar que no quería reducir sus 
dotaciones para enseguida decir que la disminución de su gasto 
sería de ¡10 000 millones de euros por medio de un contrato con 
ellas!$ En resumidas cuentas, el famoso “al mismo tiempo” de 
nuestro presidente nunca se había llevado tan lejos, pero esa 
vaguedad no pareció molestar a nadie. La realidad es que, si se 
hubiese presionado a Emmanuel Macron para que se justificara, la 
respuesta probablemente habría sido difícil de aceptar para los 
franceses: prestaciones por desempleo menos altas y a lo largo de 
periodos más breves, menos medicamentos con reembolso, menos 
guarderías, menos funcionarios, menos espacios de ocio en las 
colectividades territoriales; en resumen, todo lo que afecta a los 
franceses en su vida cotidiana. Esas preguntas nunca se 
plantearon; esas precisiones jamás fueron hechas por el candidato 
que hoy es el presidente de la República. El impacto concreto en 
nuestra vida cotidiana, que merecía un verdadero debate, fue 


60 


remplazado por grandes masas monetarias abstractas, sinónimo de 
seriedad. 


La realidad es que quienes preconizan la reducción del gasto 
público quieren atacar la esfera del Estado de bienestar para 
privatizarlo y cosechar los beneficios. El seguro médico privado y las 
pensiones mediante la capitalización darían alegría a unos cuantos 
grandes grupos financieros privados que verían abrirse para ellos 
jugosos mercados futuros. El gran perdedor sería el ciudadano que, 
quizás, pagaría menos impuestos, pero probablemente tendrá que 
desembolsar más por un seguro privado, como lo demuestra el 
ejemplo de los Estados Unidos: algunos estadunidenses, entre los 
más pobres, simplemente no cuentan con los medios para pagar un 
seguro. Lo más grave es que la Unión Europea está fomentando 
ese juego mortífero, obligando a los Estados a liberalizar sectores 
enteros de su economía y regulando la política presupuestaria.? 
Frecuentemente, la liberalización consiste en romper monopolios o 
sobrevalorar las nociones de desempeño económico. De esos tres 
criterios de desempeño de los sistemas de salud, la Comisión 
Europea retuvo, por ejemplo, la garantía de la viabilidad financiera.*% 
En adelante, entre los objetivos del servicio público se encuentra la 
rentabilidad; de ese modo se debe garantizar el acceso a la atención 
a la salud y a su calidad sin que deje de ser rentable; proteger y 
proporcionar la seguridad social sin que deje de ser rentable, y 
educar y Capacitar sin que deje de ser rentable. Esa búsqueda de 
rentabilidad obliga a tener que ofrecer una calidad diferenciada de 
esos servicios en función de los medios de los usuarios. La lógica 
del mercado remplaza a la del servicio público, y el usuario se 
convierte en un cliente. Con este razonamiento, ¿cómo 
sorprenderse, entonces, de que sectores enteros de la población, 
considerados poco rentables, se queden abandonados a un lado del 
camino? 
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VI. LAS FINANZAS: FALSO AMIGO 
DE LA EMPRESA 


A FINALES de la década de 1970, como consecuencia de las crisis del 
petróleo, se puso en marcha un nuevo método de regulación de la 
economía. Siguiendo el ejemplo de la pareja Reagan-Thatcher, los 
gobiernos habrían de reducir el campo de la intervención estatal, 
desregular la economía, privatizar las empresas estatales y confiar 
en los mecanismos del mercado. El sistema pasó de una economía 
bastante administrada a una economía de mercados financieros 
liberalizados. Fue el establecimiento de la función central de los 
accionistas y de las finanzas en las empresas. 

Con el aumento de la importancia del lugar de los accionistas, 
las estrategias de las empresas se transformaron 
considerablemente, al igual que la condición de los asalariados y la 
función del Estado en la política industrial. Se situó a los accionistas 
en el centro de esa lógica y se hizo todo lo posible para que fueran 
los principales beneficiarios, en detrimento de la inversión y de los 
asalariados. Estos últimos se convirtieron en la variable de ajuste 
que permitía satisfacer las exigencias de la rentabilidad financiera 
(return on equity, ROE, por sus siglas en inglés) de los accionistas.! 
En relación con la función del Estado, se limitaría a proporcionar un 
ambiente favorable a los capitales mediante la reducción de los 
impuestos sobre el capital y los altos ingresos. Ese funcionamiento 
de la empresa favoreció un vertiginoso aumento de las utilidades 
que benefició principalmente a los accionistas, en detrimento de los 
asalariados (cuya participación en el valor agregado disminuyó) y de 
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la inversión (que fue menor de lo que debería de haber sido, habida 
cuenta del monto de las utilidades). Por último, las finanzas, que 
originalmente estaban destinadas a financiar las empresas, se 
convirtieron en un fin en sí mismo e incluso llegaron a entrar en 
contradicción con su misión primera: al final del camino ya no es la 
bolsa la que financia las empresas, antes bien son las empresas las 
que financian la bolsa. 


ACCIONISTAS, GERENTES Y ASALARIADOS: DE ASOCIADOS A ADVERSARIOS 


El cambio que tuvo lugar en la década de 1980 y el desarrollo de los 
servicios financieros modificaron significativamente la organización 
de las empresas, particularmente las relaciones entre los principales 
actores interesados: los accionistas, los dirigentes y los asalariados. 
La empresa pasó de ser una comunidad de intereses entre los 
accionistas, los dirigentes y los asalariados (el llamado modelo de 
las partes interesadas, stakeholder) a ser un modelo (calificado 
como de “accionistas”, shareholder) que atribuye la primacía 
absoluta a los intereses de los accionistas poseedores de las 
acciones de capital (es decir, los fondos propios de las empresas). 

El objetivo de los accionistas es elevar al máximo el valor de sus 
acciones con el propósito de cosechar los mayores rendimientos al 
final de cada año, y, para asegurarse de que el gerente cumpla con 
esa misión, el salario de este último se alinea, gracias a las famosas 
opciones sobre las acciones, con las ganancias de los accionistas. 
En adelante, el primer objetivo de un gerente es incrementar el valor 
de las acciones de la empresa y, por lo tanto, concentrarse más en 
las expectativas de los mercados financieros que en la economía 
real. La visión del gerente se ha vuelto cada vez más cortoplacista, 
mientras que la mayoría de las actividades industriales requieren 
que se tenga una visión de largo plazo. Debido a que el objetivo es 
satisfacer a los mercados financieros, las grandes empresas —sea 
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cual fuere su sector de actividad— desarrollan los puestos de 
servicios financieros para que sus titulares supervisen los precios de 
las acciones y organicen acuerdos financieros —como la recompra 
de acciones por parte de la propia empresa— con el propósito de 
que aumenten los precios de las acciones y permitan que el 
accionista obtenga aun más rendimientos. Por supuesto, esa 
transformación de los puestos de servicios financieros se hace en 
detrimento de los empleos productivos destinados a producir los 
bienes. De este modo, con la financiarización, las tasas de beneficio 
de las grandes empresas han aumentado, pero paradójicamente la 
de la inversión ha disminuido, y la diferencia la captura el accionista; 
en 2016, por lo demás, las empresas del índice francés cac 40 
distribuyeron el doble de dividendos que las inversiones nuevas que 
hicieron,? y en el tercer trimestre de 2018 las empresas 
estadunidenses del índice sér 500 invirtieron una cifra récord de 
203 800 millones de dólares en la recompra de sus acciones (con el 
propósito de hacer subir su precio) a expensas de la inversión a 
largo plazo. 


Otro fenómeno que ha fortalecido considerablemente el poder de los 
accionistas es el desarrollo de la gestión colectiva del ahorro. Los 
activos financieros en manos de los particulares son administrados 
ahora por poderosos inversionistas institucionales (los fondos de 
pensiones, las compañías de seguros, etc.), con el resultado de que 
el capital de las empresas se ha concentrado en manos de un 
reducido número de inversionistas, lo que les permite ejercer 
presión sobre los gobiernos, valiéndose de la competencia entre los 
Estados, con el propósito de que pongan en práctica políticas que 
les sean convenientes (reducción de la tributación y flexibilidad en el 
mercado laboral). Esa subordinación voluntaria de los Estados al 
sector de las finanzas se acentúa tanto más cuanto que los Estados, 
privados del financiamiento monetario, se endeudan cada vez más 
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en los mercados financieros, lo cual consolida el dominio del sector 
de las finanzas sobre las decisiones de política económica. En lo 
sucesivo, el objetivo de las políticas consiste antes bien en 
tranquilizar los mercados financieros que en ocuparse de la 
población; por lo demás, es muy frecuente que se pida a esta última 
que consienta en esforzarse por mantener satisfecho al sector 
financiero. En lo sucesivo, la opinión de las agencias calificadoras 
cada vez es más importante que la opinión pública. 


LA FINANCIARIZACIÓN DE LAS EMPRESAS: LA DESGRACIA DE LOS ASALARIADOS 


En ese contexto, el objetivo de una gran empresa ya no consiste 
principalmente en invertir o innovar, sino en distribuir los dividendos 
entre los accionistas; en consecuencia, estos últimos captan una 
parte más importante de las ganancias. Por ejemplo: en los Estados 
Unidos, mientras que el porcentaje de las ganancias distribuidas en 
las ganancias totales de las sociedades empresariales 
estadunidenses pasó de 35 a 45% en el periodo de 1950 a 1970, en 
la actualidad se sitúa en aproximadamente 60%.* En caso de que 
los resultados sean malos, es necesario comprimir los costos con el 
propósito de garantizar la misma remuneración para los accionistas; 
de lo contrario, venderán sus acciones. Debido a que es difícil 
cambiar de equipo o vender los bienes, el esfuerzo se centra en la 
sección más variable de las empresas: los asalariados (directos o 
indirectos). De este modo, el despido o la deslocalización pueden 
hacer que aumente el valor para los accionistas: antes que ser un 
lugar de cohesión entre los gerentes y los asalariados con el 
propósito de ofrecer un producto y generar un beneficio, la empresa 
se ha convertido en un lugar de oposición entre los gerentes (que 
reciben una retribución indexada a la de los accionistas) y los 
asalariados (cuya remuneración es contraria a la de los accionistas). 
Por consiguiente, para garantizar montos de rentabilidad constantes 
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a los accionistas es necesario poder ajustar la masa salarial a los 
vaivenes de la coyuntura económica: facilitar los despidos, disminuir 
su costo para las empresas (poniendo un tope a: las 
indemnizaciones decididas por los tribunales del trabajo) y procurar 
que las disminuciones salariales se decidan dentro de la empresa 
(no que sea la ley la que las fije) son medidas que no tienen como 
objetivo crear puestos de trabajo, como nos lo dicen los 
representantes del sindicato empresarial Movimiento de las 
Empresas de Francia (MEDEF, por sus siglas en francés), sino, 
simplemente, tienen el propósito de reducir los costos más 
fácilmente cuando las ganancias no aumentan con la velocidad 
suficiente para garantizar la parte del pastel que los accionistas 
desean. De ahí las numerosas situaciones en las que tiene lugar el 
despido de asalariados o la deslocalización de las fábricas, a pesar 
de que la empresa esté obteniendo ganancias. El asalariado se ha 
convertido en un mueble que se puede mover o desechar para, así, 
preservar el margen de los beneficios de los accionistas. 

Recuerdo haber sido invitado por los asalariados de una refinería 
francesa que iba a cerrar. La refinería pertenecía a un gran grupo 
petrolero cuyos beneficios ascendían a varios miles de millones de 
euros y, teniendo en cuenta la utilidad de la refinación en Francia e 
incluso a pesar de que importamos diésel del extranjero para 
satisfacer nuestras necesidades, los empleados querían 
comprender por qué más de la mitad de las refinerías del país 
habían cerrado a partir de 1970. En mi exposición les expliqué que, 
debido a la financiarización de la economía, los grandes grupos se 
habían dividido en entidades homogéneas para que los directores 
de las empresas pudiesen identificar las entidades menos rentables 
y separarse de ellas. Ahora bien, en ese gran grupo petrolero al que 
pertenecían los asalariados había entidades de exploración- 
producción, refinería y distribución de gasolina. Debido a que los 
rendimientos de la inversión eran más altos en la exploración- 
producción que en la refinación y la distribución de gasolina, había 
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sido necesario concentrar la mayoría de los fondos en la 
exploración-producción. El resultado fue la falta de inversión en las 
refinerías a lo largo de 20 años y medios de producción que llegaron 
a ser tan inadecuados que su producción de combustible ya no 
lograba satisfacer la demanda francesa, puesto que producían 
demasiada gasolina pero no suficiente diésel, a pesar de que este 
último representa ya 80% del consumo. Al final, debido a la falta de 
inversiones, los márgenes de las refinerías disminuyeron y la lógica 
de los accionistas llevó a los directores a separarse de ellas para 
enfocarse únicamente en lo que producía más ganancias (en 
nuestro ejemplo, la exploración- producción). En última instancia, los 
asalariados ya no tenían ninguna influencia ni podían producir más, 
habida cuenta de los medios de producción que la refinería ponía a 
su disposición. El problema no era una cuestión de exención de 
impuestos por las horas extraordinarias, de las horas de trabajo o de 
capacitación, sino un problema de muy poca inversión, condicionada 
por una lógica de los accionistas que exigían rendimientos cada vez 
más altos. En el fondo, los asalariados de esa refinería no se 
dejaban engañar; solamente querían que un economista les 
confirmara lo que ya sabían: el cierre de la entidad de refinación, 
orquestado por los accionistas y el director de la empresa. 

Por consiguiente, la financiarización de la economía y la 
importancia cada vez mayor de la función de los accionistas en el 
contexto de globalización de la economía han sido catastróficas 
para los trabajadores asalariados y, en última instancia, para las 
empresas. Los accionistas, un reducido número de instituciones 
inversionistas (fondos de pensiones, compañías de seguros, etc.), 
eligen empresas en función de las ganancias que pueden esperar. 
Para atraerlos, los Estados ponen en práctica regulaciones 
interesantes, como una reducción de los impuestos o un mercado 
laboral más flexible. La competencia mundial para atraer esos 
fondos ya no se lleva a cabo únicamente en relación con los 
adelantos tecnológicos, la infraestructura y la capacitación del 
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capital humano, sino también con respecto a las reglamentaciones. 
En lo sucesivo, la función del gerente consiste en asegurarse de que 
el accionista esté satisfecho, no en invertir a largo plazo con el 
propósito de innovar. Por lo demás, para generar ganancias 
suplementarias, es más simple presionar a los asalariados que idear 
otros medios de innovación; sin embargo, esa lógica tiene ciertos 
límites: no se puede deslocalizar todo, ni siquiera aumentar la 
presión sobre los trabajadores indefinidamente sin ocasionar su 
agotamiento o accidentes de trabajo. 


Para satisfacer a los accionistas, para que permanezcan en Francia 
en el marco de una economía globalizada, los Estados y los 
representantes de los directores de empresas hacen que el ajuste 
recaiga sobre los asalariados, que deben sufrir los vaivenes de la 
economía mundial (sobre la cual ni siquiera los más motivados 
tienen, desgraciadamente, ninguna influencia). La tasa de las 
ganancias empresariales aumenta, pero no la inversión, porque la 
mayoría de las utilidades va a manos de los accionistas. En el largo 
plazo, las empresas ya no innovan, la maquinaria y la infraestructura 
envejecen y, frecuentemente, las empresas acaban siendo 
absorbidas por un competidor más fuerte. Muchas empresas 
reconocidas han tenido ese desastroso destino; tal es el caso de la 
francesa Alstom, que fue desmantelada en entidades homogéneas 
para complacer a los accionistas (los que, así, pudieron identificar 
las entidades más débiles y desembarazarse de ellas) y liderada por 
directores que querían transformarla en una sociedad financiera (en 
lugar de ocuparse en tomar decisiones de inversión juiciosas) antes 
de ser comprada etapa por etapa (la rama de energía, por General 
Electric; la rama de transporte, por Siemens) hasta que 
prácticamente no quedó nada. A lo largo de 30 años, Alstom redujo 
el número de los asalariados, los amenazó y los despidió con el 
objetivo de aumentar las ganancias de los accionistas hasta que no 
quedó ni una gota. Al contemplar ese espectáculo, el Estado y los 
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gobiernos sucesivos intervinieron para preservar lo esencial, al 
mismo tiempo que se excusaban de despotricar contra los negocios 
tan prósperos de unos cuantos pero tan desastrosos para el empleo 
industrial, los empleos indirectos y los territorios. La cohesión social 
no merecía que se tratase bruscamente a esos accionistas y a esos 
fondos institucionales por temor a que se fueran a otra parte a 
invertir su dinero. 
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VII. EL ESPANTAPÁJAROS DE LA 
DEUDA 


Vivimos por arriba de nuestros medios. Esta situación es 
catastrófica. Si no hacemos nada, los mercados financieros, 
supuestamente eficaces por naturaleza, van a castigarnos mediante 
el aumento de las tasas de interés, lo que a su vez aumentará el 
costo de los préstamos e incrementará aún más la deuda. Esa fuga 
hacia delante constituye un riesgo que podría llevarnos directamente 
a la bancarrota y serán las generaciones futuras las que tendrán que 
pagar por nuestros excesos. La deuda pública es una bomba de 
efecto retardado, por lo cual es necesario tomar medidas 
económicas urgentes para contener su progresión; no tenemos 
alternativa. He ahí una compilación de los argumentos comunes 
sobre la deuda pública que se repiten todo el tiempo a las 
poblaciones de manera cuasi universal. Tanto los políticos como los 
expertos liberales han puesto voluntariamente a la vista de todo el 
mundo el espantapájaros de la deuda pública como la justificación 
para la aplicación de las políticas de austeridad. 

Ahora bien, en los hechos no hay nada más estúpido que 
comparar la deuda de un país con la deuda de un hogar (un país no 
muere y no puede ser embargado). No hay nada más idiota que 
enfocarse en la deuda sin tomar en consideración el patrimonio 
(especialmente cuando este último es más cuantioso que la deuda). 
No hay nada más absurdo que preocuparse por la deuda pública sin 
examinar la deuda privada (porque, sí, hay una deuda privada, y 
ésta fue incluso la responsable de la crisis de 2007). Finalmente, no 
hay nada más aberrante que pensar que la reducción de la deuda 
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pública permitirá tener un mayor crecimiento económico (antes bien, 
el crecimiento económico es el que permitirá tener una menor deuda 
pública). Ésos son algunos argumentos de autodefensa destinados 
a aquellos que, tan pronto como intentamos iniciar el esbozo de una 
política alternativa, nos replican que es utópica por naturaleza 
debido a las restricciones que impone la deuda. 


“EL ESTADO DEBE ADMINISTRAR SU DEUDA COMO UN BUEN PADRE DE FAMILIA 
O COMO UNA EMPRESA”; ¡CÓMO NO! 


Con esa afirmación se pretende desacreditar la función del Estado, 
que dejaría una deuda a sus hijos, mientras que un buen padre les 
dejaría un patrimonio. Sin embargo, con mucha frecuencia, quienes 
quieren imponer políticas de austeridad a las poblaciones en 
nombre del pago de la deuda se olvidan de especificar que a 
menudo el patrimonio de la administración pública (los bienes 
inmuebles y las participaciones financieras en las empresas) 
equilibra el monto de la deuda pública —o cubre la mayor parte de 
ella—. Es es el caso de Reino Unido, Francia, Alemania y Japón.! 
Tomemos el ejemplo de Francia: los franceses tienen un activo 
público superior a su pasivo y, en consecuencia, las generaciones 
futuras no heredan una deuda sino un patrimonio neto.? Si a eso 
sumamos el patrimonio de los hogares franceses, estimado en más 
de 10 billones de euros, entonces el monto de la deuda pública 
parece todavía más irrisorio. Sin ninguna duda, algunos dirán que 
ese patrimonio, compuesto por los bienes inmobiliarios y los activos 
financieros (acciones, obligaciones, seguros de vida, etc.), no 
pertenece al Estado, sino a los hogares; no obstante, tanto esos 
bienes como esos activos forman parte del patrimonio francés; 
sobre todo porque la mitad de ese patrimonio está compuesto por 
bienes inmuebles (equivalentes a cinco billones de euros), por lo 
cual es imposible transferirlos a otro país. Sumando todos esos 
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patrimonios, los franceses poseen más de 12 billones de euros, seis 
veces más que su deuda pública, y ése es el patrimonio que 
heredarán a sus hijos. En realidad, el verdadero problema no es el 
monto de la deuda, una cuestión que los mercados financieros han 
comprendido claramente, puesto que ofrecen a Francia préstamos 
con tasas de interés extremadamente bajas, sino, antes bien, la 
distribución extremadamente desigual de ese patrimonio en Francia 
y los mecanismos y las políticas públicas que es necesario poner en 
marcha para que ese “pastel” sea distribuido de una manera más 
equitativa entre los franceses. Con todo, desde un punto de vista 
global, más vale tener una deuda de dos billones de euros con un 
patrimonio de más de 12 billones que una deuda de 500 000 
millones de euros con un patrimonio de un billón de euros. Al igual 
que en el caso de un hogar, el monto de una deuda sin tomar en 
cuenta el patrimonio no significa nada. 

A lo anterior es necesario añadir el hecho de que el indicador de 
medición de la deuda tiene un efecto magnificador: cuando se dice 
que la deuda representa 100% del producto interno bruto (PIB), se 
compara una deuda cuya amortización se paga a plazos a lo largo 
de varios años con un valor anual, el PiB. Ahora bien, ése nunca es 
el caso de un hogar: si se aplicase el mismo método de cálculo a 
una pareja que gana 32 000 euros anuales y tiene una deuda de 
200 000 euros debida a la compra de un departamento (que 
amortizará a lo largo de 25 años), ¡su deuda representa 625% de los 
ingresos provenientes de sus actividades!, lo cual es una situación 
en la que viven muchos habitantes de los países desarrollados, y si 
esa pareja decide tener un hijo, nadie tendría la ridícula idea de 
creer que le van a heredar sus deudas; el hijo tendrá la suerte de 
heredar el patrimonio de sus padres. Cuando se aplica a los 
hogares e incluso a las empresas esa lógica estúpida que compara 
dos temporalidades diferentes —el monto total de la deuda pública y 
la creación de riqueza anual— nos damos cuenta de que, en 
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realidad, la tasa de endeudamiento de los Estados es mucho menos 
alarmante de lo que nos quieren hacer creer. 

Asimismo, se debe añadir el hecho de que el hogar del ejemplo 
tiene un préstamo que debe pagar en 25 años y que, si tiene 
problemas para reembolsarlo, puede extenderlo a 30 años, aunque 
rara vez más tiempo; pero no puede pedir que se escalen los 
reembolsos a lo largo de 100 años, simplemente porque se correría 
el riesgo de que muriesen antes de haber saldado su deuda. Ésa es 
la gran diferencia entre un hogar y un Estado: la gente muere; los 
Estados, no. El monto de lo que cualquiera de nosotros puede pedir 
prestado está vinculado con nuestra capacidad para reembolsar el 
préstamo en un periodo limitado. Si pudiésemos vivir el doble de 
años, podríamos pedir prestado dos veces más; pero los Estados no 
enfrentan ese problema temporal, al menos no a la escala de una 
vida humana. Así, el Tesoro británico terminó de reembolsar en 
2015 los bonos emitidos ¡en 1720!* En consecuencia, la urgencia de 
reembolsar una parte de la deuda pública a la escala de un mandato 
presidencial de un quinquenio, sobre todo durante un periodo de 
bajo crecimiento, es una estupidez. 

Eso es así, porque, sobre todo, para saldar la deuda pública, el 
gobierno tendría que hacer recortes severos en los servicios 
públicos, es decir, muy concretamente, dedicar menos recursos a 
los hospitales, los bomberos, la policía, el ejército, las prestaciones 
sociales y la inversión en infraestructura. ¿Estamos haciendo 
realmente un regalo a las generaciones futuras si les legamos un 
país con escuelas y hospitales sin medios?, ¿sin reembolsos por 
gastos de salud y con pensiones reducidas?, ¿y con una 
infraestructura en ruinas por la falta de inversión? ¿No estamos 
dañando su futuro al suprimirles los numerosos servicios que tienen 
una utilidad social? Es como si pidiéramos a ese buen padre de 
familia que aumentase el monto de los pagos de su préstamo 
durante cinco años, a pesar de que sus ingresos no aumentan y, 
para ello, que recortase los otros gastos de su hogar. Durante cinco 
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años su hijo comería menos bien y tendría menos atención médica, 
menos útiles escolares, menos ocio y menos vacaciones. Sin duda 
alguna, al cabo de cinco años la deuda de ese hogar habrá 
disminuido, pero sin que la falta de inversión en el capital humano 
del hijo —para emplear términos muy económicos— tuviese un 
impacto positivo en su futuro. Sin embargo, ésa es la perspectiva 
que se nos propone... 

Asimismo, hay quienes afirman que es necesario gestionar el 
Estado como se hace con una empresa. En la mente de esas 
personas, el propietario de un negocio nunca podría comportarse 
como un Estado, porque su negocio iría a la quiebra. Sin embargo, 
un simple recordatorio del monto de la deuda privada echa por tierra 
ese razonamiento simplista: las deudas privadas son mucho 
mayores que las deudas públicas. En la zona euro se fija en 
promedio en 118% del PIB, frente a 85% de la deuda pública; en 
Francia, se sitúa en 130% del PiB (contra una deuda pública cercana 
a 100% del Pia), y en los Estados Unidos, en 148% (contra una 
deuda pública un poco superior a 100%). Por lo demás, a fuerza de 
centrarse en la deuda pública, los Estados y los organismos 
internacionales han descuidado a menudo la supervisión de la 
deuda privada; no obstante, esta última les ha pasado la factura. Por 
ejemplo, antes de la crisis de 2007 España tenía una deuda pública 
de 40% de su PIB (lo que hizo de ella una buena alumna de la 
Comisión Europea), ¡pero su deuda privada alcanzó 317% del PIB! 
Su endeudamiento privado indicaba claramente un 
sobrecalentamiento de la economía española, en especial una 
burbuja inmobiliaria que estaba a punto de estallar en pleno vuelo; 
pero, según los tecnócratas y los expertos, el sector privado se 
regula a sí mismo... ¡Por supuesto! Como siempre, una gran parte 
de esa deuda privada se pagó con dinero público y, por lo tanto, la 
deuda pública se incrementó. 


74 


Lo mismo ocurrió con la crisis de las subprime de 2007 en los 
Estados Unidos. Es importante recordar que la segunda crisis más 
importante después de la de 1929 se debió a un exceso de deuda 
privada. En los primeros años de este siglo, el presidente George 
Bush quería que los hogares pobres se convirtieran en propietarios 
de su vivienda. No obstante, puesto que no se trataba en absoluto 
de aumentar los salarios, se inventó un crédito destinado a los 
hogares más modestos que no contaban con una garantía suficiente 
para tener acceso a un préstamo normal: el préstamo hipotecario de 
alto riesgo (subprime, es decir, por debajo de la primera opción). 
Cualquier ser humano sensato sabía que el hecho de hacer un 
préstamo a un hogar que acumulaba dos o tres meses de atrasos 
por año en sus préstamos corrientes o que ya tenía una capacidad 
limitada para pagar sus gastos mensuales necesarios era una locura 
pura y simple. Sin embargo, ésas eran las condiciones exigidas para 
obtener un préstamo de alto riesgo. Debido a la despreocupación 
general, ese tipo de crédito tuvo tanto éxito que en 2006 representó 
40% de los nuevos créditos. El Fondo Monetario Internacional (Fm1), 
muy ocupado con la supervisión de la deuda pública de los países 
pobres, no previó nada, y fueron muy pocos los economistas que 
vieron un problema en el desarrollo de esos préstamos ofrecidos a 
personas que no podían reembolsarlos. Sin embargo, ese exceso 
de la deuda privada, acompañado de los abusos financieros puestos 
en práctica para ocultarlo, fue lo que generó la crisis estadunidense 
de 2007; una crisis que se propagó a todo el mundo. Además, para 
evitar que los bancos que habían comprado grandes cantidades de 
productos derivados de esos créditos podridos cayeran uno tras 
otro, el que intervino fue el Estado (es decir, el contribuyente), lo 
cual aumentó instantáneamente la deuda pública. En Francia, la 
deuda pública, que era de aproximadamente 65% y que se había 
mantenido casi estable entre 2003 y 2007 (lo cual correspondía 
prácticamente a la generalidad de las normas de Maastricht de que 
debía ser de 60% del PIB), alcanzó 79% en 2009, a lo cual es 
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necesario añadir el efecto depresivo de la crisis en la economía, la 
que, con la pérdida de actividad, vio disminuir los ingresos 
presupuestarios, por un lado, y, por el otro lado, con el aumento del 
desempleo, vio aumentar las prestaciones sociales. De ahí el fuerte 
aumento de la deuda a partir de 2009. 


¿REALMENTE SE QUIERE REEMBOLSAR LA DEUDA PÚBLICA? 


Es interesante recordar que en los primeros años de este siglo los 
Estados Unidos se encontraban en condiciones de poder pagar su 
deuda pública y que, voluntariamente, decidieron no hacerlo. En 
realidad, aunque tenía un importante superávit presupuestario, del 
orden de 2% del PiB, Alan Greenspan, presidente de la Reserva 
Federal, tuvo temor de que se reembolsara la deuda pública 
estadunidense con demasiada rapidez debido a que si no había 
deuda pública, no habría más bonos del Tesoro para vender, y sin 
bonos del Tesoro para vender o comprar, la conducción de la política 
monetaria, destinada a hacer subir o bajar las tasas de interés, se 
volvería más difícil. En consecuencia, para hacer más lento el 
reembolso de la deuda, calificada entonces como una crisis en 
potencia, Alan Greenspan y George W. Bush propusieron una 
disminución de los impuestos para los más ricos y muy pronto los 
superávit presupuestarios se convirtieron en déficit. Así, por razones 
políticas, sabotearon voluntariamente la posibilidad de reembolsar 
su deuda pública. Este ejemplo demuestra que en ocasiones, 
dependiendo de las reformas que se busque imponer, la deuda se 
considera ora como una prioridad ora como un problema 
secundario. 

En Francia, actualmente la reducción de la deuda pública se 
presenta como una prioridad de la política económica, porque 
justifica las reducciones del gasto público; pero ése no ha sido 
siempre el caso. Por ejemplo, la política del franco fuerte aplicada a 
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principios del último decenio del siglo xx por Pierre Bérégovoy, el 
ministro de Economía, hizo que las tasas de interés aumentaran a 
una escala superior a la de la tasa de crecimiento, provocando lo 
que los economistas denominaron un “efecto bola de nieve” sobre el 
monto de la deuda. Esa situación es la que tanto temen hoy en día 
los expertos liberales que nos vienen diciendo desde 2011 que si no 
hacemos los esfuerzos necesarios (es decir, la reducción del gasto 
público) las tasas de interés subirán. Sin embargo, en aquel 
momento, a pesar de ese espectacular aumento de la deuda y de 
las tasas de interés (que eran superiores a las actuales), los mismos 
expertos liberales nos indicaron que, sobre todo, no se debían 
cambiar las políticas económicas. Entonces, el aumento de la deuda 
era un problema secundario; la prioridad era poner en práctica una 
política liberal, como en el caso de los Estados Unidos en 2001 y 
como, en la actualidad, en el caso de Grecia, donde la austeridad 
justificada por la necesidad de disminuir la deuda pública entrañó 
una deuda mucho mayor, lo cual, a su vez, justificó más austeridad, 
y así sucesivamente. 

Por lo demás, si el aumento de la deuda pública era un 
verdadero problema que pondría en peligro al conjunto de los 
países, entonces ¿por qué, a partir de la década de 1980, los 
sucesivos gobiernos han reducido los impuestos sobre las rentas 
altas y sobre las empresas? ¿Por qué la Comisión Europea, tan 
veloz para alentar a los países a aplicar medidas de austeridad, no 
ha condenado los paraísos fiscales de Europa, que permiten que 
decenas de miles de millones de euros escapen cada año del 
presupuesto francés? 


La cuestión de la deuda pública es mucho más compleja que la 
mera cuestión de su reembolso. Al contrario de lo que supone la 
creencia popular, el Estado no es un administrador tan torpe; la 
prueba de ello es que la deuda pública sigue siendo marcadamente 
inferior a la del sector privado. El objetivo de reducción de la deuda 
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no siempre ha sido la prioridad de las políticas económicas, como ya 
se vio en el caso de Francia durante el último decenio del siglo xx, y 
en el caso de los Estados Unidos, en el primer decenio de este 
siglo, donde las medidas aplicadas voluntariamente provocaron el 
aumento de la deuda pública. En consecuencia, existe claramente 
una especie de geometría variable: cuando se trata de reducir los 
impuestos a los más ricos (o de poner en práctica cualquier otra 
política liberal), entonces la deuda es un problema secundario; por 
el contrario, cuando se trata de invertir en los servicios públicos o en 
la transición energética se convierte en un problema importante. Lo 
mismo ocurre con el tema de las tasas de interés: cuando son bajas 
—como en el caso de Europa hoy en día— y, por lo tanto, favorecen 
claramente una reactivación de la inversión pública, nos dicen — 
como ocurre desde 2011— que van a aumentar y, en consecuencia, 
hay que hacer reformas antes de que se incrementen; y a la inversa, 
cuando se encontraban a escalas superiores a las actuales debido a 
la aplicación de medidas liberales —como en la última década del 
siglo xx—, la deuda pública se convirtió en un problema secundario. 
Si la deuda pública fuese un problema real, entonces se pondría en 
práctica un plan serio para aligerar su peso. Eso fue lo que hicieron 
los europeos después de la segunda Guerra Mundial, cuando 
gravaron los patrimonios muy elevados, reestructuraron la deuda 
pública con las instituciones financieras y permitieron que la inflación 
se desvaneciera. Sin embargo, la realidad es que la deuda pública 
importa poco; se trata únicamente de un espantapájaros para poner 
en práctica políticas liberales cuyo objetivo es reducir el lugar del 
Estado en la economía. 
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VIII. LA RUPTURA DEL MODELO 
SOCIAL: ¿POR QUÉ TANTO 
ENCARNIZAMIENTO? 


CADA vez que se menciona el término “modelo social” en un 
programa de televisión se hace para recordar su costo, para explicar 
por qué es una rígida camisa de fuerza que impide que la economía 
de un país se adapte a la globalización, para dramatizar los fraudes 
sociales, para poner en tela de juicio la efectividad de los 
mecanismos de redistribución y para acusar a los funcionarios de 
ser privilegiados, ineficientes, demasiado numerosos y demasiado 
costosos. La solución propuesta es de una gran originalidad: es 
necesario reformar ese modelo, es decir, modificarlo de manera que 
sea menos “social”. ¿Cómo? Organizando su contracción mediante 
los recortes de los gastos. Ese marco de lectura errónea es mucho 
más fácil de validar por una gran mayoría de los individuos debido a 
que el término “modelo social” puede parecer abstracto y evoca una 
mecánica engorrosa que carece de eficacia. Una vez más se 
exponen los argumentos sin contradicción alguna y, de esa manera, 
se termina por establecer los términos del debate. Se vuelve 
impensable proponer un mejoramiento del modelo social, porque la 
única vía posible consiste en destruirlo y el debate se limita a 
discutir el alcance de su destrucción. Sin embargo, un simple 
recordatorio de lo que es el modelo social nos permite hacernos una 
idea más precisa: representa el conjunto de instituciones y leyes 
cuyo propósito es proteger a los individuos contra los riesgos de la 
vida; a saber: la legislación laboral, el salario mínimo, las 
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prestaciones por desempleo, las ayudas sociales y el acceso a la 
educación y a la atención médica. Por lo tanto, es fundamental para 
la vida cotidiana de un individuo. Durante los últimos 30 años, en los 
países en los que más se ha debilitado el Estado de bienestar es 
donde más han aumentado las desigualdades sociales; por eso es 
urgente recordar la eficacia de un modelo social en un mundo 
sumido en el caos, como nos lo recordó la crisis de 2008. 


¿QUIÉN DETESTA EL MODELO SOCIAL? 


El razonamiento económico es simple (simplista, incluso): cuando se 
hace que los ricos o las empresas paguen impuestos para financiar 
la asistencia social se frena la creación de empresas, se hace huir a 
los ricos a territorios con políticas fiscales más condescendientes y, 
al distribuir beneficios sociales entre los pobres, se les alienta a la 
holgazanería; de ese modo, el modelo social genera rigideces 
estructurales que provocan que nuestra economía no sea apta para 
competir en el mercado mundial. De acuerdo con esa misma lógica, 
las empresas, que exigen la disminución de los impuestos 
destinados únicamente a invertir y crear empleos, han estado 
presionando a nuestros gobernantes (que consienten en ello) desde 
hace años. Se trata de un chantaje que ha tenido mucho éxito. En el 
caso de Francia, un país del que se considera que mima mucho a la 
sociedad, el costo de las reducciones de impuestos ascendió a 100 
000 millones de euros entre 2000 y 2010,* sin incluir las exenciones 
de la cotización a la seguridad social de aproximadamente 30 000 
millones de euros; los 457 nichos fiscales costaron al Estado casi 
100 000 millones de euros en ingresos en 2018, mucho más que el 
déficit que el Estado se empeña en reembolsar por medio de las 
políticas de austeridad; en fin, el crédito fiscal para la competitividad 
y el empleo (cice, por sus siglas en francés) y el pacto de 
responsabilidad han concedido a las empresas 40 000 millones de 
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euros debido a la reducción de los impuestos. ¿Cuáles han sido los 
efectos de esas reducciones de impuestos sucesivas? En general, 
no se utilizaron para la inversión, sino para rescatar a los 
accionistas, no se logró la creación de los puestos de trabajo 
prometidos o su número fue muy reducido: France Stratégies, 
organismo de consejeros expertos adscrito al primer ministro, hizo 
evaluaciones después de los dos primeros años de aplicación del 
CcICE; sin embargo, en ninguno de sus estudios llegó a poner de 


manifiesto repercusiones importantes para el empleo.? Philippe 
Askenazy, economista y miembro del comité de seguimiento del 
cice, estimó que los puestos de trabajo creados o protegidos 
durante el periodo de 2013 a 2014 fueron del orden de 50 000 a 100 
000 empleos.* Se está lejos del “millón de puestos de trabajo” que 
prometió Pierre Gattaz, el representante de los empresarios. Sea lo 
que hubiere sido, el gobierno actual parece considerar que esos 
resultados fueron satisfactorios, puesto que sigue 
comprometiéndose con la reducción de impuestos, en particular al 
haber reducido el impuesto a las sociedades (is) de 33 a 25% y al 
eximir las inversiones financieras del impuesto sobre las grandes 
fortunas (SF). 

La justificación para la supresión del impuesto sobre las grandes 
fortunas en el caso de las inversiones financieras rompe todas las 
anteriores marcas de mala fe. El gobierno justifica la supresión 
como la manera de evitar la fuga de los ricos y la voluntad de 
encauzar el ahorro a las inversiones. Sin embargo, en relación con 
el primer argumento, la fuga de los ricos y las cifras de la 
administración tributaria muestran que las salidas son del orden de 
800 por año, y los retornos, de 300; es decir, un saldo de salidas 
netas de 500 hogares (0.2 de los sujetos al impuesto sobre las 
grandes fortunas), para una falta de ingresos media que se eleva a 
170 millones de euros anuales para las finanzas públicas.! 
Entonces, con el propósito de evitar perder esos 170 millones de 
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euros al año, el gobierno decidió la exención de una parte del 
impuesto sobre las grandes fortunas y ¡perder 3 500 millones de 
euros al año! En cuanto al segundo argumento, el de los ahorros 
que financiarían las inversiones, es necesario hacer notar que en 
99% de los casos, cuando los ahorros se invierten en la bolsa, 
permiten la adquisición de acciones ya emitidas; por lo tanto, ese 
dinero no beneficia a las empresas, sino al ahorrador que vende sus 
acciones.? 

El problema es que esas decisiones de política en el plano fiscal 
entrañan una reducción de los ingresos del Estado y un déficit cada 
vez mayor. Ahora bien, para reducir el déficit, los propios gobiernos 
reducen el gasto social y, de ese modo, a partir del momento en que 
algunos se niegan a contribuir, provocan que resulte demasiado 
pesado seguir adelante con el modelo social. 


EL MODELO SOCIAL CONTRIBUYE AL CRECIMIENTO 


En el debate público muchas veces se olvida recordar lo que 
debería ser evidente: los impuestos y los gravámenes no son un 
castigo que se inflija a las empresas ni a la población para evitar que 
crezcan o consuman; antes bien, financian tanto los servicios 
públicos como las prestaciones sociales, lo cual, además de tener 
una utilidad, influye en la economía. El periodo de posguerra, 
caracterizado por el otorgamiento de derechos sociales 
suplementarios y el fortalecimiento del Estado social, hizo posible un 
crecimiento sin precedentes en la historia económica, un 
crecimiento que permitió que los segmentos más numerosos de la 
población tuviesen acceso progresivamente a un nivel de vida hasta 
entonces desconocido. Además, contrariamente a las ideas 
preconcebidas, las comparaciones internacionales no revelan 
ninguna correlación entre la escala de los gravámenes obligatorios y 
la del crecimiento. En ocasiones, los países con altos grados de 
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gravámenes obligatorios han experimentado un crecimiento más 
alto que otros en los que esos impuestos son inferiores; por ejemplo, 
durante el periodo de 1997 a 2007 Suecia obtuvo mejores 
resultados que Japón, a pesar de que sus tasas de gravámenes 
obligatorios eran mucho más altas. Este ejemplo demuestra que no 
hay que buscar las razones de un crecimiento débil de la economía 
en el modelo social, sino, antes bien, en otros lugares. 

Ahora bien, sin duda alguna, un ataque contra las conquistas 
sociales se organizó desde la década de 1980: las políticas fiscales 
antirredistributivas aplicadas en los Estados Unidos y, 
posteriormente, en Europa, no han permitido generar empleos ni 
enderezar la economía; simplemente, aumentaron las 
desigualdades sociales y ampliaron los déficits. En su libro 
Insoutenables  ¡négalités (Desigualdades insostenibles), el 
economista Lucas Chancel explica que en los países de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) las desigualdades actuales son 40% más altas de lo que 
habrían sido si el grado de redistribución (impuestos y transferencias 
sociales) se hubiese mantenido igual que hace 30 años. Las 
comparaciones internacionales también demuestran que las 
desigualdades han aumentado más marcadamente en los países 
donde ha habido un mayor descenso de las tasas impositivas 
(Estados Unidos y Reino Unido);” sin embargo, muchos estudios 
demuestran que, antes bien, las desigualdades son nefastas para el 
crecimiento de la economía.* 

Francia también ha experimentado un fuerte aumento de las 
desigualdades: entre 1983 y 2015, como lo demuestra el 
economista Thomas Piketty, el ingreso medio de 1% de los 
franceses más ricos aumentó en 100%, frente al 25% del resto de la 
población;? porque es importante precisar que el modelo social 
francés no ha permanecido fijo a partir de la posguerra. Los pilares 
del Estado del bienestar, como los servicios públicos o la política 
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presupuestaria, han sufrido profundas transformaciones en el 
contexto de la construcción europea. Las empresas de propiedad 
estatal se han privatizado; el mercado laboral se ha vuelto más 
flexible; los monopolios antes eficaces se han desmantelado; las 
inversiones públicas para renovar y restablecer nuestro servicio 
público fueron prohibidas por los tratados europeos; se impuso la 
lógica empresarial, cuyo objetivo es la reducción de los costos; las 
técnicas de gestión se han introducido incluso en los hospitales; el 
beneficiario se ha convertido en un cliente; la cobertura social se ha 
degradado, y, de manera más general, la Comisión Europea 
organizó voluntariamente la desregulación de la economía al no 
imponer una base social y fiscal común a los diferentes países de la 
Unión, permitiendo que se instalara la competencia entre los 28 
modelos sociales. Todas esas decisiones políticas no han hecho 
sino debilitar al sector público, alimentando, al mismo tiempo, el 
rechazo primario por parte del usuario. Además de ese 
debilitamiento deliberado del servicio público, suele recurrirse al 
argumento del fraude a las prestaciones sociales, y detrás de ese 
argumento se encuentra la idea de que los mecanismos de 
redistribución son ineficaces, que explotan a los que trabajan, 
mientras que los “beneficiarios oportunistas” prefieren cobrar las 
ayudas antes que buscar empleo. Los hechos demuestran ese 
punto de vista: en 2015 en Francia, según la Delegación Nacional 
para la Lucha contra el Fraude (DNLF), el fraude con las prestaciones 
sociales parece ser del orden de 677 millones de euros, frente a los 
21 000 millones de euros en el caso del fraude fiscal. A eso hay que 
añadir el hecho de que algunos sujetos no solicitan el pago de sus 
prestaciones (sobre todo cuando se trata de una pequeña cantidad 
o cuando solamente cubren un periodo breve). El interés por hacer 
trampa con las prestaciones sociales es inversamente proporcional 
a la realidad de las cifras, y lo peor es que en el fondo tanto el 
fraude fiscal como el de las cotizaciones a la seguridad social se 
consideran comprensibles; en cambio, el fraude con las 
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prestaciones sociales no es objeto de indulgencia alguna y debería 
ser severamente castigado. Se ha establecido una forma de 
“pobrefobia”: las sucesivas declaraciones de los responsables de las 
políticas, que comparan las prestaciones por desempleo, los 
reembolsos de la asistencia sanitaria y las pensiones de jubilación 
con una forma de asistencialismo (no con un derecho), han llevado 
a cabo su obra. 

En realidad, ante los golpes asestados al modelo social desde 
hace más de 30 años, ante el desgaste de los equipos y la 
degradación del servicio, solamente puede surgir un sentimiento de 
molestia en el usuario, que llega a pensar que los políticos y los 
expertos tienen razón al querer dejar esos servicios en manos de la 
competencia. Uno se pregunta si, además, no es ese el objetivo 
final: hacer que los servicios públicos sean tan poco atractivos que 
sea necesario preparar a la opinión pública para su ineluctable 
privatización. Sin embargo, se corre el riesgo de que la privatización 
aumente los precios de esos servicios (habría que pagar a los 
accionistas del sector privado, no al sector público) y, de esa 
manera, privar de ellos a cierto número de nuestros conciudadanos. 
Por lo tanto, se trataría de precios más altos para el consumidor y 
una menor recaudación tributaria para el Estado. Con todo, quedan 
grandes necesidades por satisfacer: mejora de nuestro transporte e 
infraestructura, programas urbanos, un nuevo pacto social a favor 
de la educación, de los hospitales, de la cultura, de la seguridad y 
de la justicia, ayuda a las personas con pérdida de autonomía y 
cuidado de la primera infancia: actividades que permitirían crear 
cientos de miles de puestos de trabajo que no se podría deslocalizar 
y que responderían a necesidades concretas; pero para hacerlo 
sería necesario realizar inversiones, es decir, endeudarse o gravar 
las grandes rentas y los grandes patrimonios. 

La estigmatización del modelo social tiene un objetivo único: 
reducir la función del Estado y ofrecer al sector privado sectores 
enteros de la economía. Básicamente, a los que cuentan con los 
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medios, no les importa: trátese del sector público o del sector 
privado, nada cambia, porque ellos van a poder pagar la factura (ya 
suelen asistir a clínicas privadas y a colegios privados); por el 
contrario, la mayoría de la población podría pagar tarifas más altas 
si se llegasen a privatizar ciertos sectores, mientras que otros 
quedarían completamente excluidos para ellos. Consecuentemente, 
para el bien de la mayoría, es necesario no sólo preservar un 
modelo social congruente sino además asegurarse de que funcione 
de la mejor manera posible. 
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IX. LA HIPOCRESÍA CLIMÁTICA 


CON LA EXCEPCIÓN del presidente de los Estados Unidos, Donald 
Trump, y algunos escépticos del cambio climatológico de oídos 
duros, todos están de acuerdo en que la lucha contra el 
calentamiento global es primordial. Cada año, el aumento de la 
temperatura media, los fenómenos meteorológicos extremos y las 
decenas de millones de refugiados climáticos de todo el mundo nos 
recuerdan la urgente necesidad de actuar. Desde el Make Our 
Planet Great Again ['Hagamos que nuestro planeta vuelva a ser 
grandioso”] de Emmanuel Macron, hasta el Canada ¡is Back, My 
Friends ["Canadá ha vuelto, amigos míos”] de Justin Trudeau, cada 
cual hace las cosas a su manera para demostrar su compromiso 
con la lucha contra las perturbaciones del clima. 

Concretamente, un plan eficaz para combatir el cambio climático 
debe reposar sobre cuatro pilares: el desarrollo generalizado de las 
energías renovables; la inversión en la efectividad y el dominio de 
nuestro consumo de energía (en particular, mediante la renovación 
de los edificios); el consumo local más amplio posible (y, por lo 
tanto, el fin de los tratados de libre comercio), y el desarrollo de la 
economía circular (en particular, mediante la generalización del 
reciclaje de los residuos). Sin embargo, antes que poner en práctica 
políticas  voluntaristas, los dispositivos actuales se basan 
principalmente en los mecanismos de incentivos al mercado: el 
precio del carbono,? las subvenciones, las cargas fiscales y los 
créditos fiscales. Esos instrumentos tienen cierta eficacia, pero es 
necesario hacer notar que, en gran medida, son insuficientes para 
tener como resultado una transición energética ambiciosa. En el 
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fondo, todo el mundo sabe qué hacer para combatir de manera 
eficaz el calentamiento global, pero nadie quiere hacerlo 
directamente y prefiere seguir caminos indirectos. ¿Por qué? Muy 
simplemente, porque no se deben perjudicar determinados intereses 
financieros importantes, como los de las grandes empresas del 
petróleo y el gas, o los de los grandes bancos que han prestado 
enormes sumas a esas empresas y quieren recuperar su inversión. 
Todas esas hermosas personas constituyen un gran grupo de 
cabildeo que presiona con gran fuerza para que el cambio sea lento 
y dependa en gran medida del consumidor. La batalla contra el 
calentamiento global se ha convertido en una propaganda 
publicitaria tanto para las empresas como para los políticos; nunca 
en una realidad. En el pasado, los verdaderos escépticos del cambio 
climático (incluidos algunos supervivientes de hoy en día, como 
Trump) proclamaban en voz alta que no creían en el calentamiento 
global. En la actualidad, el escepticismo respecto del cambio del 
clima adquiere una forma más perniciosa: la del rostro de todos los 
que se presentan como sus defensores pero no actúan en 
consecuencia. Esos partidarios del Make Bla-Bla Great Again son, 
lamentablemente, muy numerosos. 


LA HIPOCRESÍA DE LOS PAÍSES RICOS 


En el debate sobre el calentamiento global los países ricos acusan 
habitualmente a los países emergentes, especialmente a China, por 
utilizar demasiadas energías contaminantes. Eso es cierto, pero los 
países ricos que tienen la capacidad financiera y tecnológica para 
emprender la transición energética están lejos de ser ejemplares: los 
Estados Unidos han añadido cuatro millones de barriles de petróleo 
(principalmente de esquisto) al mercado mundial; Canadá ha 
desarrollado los aceites de arenas bituminosas (el petróleo más 
contaminante del mundo), y Francia, después de un debate muy 
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virulento sobre la explotación del gas de esquisto, optó por 
desarrollar el gas metano de los mantos carboníferos (un gas no 
convencional) en las regiones de los Altos de Francia y del Gran 
Este. 

En el mundo, la evolución de los distintos sectores energéticos 
durante los últimos 10 años muestra que Canadá y Australia utilizan 
más petróleo hoy en día que hace 10 años; Estados Unidos, 
Canadá, Francia y Japón, más gas, y Reino Unido, Polonia e Italia, 
más carbón. Ahora bien, esos aumentos del consumo en los países 
desarrollados no tienen su explicación únicamente en el crecimiento 
económico y en el aumento de la población; algunos de esos países 
tenían la capacidad de reducir su consumo de energía sin 
comprometer sus condiciones de vida. La correlación positiva entre 
el índice de desarrollo humano (IDH) y el consumo anual de energía 
se detiene a partir de cuatro toneladas equivalentes de petróleo 
(TEP) por habitante, lo cual significa que en los países en desarrollo 
el consumo de energía está vinculado al mejoramiento de la calidad 
de vida de los individuos (el acceso a la infraestructura básica — 
como la electricidad, las instalaciones sanitarias y los productos 
electrodomésticos— aumenta el consumo de energía), pero más 
allá de cierto grado de consumo de energía (en ese caso cuatro 
toneladas equivalentes de petróleo) el bienestar de los individuos ya 
no aumenta (lo cual significa que el consumo suplementario de 
energía se vuelve superfluo). Sin embargo, cierto número de países 
—los Estados Unidos, Japón, Suecia y Australia— se sitúan por 
arriba de ese umbral y, por consiguiente, esos países podrían 
reducir su consumo de energía sin afectar la calidad de vida de sus 
ciudadanos. Entonces ya no se trata de una cuestión de necesidad, 
sino de elección. 

Las reservas de petróleo y gas han aumentado 21 y 26%, 
respectivamente, a partir del año 2000, aunque para cumplir con el 
compromiso de la cor 21 (es decir, mantenerse por debajo del 
umbral de 2 *C de aquí al año 2100) sería necesario dejar dos 


89 


tercios de esas reservas bajo tierra. El aumento de los precios de la 
energía en el periodo de 2004 a 2014 permitió a las empresas 
generar ganancias que superaron todas las expectativas e invertir 
abundantemente en la investigación y la exploración... ¡de las 
mismas energías contaminantes! En 2008 las cinco grandes 
empresas principales, Exxon, Shell, Br, Chevron y Total, obtuvieron 
beneficios superiores a 20 000 millones de dólares, 45 000 millones 
en el caso de Exxon. Todas esas grandes empresas tuvieron su 
origen en países desarrollados —los principales culpables del 
calentamiento global en el siglo xx—; sin embargo, ningún gobierno 
de esos países ha pensado en introducir un impuesto para financiar 
la transición energética.? Ese imprevisto maná petrolero podría 
haber constituido una poderosa palanca para prever el periodo 
pospetrolero y para el desarrollo de las energías renovables; sin 
embargo, ha permitido, sobre todo, multiplicar por cuatro las 
inversiones en exploración-producción con el propósito de descubrir 
nuevos yacimientos.* 

Esas descomunales inversiones han permitido que cierto número 
de hidrocarburos no convencionales se vuelva rentable. El gas y el 
petróleo de esquisto son el mejor ejemplo: se han desarrollado 
enormemente en los Estados Unidos, gracias, en particular, a la 
aplicación de la Energy Policy Act de 2005, un marco regulatorio 
extremadamente favorable a las empresas petroleras, a las que 
permitió, en particular, estar exentas de las reglamentaciones 
ambientales y beneficiarse de ventajas fiscales. Los resultados se 
presentaron velozmente: en unos cuantos años, los Estados Unidos 
añadieron más de 120 000 pozos de gas y petróleo de esquisto, 
para llegar a un millón de pozos activos de ambos productos en su 
territorio. Canadá, mientras tanto, se embarcó en la producción de 
petróleo de arenas bituminosas (los aceites más contaminantes del 
mundo) y se encuentra en la fase de predesarrollo del petróleo de 
esquisto. En Francia, el debate sobre el gas de esquisto duró cerca 
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de dos años, con un buen número de políticos, periodistas y 
expertos que escribían columnas en defensa de su explotación (los 
mismos que, un año después, celebraron el acuerdo de la cor 21). 
Los gases de capa (primos del gas de esquisto) comenzaron su 
desarrollo en la Lorena y en los Altos de Francia con Emmanuel 
Macron, quien, cuando era ministro de economía, defendió su 
explotación en nombre de la competitividad,? a pesar de que 
existían riesgos para las poblaciones locales. 

El 6 de febrero de 2014 fui entrevistado en el Consejo Regional 
de Norte-Paso de Calais como parte de la misión de investigación 
del gas metano de carbón. Durante mi presentación detallé el 
espejismo económico del desarrollo de esos gases no 
convencionales y la razón de que sus impactos negativos, 
especialmente para la salud de las poblaciones vecinas, fuesen más 
fuertes en Francia que en los Estados Unidos. Durante la entrevista 
presenté el artículo científico de unos investigadores 
estadunidenses que demostraron que las poblaciones que viven en 
los alrededores de un pozo —en un radio de media milla, es decir, 
805 metros— corrían un mayor riesgo de desarrollar cáncer debido 
a los desechos tóxicos.” Expliqué a los miembros de la misión que 
esos investigadores habían llevado a cabo el estudio en el estado 
de Colorado, que tiene 19 habitantes por kilómetro cuadrado, 
mientras que la región Norte-Paso de Calais tiene 324, y que, en 
realidad, el impacto en la salud afectaría a más personas aquí. 
Consecuentemente, les solicité que se añadiese ese artículo 
científico al informe final con el propósito de que los defensores del 
gas metano de carbón (los representantes electos y los industriales) 
actuasen con pleno conocimiento de causa. Las preguntas de 
algunos miembros del comité fueron asombrosas. Cierto señor 
apellidado Petit me preguntó: “¿Cuántas páginas tiene el estudio?”, 
“¿lo leyó usted”?”, e indicó: “creo que conozco el estudio”, que “es 
muy necesario relativizar el impacto” y que “a menudo lo esgrimen 
personas que se oponen al avance de la investigación”, es decir, un 
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investigador —yo— que esgrime un artículo científico —de 
investigadores estadunidenses— para oponerme al avance de la 
investigación. Interesante razonamiento, proveniente de alguien que 
se atreve a afirmar que es necesario “relativizar el impacto”, a pesar 
de que él “cree conocer el estudio”. El método utilizado en esa 
publicación puede generar debates entre la comunidad científica, lo 
cual es normal; pero se debe reconocer que existe, que se trata de 
un tema esencial —la salud de las poblaciones—, que ha sido citado 
más de 400 veces en otros trabajos de investigación (en la época de 
mi entrevista ya había sido citado 72 veces) y que, por lo tanto, 
debía aparecer en el informe final, sin importar lo que hubiesen 
dicho algunos miembros presentes el día de mi entrevista. Ese tipo 
de experiencia me recuerda lo mucho que un marco de pensamiento 
estrecho puede hacer: que algunas personas, voluntariamente, se 
vuelvan obtusas. Yo hablaba de la salud de las poblaciones de los 
alrededores, las que habían elegido a algunos de los miembros de 
la misión; estaba hablando de los riesgos para el clima a menos de 
un año de la organización de la cor 21 en París. Simplemente, los 
miembros de la misión no escucharon mis argumentos porque 
excedían los límites de su marco de reflexión: yo ya no era audible; 
a sus ojos, me había convertido en un horrible activista ecologista, 
en un izquierdista, incluso a pesar de que los argumentos que 
presenté habían sido validados por los hechos y las investigaciones 
científicas y que se merecían un debate de más calidad que el que 
tuve con ese señor Petit. 


La cuestión de los hidrocarburos del ártico también es un tema 
interesante para medir el grado de hipocresía que existe sobre el 
calentamiento global. Aun cuando el derretimiento de las capas de 
hielo flotante en los mares polares debería haber alertado a los 
Estados sobre los peligros del calentamiento global y acerca de la 
necesidad de tomar medidas de urgencia, fue considerado, antes 
bien, como la oportunidad para ir a investigar si había hidrocarburos 
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u otras materias primas. Hoy en día, participan en diversos 
proyectos principalmente empresas de países desarrollados, como 
Shell, Statoil, British Petroleum y Total. Mientras que ninguno de los 
jefes de Estado de los países de los que proceden esas empresas 
ha condenado las exploraciones, todos cantan alabanzas, por el 
contrario, al acuerdo de París sobre el clima. No obstante, ninguno 
de esos dirigentes desea luchar realmente contra el calentamiento 
global, porque si quisieran hacerlo  adoptarían medidas 
contundentes, asegurándose especialmente de que las empresas 
de su respectivo país (incluidas las privadas) se adaptasen a las 
exigencias para proteger el medio ambiente; pero antes que dirigirse 
al meollo del problema las políticas que preconizan, esas políticas 
son apenas limitantes para las empresas. 


SOLUCIONES DE MERCADO PARA LUCHAR CONTRA EL CALENTAMIENTO GLOBAL 


Según la visión dominante de la economía, la competencia estimula 
la innovación y provoca el descenso de los precios. El problema es 
que los precios del mercado no incorporan las externalidades 
negativas (a saber, los daños provocados por la contaminación y su 
impacto sobre el calentamiento global); por lo tanto, la solución 
consiste en añadir un precio del carbono (preferiblemente 
determinado en otro mercado) al precio del bien, con el propósito de 
orientar a los consumidores y a los productores para que elijan 
energías menos contaminantes. Ese tipo de razonamiento toma la 
economía tal como es y su objetivo es corregir su funcionamiento. 
Así, puesto que los modos de producción en Europa son 
contaminantes, es necesario crear un mercado europeo del carbono 
con el propósito de poner un precio a las emisiones de gases de 
efecto invernadero y hacer menos rentables sus actividades 
contaminantes. Lo mismo ocurre en el caso de las energías 
renovables: dado que las inversiones no son suficientes en la 
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economía tal como ésta funciona, entonces se vuelve necesario 
subvencionar las energías renovables con el propósito de que 
tengan una ventaja sobre las otras energías. Esos mecanismos 
tienen cierta eficacia, pero son propuestos únicamente para corregir 
un mal funcionamiento de la economía, no para atacar, de ninguna 
manera, el meollo del problema. Ésa es, por lo demás, la razón de 
que no les desagraden a los industriales. 

Los mecanismos de apoyo a las energías renovables tienen 
como propósito hacerlas más competitivas en el mercado, al mismo 
tiempo que se permite que tenga lugar la competencia entre las 
distintas energías; no obstante, el problema es que las condiciones 
de la competencia son extremadamente desfavorables para las 
energías renovables, incluso cuando se toman en cuenta esos 
mecanismos de apoyo. Las empresas de las energías renovables, 
que se caracterizan por ser una multitud de actores en diferentes 
sectores, se enfrentan a poderosos operadores establecidos mucho 
tiempo atrás, que cuentan con tecnologías e infraestructura 
establecidas desde hace mucho tiempo, con un gran poder de 
presión sobre las autoridades. Recuérdese que esos operadores 
históricos se desarrollaron en condiciones extremadamente 
favorables: los monopolios y las empresas públicas, y que, para 
empezar, su desarrollo fue resultado de decisiones políticas, no de 
los mecanismos del mercado. Ahora bien, esas empresas pesan 
tanto que pueden influir en las condiciones del mercado, mientras 
que las empresas de las energías renovables siguen en desventaja, 
incluso con la ayuda de los mecanismos de apoyo. Las decisiones 
políticas de largo plazo, antes aplicadas a la energía nuclear, el gas, 
el petróleo y el carbón, han dado paso a un modelo híbrido que 
mezcla las políticas de apoyo y el mercado liberalizado. Los 
resultados de ese modelo son mixtos, por decir lo menos, y 
muestran que, aun cuando las energías renovables se están 
desarrollando, difícilmente logran arrebatarle una parte del mercado 
a las energías tradicionales. La energía nuclear nunca habría podido 
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desarrollarse tanto en Francia si hubiese contado con las mismas 
condiciones que tienen en la actualidad las energías renovables. Si 
en verdad quisiéramos desarrollar las energías renovables, 
tendríamos que hacerlo exactamente como lo hicimos con la 
energía nuclear a lo largo de la década de 1960; a saber: fijando 
objetivos ambiciosos (durante ese periodo fueron puestos en 
funcionamiento más de 50 reactores en 10 años), desarrollando la 
energía y protegiéndola de la competencia (con una empresa 
pública monopólica) y, en fin, haciendo que el Estado participe muy 
marcadamente. Sin embargo, para ello se requeriría una verdadera 
voluntad política, que es precisamente lo que no existe. 

La señal de precio es la otra medida muy en boga para poner en 
marcha la transición energética. La idea es que gracias a cierto 
precio del carbono, o a un impuesto verde que se sumaría al precio 
de un bien contaminante, encareciéndolo de esa manera, se 
alentaría al consumidor a comprar bienes menos contaminantes; es 
decir, los productos de consumo cuya producción es contaminante 
costarían más que los de producción menos contaminante. Ahora 
bien, aun cuando la señal de precio es eficaz en ciertas condiciones, 
los hechos demuestran que sus efectos son limitados. Tomemos el 
caso del petróleo: su precio se multiplicó por cinco entre 2002 y 
2014, pasando de 20 a más de 100 dólares por barril. En teoría, ese 
aumento debería haber provocado un cambio radical en la 
fabricación de vehículos y en los medios de transporte. Los cambios 
fueron visibles en el comportamiento de los franceses: algunos 
privilegiaron el transporte público frente a la utilización del automóvil 
—cuando había una oferta de transporte colectivo que lo permitía— 
o eligieron vehículos motorizados más pequeños cuando cambiaron 
el que poseían. En general, no obstante, la elasticidad precio? y la 
elasticidad precio cruzada” solamente funcionaron de manera 
parcial, porque el uso del petróleo hace que sea un bien difícil de 
sustituir; es decir, independientemente del precio del combustible, 
una persona que vive lejos de su lugar de trabajo y que no dispone 
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de un servicio de transporte debe utilizar su automóvil. En esas 
condiciones, el hecho de preconizar un aumento de los precios con 
la esperanza de reducir el consumo solamente puede tener un 
impacto limitado. 

La señal de precio también puede entrañar efectos perversos, 
incluso cuando están presentes las condiciones adecuadas para 
que funcione. Así lo demuestran los casos del gas y el carbón, dos 
bienes sustituibles con grados de desarrollo casi similares. En los 
Estados Unidos el desarrollo del gas de esquisto provocó la 
reducción de los precios del gas, haciéndolo más rentable que el 
carbón, y la reducción de la demanda estadunidense de carbón 
provocó un descenso de los precios que lo hizo más atractivo para 
los europeos. Como resultado, el consumo de carbón de los 
Estados Unidos se desplazó a Europa. Desde el punto de vista de 
los Estados Unidos, la señal de precio fue eficaz, porque la 
reducción de los precios del gas provocó un efecto de sustitución del 
carbón por el gas; pero a escala mundial no ha habido diferencia 
alguna, sólo el desplazamiento del consumo y de la contaminación 
asociada a él. De manera general, ante la inexistencia de un 
desarrollo o una reglamentación común, lo que pierde el mercado de 
un país lo recupera el de otro u otros países.? 

Finalmente, la medida más en boga, en boca de todos los 
ejecutivos y expertos, es el establecimiento de un mercado de 
carbono. La solución al calentamiento global consistiría entonces en 
fijar un precio del carbono que incitaría a las empresas a cambiar a 
modos de producción menos contaminantes; pero como ya lo 
hemos visto, la señal de precio no siempre es eficaz. 

El mercado europeo del carbono, sobre todo, nos recuerda el 
grado en que un mercado es una construcción humana en la que 
operan relaciones de poder implícitas. El proyecto consistía en 
definir límites de emisión de carbono por país para las empresas y 
los sectores contaminantes; posteriormente, por medio de la acción 
del mercado, fue posible que las empresas más contaminantes 
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compraran las cuotas de las empresas que emitían menos de su 
límite autorizado, y, puesto que las asignaciones de las cuotas de 
emisión fueron excesivas —gracias a un cabildeo eficaz—, el precio 
del carbono disminuyó marcadamente. Aun cuando el principio de 
ese mercado era alentar a las empresas a reducir sus emisiones, 
resultó ser sólo una herramienta para alentarlas a no cambiar. 

En realidad, esas soluciones complacen a las empresas porque 
no les imponen cambios estructurales reales. Los dirigentes, que 
son los primeros en imponer reformas estructurales cuando se trata 
de facilitar los despidos de los asalariados, son menos diligentes 
para introducir cambios de la oferta para adaptar la producción a las 
exigencias ambientales. Por el contrario, ofrecen reducciones de 
impuestos a las empresas y aligeran las regulaciones relacionadas 
con la protección del medio ambiente (es el caso tanto de 
Emmanuel Macron como de Donald Trump) con el propósito de 
estimular su producción, que únicamente puede ser tan 
contaminante como antes (debido a que las normas ambientales no 
están integradas en ella). 


La cuestión del calentamiento global es muy importante como para 
dejarla en manos de los mecanismos del mercado. Los incentivos 
tienen cierta eficacia para orientar las decisiones de los productores 
y los consumidores, pero son insuficientes en gran medida para 
reorientar por completo la economía. Si esos incentivos son 
aprobados tanto por los políticos como por los jefes de nuestras 
empresas es porque no están dirigidos a atacar el meollo del 
problema: la adaptación de la oferta a los riesgos del calentamiento 
global. Con el propósito de preservar las ganancias de unos cuantos 
en el corto plazo, algunos están dispuestos a que la humanidad 
corra el mayor riesgo que jamás haya conocido. 


97 


X. LA DESUNIÓN EUROPEA 


EL PROYECTO europeo no ha cumplido sus promesas. Tenía que 
ofrecer a sus ciudadanos una economía del conocimiento próspera, 
innovadora y creadora de empleos de calidad; sin embargo, lo único 
que permitió fue el aumento del desempleo, el incremento de las 
desigualdades, la reducción de las protecciones sociales, una mayor 
competencia fiscal entre los Estados y la desregulación de la 
producción y de las finanzas. Cuando la crisis de 2007 pasó de los 
Estados Unidos a otros países, a Europa le fue peor debido a que 
convirtió la crisis de las hipotecas de alto riesgo en una crisis de la 
zona euro. En la actualidad, numerosas regiones de Europa son 
incluso más pobres de lo que eran en 2007. Esos fracasos han sido 
consecuencia de las políticas puestas en práctica durante la crisis y, 
después, a partir de 2011. Mientras que en los Estados Unidos el 
impulso fiscal para contrarrestar la crisis fue de 4.2 puntos, en la 
zona euro fue únicamente de 1.6; mientras que los Estados Unidos 
no dudaron en aumentar su déficit para sostener el crecimiento, la 
zona euro puso en práctica la austeridad a partir de 2011: malas 
decisiones de políticas económicas que tienen su origen en un 
proyecto europeo que favorece la competencia, en lugar de la 
cooperación entre los Estados. 

El problema es que parece existir un veto cuasi religioso que 
impide hacer cualquier crítica al proyecto europeo: atreverse a 
señalar con el dedo sus incongruencias hace que el crítico pase 
inevitablemente al campo de los extremistas. Sin embargo, no es 
impidiendo todas las críticas, estigmatizando a quienes lo 
menosprecian, como se puede transformar el proyecto europeo 
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actual. La aplicación acrítica de las políticas liberales y, después, de 
la austeridad, fue precisamente lo que alimentó el aumento de los 
sentimientos antieuropeos. El hecho de que no se soporte el 
aplastamiento de una parte de Europa es precisamente la prueba 
del cariño que se siente por Europa: lo que queremos es otra 
Europa, más democrática, más solidaria, más unida y más 
protectora del medio ambiente, lejos de la Europa que la Comisión 
Europea propaga. 


DIEZ AÑOS DESPUÉS DE LA CRISIS: ¿DÓNDE ESTAMOS? 


La crisis dejó al descubierto los defectos de construcción de la zona 
monetaria, así como los conflictos de intereses entre los países en 
el seno de la zona europea. El manejo de la crisis fue catastrófico: la 
voluntad de reducir el déficit de cada país con demasiada rapidez en 
la zona euro a partir de 2011 —a pesar de que los Estados Unidos 
estaban aumentando el suyo, preocupándose únicamente por su 
crecimiento— socavó la recuperación económica. Ahora bien, 
reducir el déficit durante un periodo de crisis equivale a reducir la 
actividad económica y, consecuentemente, el resultado de esa 
política fue que la zona euro tardó nueve años en recuperar las 
cifras del producto interno bruto (PIB) de 2007, contra los cuatro años 
que tardaron los Estados Unidos. Debido a que la población ha 
seguido aumentando, podemos afirmar que un habitante de la zona 
euro es más pobre hoy que en 2007. 

Francia logró recuperar la escala de su PIB de 2007 apenas en 
2014, pero algunas regiones todavía no han alcanzado a recuperar 
la escala de su riqueza anterior a la crisis, como la de Borgoña- 
Franco Condado, la del Gran Este y la de los Altos de Francia, tres 
regiones cuyos habitantes son más pobres hoy que antes de la 
crisis. Por último, numerosos países meridionales de Europa todavía 
no han vuelto a su escala de producción anterior a la crisis, como es 
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el caso de España, Italia y Grecia. Este último país se convirtió en 
un laboratorio para la aplicación de las políticas de austeridad, un 
gigantesco experimento natural para verificar cuántos ajustes 
estructurales —y, por ende, cuántas reducciones de pensiones por 
vejez, cuántas reducciones de pensiones por discapacidad y 
cuántas reducciones del gasto en los sectores públicos— puede 
soportar un pueblo europeo en nombre de la sacrosanta Unión 
Europea. Los resultados de esas políticas han sido catastróficos 
para Grecia: en comparación con 2008, su PIB descendió 25%, su 
deuda representa 150% de su PIB, y su tasa de desempleo, 27%: 
resultados significativos que no impiden que la troika siga 
obsesionada con su encarnizamiento contra ese país, mientras una 
parte de Europa vuelve la vista hacia otro lado. Una prueba más de 
que la economía no es neutra, porque cualquier mente, por lo 
general lúcida, pondría fin a ese desastre. 

A los pretendidos defensores de Europa, que aceptan que la 
región meridional de Europa esté siendo aplastada por la 
austeridad, les encanta poner como ejemplo el modelo alemán. Es 
cierto que Alemania tiene un superávit presupuestario, que su deuda 
ha vuelto a las cifras de 2005 y que también cuenta con un superávit 
comercial, tres indicadores que hacen soñar a los economistas. Sin 
embargo, la otra cara de la moneda de ese éxito no es gloriosa: 
Alemania es el país donde las desigualdades aumentaron más entre 
2000 y 2010, la tasa de pobreza creció 54% en 10 años, la tasa de 
trabajadores pobres se duplicó, las personas que acumulan dos 
empleos aumentaron 80.7%, el número de jubilados pobres se 
incrementó 30% y la falta de inversión del Estado, en fin, provocó 
una degradación de la infraestructura pública. Sin duda alguna, 
Alemania es un país rico... con mucha gente pobre; pero lo más 
grave es que la política económica de Alemania se haya impuesto a 
toda Europa, particularmente a través de las instituciones europeas. 
Como lo recuerda Steve Ohana, profesor de finanzas: “Europa se ha 
transformado en un reformatorio sobre el que Alemania tomó el 
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dominio total, desviando para su propio beneficio las principales 
instituciones europeas”.* Tanto es así que en la actualidad todos los 
países de la zona euro han puesto en práctica los pilares de la 
política económica alemana, ya sea de manera voluntaria u 
obligados por la troika (la Comisión Europea, el Banco Central 
Europeo [ce] y el Fondo Monetario Internacional [Fmi]). No es una 
casualidad que Francia, después de ltalia, España, Portugal y 
Grecia, haya dado comienzo a su reforma del mercado laboral; no 
es una casualidad que Emmanuel Macron argumente que Francia 
debe hacer reformas para ser creíble frente a Alemania; no es una 
casualidad que el Bce lleve a cabo una política monetaria adaptada 
a la economía alemana (inflación baja, euro fuerte); todo ha sido 
calcado del modelo alemán, y las instituciones europeas son las 
garantes de su aplicación. 

La consecuencia de esa política es el auge de la extrema 
derecha en toda Europa. La salida de Reino Unido de la Unión 
Europea, a pesar de tener el control de su propia moneda y de 
haber limitado sus contribuciones al presupuesto de la Unión 
Europea, es una prueba de que el proyecto europeo, tal como 
funciona en la actualidad, es percibido por ciertas clases sociales 
como un peligro. El funcionamiento de Europa, que tergiversa la 
competencia social y fiscal entre los países miembros y abre 
siempre cada vez más su economía por medio de los tratados de 
libre comercio, no ha hecho sino amplificar los efectos negativos de 
la globalización: tanto el incumplimiento del referéndum sobre la 
Constitución de 2005 en Francia como la aplicación de los tratados 
de libre comercio entre Europa y Canadá (CETA, por sus siglas en 
inglés) antes de su votación en los parlamentos nacionales 
muestran que Europa es más tecnocrática que democrática. La 
prueba: ante el Brexit y el auge de los extremismos en Europa, las 
instituciones europeas no han propuesto ninguna alternativa; siguen 
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adelante con su lógica de competencia y austeridad, a pesar de las 
numerosas señales de alerta. 


LA CONSTRUCCIÓN EUROPEA HA FAVORECIDO LA COMPETENCIA ENTRE LOS 
ESTADOS 


Los resultados del euro no son muy gloriosos para Francia, ni 
tampoco para el conjunto de los países meridionales del continente. 
Además de la eliminación de la volatilidad de los tipos de cambio 
que facilita el comercio, la moneda única impuso una rigidez 
monetaria (es imposible llevar a cabo devaluaciones monetarias) al 
conjunto de los países de la zona, lo que se tradujo en la 
competencia de los modelos social y fiscal de los diferentes países. 
Además, debido a que Alemania comenzó a practicar con una 
fuerza muy marcada la moderación salarial, las empresas de los 
países expuestos a la competencia de los productos alemanes 
tuvieron que hacer lo mismo. Esa competencia ha dado lugar a 
numerosas devaluaciones fiscales (debido a las presiones para la 
reducción de los impuestos) e internas (moderación de los salarios). 
Por ejemplo, en 2014, el pacto de responsabilidad y solidaridad 
propuesto por Francois Hollande —que ofreció a las empresas la 
reducción de las cargas sociales— tenía como objetivo principal 
hacer que el costo laboral fuese más bajo en Francia que en 
Alemania. Ese juego mortífero sólo es posible debido a que todos 
los países comparten la misma moneda; sin el euro, el marco 
alemán se habría revaluado y el franco se habría devaluado (al igual 
que todas las otras monedas europeas), lo cual habría permitido a 
las empresas francesas recuperar su competitividad. En realidad, la 
rigidez monetaria y presupuestaria se vio fortalecida por el euro, 
debido a que provocó que todos los ajustes se hicieran sobre el 
costo laboral. Sin duda alguna, el salario medio siguió aumentando 
desde la transición al euro, pero las desigualdades también 
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siguieron creciendo. Por ejemplo, el grado del bienestar económico 
promedio de 10% de los trabajadores más pobres disminuyó, 
mientras que, hasta el año 2000, la tendencia había sido al 
aumento; por el contrario, para 10% de los individuos más 
acomodados ha seguido aumentando casi sin interrupción a partir 
de 2003.* 

Algunos dirían que el problema de la competitividad francesa no 
se debe únicamente a la competitividad de los costos (provocada 
por la moneda única) sino también a un problema de 
especialización y de calidad (que, curiosamente, parece tener 
menos interés para los políticos) Es verdad; sin embargo, un 
examen de las cifras muestra que el empleo manufacturero y la 
balanza comercial se han deteriorado en Francia a partir del año 
2000. 

Al final, al imponer criterios idénticos (pacto de estabilidad) a 
países con dinámicas económicas y demográficas diferentes, 
privándolos de las armas presupuestaria y monetaria, la zona euro, 
que está totalmente orientada a la competencia, ha provocado la 
competencia entre los Estados, haciendo que la competitividad sea 
responsabilidad del trabajo. A Alemania le fue mejor que a los 
demás países: sin el euro, su moneda se habría revaluado y habría 
perdido su competitividad. Sin embargo, esos resultados 
económicos no son tan conocidos —entre 2007 y 2015 Alemania 
tuvo una tasa de crecimiento anual promedio de 0.8%— y fueron 
consecuencia de una fuerte moderación salarial que se hizo en 
detrimento de sus propios asalariados. 


La Unión Europea, fundada sobre el principio de la libre 
competencia, entrañó, asimismo, la competencia entre los modelos 
sociales y fiscales de los Estados miembros. Ese juego de suma 
negativa ha llevado a todos los países a adoptar el enfoque 
minimalista de las prestaciones sociales y es de temer que los 
impuestos y las protecciones de los asalariados se reduzcan rápida 
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e inexorablemente en el conjunto de los países europeos. La 
construcción europea también se ha caracterizado por la 
desconfianza entre los países, lo cual ha hecho de los miembros de 
la Unión competidores antes que socios (con base en la idea de que 
la competencia engendraría la felicidad). El euro no ha hecho sino 
reforzar esa tendencia, debido a que impuso pautas idénticas a 19 
países con diferentes grados de desarrollo y demográficos. En el 
presente, el costo humano es desastroso: 10 años después de la 
crisis, millones de vidas han sido arruinadas por la austeridad; las 
generaciones más jóvenes tienen que elegir entre el desempleo 
generalizado o los empleos precarios, y los partidos nacionalistas y 
xenófobos son cada vez más poderosos. 
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XI. EL LIBRE INTERCAMBIO, UN 
ARMA DE DOMINACIÓN DE LAS 
MASAS 


HoY En DÍA, el hecho de preconizar el libre intercambio significa ser 
un defensor del mundo libre; a la inversa, el hecho de pronunciar la 
palabra proteccionismo significa ser un esbirro del imperio del mal. 
La mayoría de los expertos tiene una visión extremadamente binaria 
sobre ese tema: según ellos, el libre intercambio es sinónimo de 
crecimiento, de empleo, de libertad, e incluso de igualdad, mientras 
que el proteccionismo encarna el repliegue en uno mismo, el 
aumento de los extremismos, el retroceso. El lector lo habrá 
comprendido: una vez más, la realidad es mucho más compleja. 

En economía, el único significado del libre intercambio es la 
prohibición de la protección: la prohibición de que un Estado proteja 
su producción, sus empleos, a sus ciudadanos, sus normas de 
consumo, su seguridad, su cultura. La teoría del libre intercambio, 
propuesta inicialmente por Adam Smith en el siglo xvi y retomada 
más tarde, en el siglo xix, por David Ricardo (quien la mejoró 
marginalmente), se enseña a todos los estudiantes de economía 
(desde el último grado de la educación preparatoria) y justifica las 
políticas económicas que se han aplicado a partir del final de la 
segunda Guerra Mundial. En su libro An Inquiry into the Nature and 
Causes of The Wealth of Nations (1776; Investigación de la 
naturaleza y causas de la riqueza de las naciones, 1794), Adam 
Smith explicó que cada país tenía interés en importar un producto si 
se obtenía a un costo menor que su costo de producción. 
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Preconizaba que cada país debía especializarse en la producción en 
la que poseía una ventaja absoluta (y, por lo tanto, un menor costo 
de producción de un bien que el de sus vecinos), con el propósito de 
hacer el mejor uso de todos los recursos disponibles. El problema 
del análisis de Smith es que algunos países no tenían ventajas 
sobre nada y, consecuentemente, no encontraban ningún beneficio 
en participar en el comercio internacional. Sin embargo, ya en esa 
época era necesario vender la idea de que el libre intercambio 
beneficiaría a todos y ocultar detrás de las teorías la voluntad de 
dominación de ciertos países. Posteriormente, David Ricardo amplió 
la reflexión de Smith, formulando, en 1817, una teoría del 
intercambio fundada en las ventajas comparativas: mostró que cada 
país tiene interés en especializarse exclusivamente en la producción 
del bien sobre el que dispone de una ventaja comparativa, es decir, 
la producción en la que su ventaja es mayor o en la que su 
desventaja es más débil. La prolongación teórica de Ricardo 
permitió integrar un conjunto más amplio de países en la doctrina 
del libre intercambio, pero la filosofía de fondo es la misma que en el 
caso de Smith: es necesario especializarse en los productos con los 
que se tenga una ventaja para su exportación y abrir la economía 
propia, porque el libre intercambio es mutuamente ventajoso. Sin 
duda alguna, la teoría de Ricardo ha sido mejorada por otros 
economistas,' pero su esencia, cuando afirma que el libre 
intercambio beneficia a todos, raramente ha sido puesta en tela de 
juicio en la configuración de nuestras políticas económicas, a pesar 
de cierto número de paradojas señaladas por otros economistas.? 
En consecuencia, para obtener financiamiento, en particular del 
Fondo Monetario Internacional (FmI), éste exige a los países más 
pobres que se especialicen en la producción en la que tienen una 
ventaja (el petróleo, en el caso del Congo; el cacao, en el de Costa 
de Marfil, etc.) y que abran su economía al comercio internacional. 
Sin embargo, la historia demuestra que la mayoría de los países 
ricos recurren al proteccionismo cuando les conviene y que han sido 
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defensores fervientes del libre intercambio sólo cuando se 
encuentran en una posición de fuerza. 


LA VISIÓN ENCANTADA Y LA REALIDAD DEL LIBRE COMERCIO 


A menudo se nos presenta una visión encantada de la historia en la 
que se vincula estrechamente el desarrollo de Europa con el libre 
intercambio: según esa visión, la historia comenzó con el acto 
fundador de los ingleses, que consistió en la abolición de los 
aranceles aduaneros sobre las importaciones de trigo en 1846 y la 
apertura de su país a la competencia extranjera debido a que, desde 
1815, las leyes del trigo garantizaban un alto precio a los 
agricultores ingleses y prohibían todas las importaciones de trigo 
extranjero. La historia nos enseña que los efectos económicos para 
Inglaterra parecen haber sido tan positivos que las políticas del libre 
intercambio habrían convencido al resto de Europa, especialmente a 
Francia, con la firma de un tratado de libre comercio franco-británico 
en 1860: el Tratado Cobden-Chevalier. En los 10 años siguientes 
tuvo lugar en Europa la firma de más de un centenar de tratados 
basados en el mismo modelo; pero esa conversión al libre 
intercambio se detendría unos cuantos años más tarde debido a la 
gran depresión de 1873, que puso fin a ese primer movimiento de 
liberalización. Con la creación de la Sociedad de las Naciones 
después de la primera Guerra Mundial los Estados buscaron sentar 
las bases de las relaciones multilaterales en relación con el 
comercio, pero la crisis de la década de 1930 nuevamente marcó el 
retorno al proteccionismo, lo cual, nos dicen, fue una de las causas 
de la segunda Guerra Mundial. Después del final del conflicto, el 
desarrollo del libre intercambio, dirigido por las distintas rondas del 
Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio Internacional (GATT, 


por sus siglas en inglés)? y, después, por la Organización Mundial 
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del Comercio (omc)* parece haber permitido el desarrollo 
económico, incluso el de algunos países pobres, como Corea del 
Sur y China, y haber constituido un formidable escudo contra las 
guerras, porque las relaciones económicas entre los países crean 
vínculos de interdependencia y de esa manera se evitan los 
conflictos. 

Con todo, un examen más profundo de la realidad histórica 
permite mantenerse a distancia de ese discurso, el cual proviene a 
menudo de cierto simplismo y falta de parcialidad. En efecto, 
Inglaterra no cedió al libre intercambio hasta que llegó a ser 
suficientemente poderosa como para hacerlo. En un principio, su 
desarrollo tuvo lugar a la sombra del proteccionismo, en especial 
con las Leyes de Navegación, aprobadas en 1651, que reservaban 
exclusivamente a los marineros británicos el monopolio del comercio 
de sus colonias con la metrópoli. 

El análisis de la historia de los tratados de libre comercio hasta la 
época actual muestra que todavía persisten los debates sobre los 
efectos benéficos de algunos tratados. Así, el historiador Jean- 
Charles Asselain considera que el Tratado Cobden-Chevalier fue 
una de las causas de las dificultades agrícolas en Francia a finales 
del siglo xix, para no hablar del superávit comercial francés, que 
habría de desaparecer y daría paso a un déficit con el veloz 
aumento de las importaciones. Según Paul Bairoch, historiador de la 
economía, incluso existió un vínculo entre la liberalización de los 
intercambios comerciales y la gran depresión de 1873;? él comprobó 
que la crisis se originó en el momento en que los impuestos 
aduanales eran los más bajos en Europa y que terminó hacia 1892, 
precisamente en el momento en que se hizo efectivo el retorno al 
proteccionismo.? Según Bairoch, la gran depresión tiene su 
explicación en el flujo de cereales estadunidenses a Europa entre 
1866 y 1872. Ahora bien, debido a que los Estados Unidos 
protegían su economía, los europeos no podían compensar ese flujo 
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mediante la exportación de bienes. El resultado fue que el mundo 
campesino, que representaba 60% del empleo en el siglo xix, se 
empobreció y, al mismo tiempo, afectó la demanda de productos 
industriales y de construcción y hundió en la crisis la economía en 
su conjunto. 

Finalmente, es importante recordar que el desarrollo de los 
Estados Unidos, la primera potencia mundial, tuvo lugar gracias a 
cierto proteccionismo. Alexander Hamilton, uno de los consejeros 
cercanos de George Washington, el primer presidente de los 
Estados Unidos, fue uno de sus teóricos más diligentes. Ya en 1791 
propuso la protección de las industrias nacientes (antes incluso de 
que el alemán Friedrich List lo propusiera para Alemania en 1841). 
Hamilton comprendió que una apertura precoz a la competencia 
sería desastrosa para algunas empresas que no habían alcanzado 
la dimensión elemental (la que les permitiría estar a la altura de sus 
competidores). Eso fue lo que otro presidente estadunidense, 
Abraham Lincoln, resumió de manera firme para su época: 


No comprendo gran cosa sobre los derechos aduanales, pero sí sé una cosa: que 
cuando compramos bienes manufacturados en el exterior nosotros obtenemos los 
bienes y los extranjeros obtienen el dinero; pero cuando compramos esos bienes en 
nuestro país nosotros tenemos al mismo tiempo tanto los bienes como el dinero. 


Por lo demás, los estadunidenses siempre han sido más 
proteccionistas que los europeos, incluso en la actualidad (e incluso 
antes de la elección de Donald Trump, que centró su campaña en el 
proteccionismo); por ejemplo, la Buy American Act, de 1933, que 
obliga a que la empresa elegida en una licitación pública sea una 
empresa estadunidense, es una práctica prohibida en Europa, 
porque se considera que constituye un obstáculo a la competencia. 

En realidad, otros ejemplos propuestos por los defensores de la 
globalización, como el desarrollo de China o Corea del Sur, no se 
deben únicamente a los beneficios del libre intercambio, sino a una 
receta que mezcla el proteccionismo, el libre intercambio y la política 
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de los tipos de cambio. China, por ejemplo, contrariamente a otros 
países emergentes que han abierto sus fronteras y han expuesto su 
industria a la competencia mundial, únicamente abrió su economía 
de manera muy gradual, comenzando por las regiones orientales. 
Por su parte, Corea del Sur permitió que algunos grupos, como LG, 
Hyundai y Samsung, se convirtieran en los más poderosos del 
mundo al poner en práctica una política industrial que combina las 
subvenciones y la protección aduanera contra las importaciones. 
Esas industrias jamás podrían haber prosperado si se les hubiese 
puesto en competencia directa con el resto del mundo. Si Corea del 
Sur hubiera aplicado la teoría de la ventaja comparativa al pie de la 
letra, todavía estaría especializada en la producción de bienes que 
requieren mano de obra poco calificada, debido a que, al principio, 
ésa era su única ventaja comparativa. 

En realidad, el libre intercambio es, ante todo, un juego desigual 
de dominación en el que no todas las especializaciones son 
equivalentes: especializarse en las industrias de alta tecnología no 
equivale a una especialización en la producción de cacahuates o 
cacao. Ahora bien, los países pobres que acepten participar en el 
juego de la teoría de las ventajas comparativas, con los aplausos de 
las instituciones internacionales como el Banco Mundial o el Fondo 
Monetario Internacional, se verán obligados a especializarse en las 
materias primas. Cuando un país no cuenta con industrias y nadie 
quiere prestarle fondos (a menos que respete la teoría), todo lo que 
le queda es su ventaja “natural”: el petróleo y el gas, en el caso de 
los más afortunados; el cacao, el cobre o la vainilla, en el de todos 
los demás. Por consiguiente, un país en desarrollo tiene que 
ponerse a exportar una materia prima y tiene que importar el resto 
de sus necesidades (porque casi no fabrica nada más). Ése es el 
caso de la República del Congo, que se especializa en el petróleo, 
el cual representa más de 90% de sus exportaciones, pero importa 
los productos agrícolas que necesita, ¡a pesar de que únicamente 
aprovecha su capacidad agrícola a 4% de su potencial! Por su parte, 
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los países ricos no se especializan, pero sí producen bienes 
industriales, agrícolas y de servicios. En consecuencia, los países 
avanzados tienen una economía diversificada, mientras que los más 
pobres tienen una economía monoexportadora (de conformidad con 
la teoría de Ricardo): los países en desarrollo que respetaron los 
principios económicos impuestos por los países desarrollados (y 
que, por lo demás, no tenían otra opción, porque de no haber 
respetado esos principios no podrían haber obtenido financiamiento) 
han seguido siendo pobres. 


EL LIBRE INTERCAMBIO, UN PRINCIPIO TEÓRICO PARA DOMINAR A LOS PAÍSES 
POBRES 


El libre intercambio se impuso como la doctrina principal porque eso 
era lo que convenía a un reducido número de países poderosos 
(especialmente a sus empresas). Las industrias dominantes en esos 
Estados ricos reclamaban mercados más grandes para poder 
fabricar con menores costos y encontrar nuevas salidas a sus 
productos. En ese contexto se creó el Acuerdo General sobre 
Tarifas y Comercio Internacional (GATT) en 1947, para 
posteriormente, en 1995, dar paso a la creación de la Organización 
Mundial del Comercio (omc). Básicamente, los principios de la omc 
parecen tener como objetivo la igualdad de trato entre el conjunto de 
las naciones: reciprocidad, transparencia y difusión de la cláusula 
sobre la nación más favorecida, una cláusula que establece que 
cuando un país otorga a otro país un favor, arancelario en particular, 
debe otorgarlo a todos los países que comercian con él y que los 
productores extranjeros deben estar sometidos a las mismas 
regulaciones que los productores nacionales. 

Ahora bien, detrás de esos hermosos principios, tanto en el 
fondo como en la forma —negociaciones transparentes e inclusión 
del mayor número de países—, el multilateralismo es una gran 
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superchería. Con mucha frecuencia los países ricos han establecido 
la orden del día de las negociaciones y se las han arreglado para 
salir vencedores en el regateo de las reglas que todos buscan 
establecer. Esos países comenzaron por retardar la creación de la 
oMcC porque prefirieron organizar sus intercambios comerciales y 
obstaculizar el desarrollo de otras industrias en otros países. 
Posteriormente, la omc remplazó al GATT cuando se hizo necesario 
contar con mercados más extensos para las empresas dominantes. 
La omc fortaleció la orientación liberal y continuó sirviendo a los 
intereses de las empresas de los países más poderosos. Por 
ejemplo, los países ricos siempre habían aceptado liberalizar los 
sectores que requieren tecnologías (porque únicamente ellos las 
tenían), pero se negaban a abrir los sectores en los que podían 
tener competidores (la agricultura y los textiles). A escala mundial, 
las cifras de los acuerdos de la Ronda de Uruguay son indiscutibles: 
70% de las ganancias fueron para los países desarrollados, contra 
30% para los países en desarrollo, a pesar de que éstos 
representan 85% de la población mundial. Los países más pobres 
incluso se empobrecieron: según los cálculos, el África 
subsahariana perdió 1 200 millones de dólares al año como 
consecuencia de esos acuerdos.” Ese desequilibrado reparto de los 
frutos del libre intercambio se explica muy simplemente por la 
dominación de los países ricos, que tienen la capacidad de imponer 
sus decisiones a los países más pobres. Hay que ser muy ingenuos 
para pensar que en las rondas de negociación Mali tiene la misma 
capacidad de influencia que los Estados Unidos o que Reino Unido. 
Lo más angustiante, como señala el economista Ha-Joon Chang, es 
que los países ricos ni siquiera se toman la molestia de guardar las 
apariencias, como lo demuestra la organización de las reuniones del 
“salón verde”, donde esos países preparan las negociaciones sin 
permitir que los representantes de los países en desarrollo sean 
admitidos.? 
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Los EFECTOS SOBRE LOS POBRES DE LOS PAÍSES RICOS 


Como se ha visto, el libre intercambio ha sido un medio para que las 
industrias de los países ricos se impongan a los países pobres, 
encerrándolos en el subdesarrollo debido a que les impiden 
desarrollar sus industrias por sí mismos. ¿Pueden México oO 
Marruecos crear todavía su propia fábrica de automóviles ahora que 
las marcas estadunidenses y europeas ya están bien implantadas 
en esos países? Claramente, habría sido más fácil para ellos 
desarrollarla al abrigo de la competencia mundial. Es cierto que al 
principio la calidad de sus vehículos probablemente habría sido 
menos competitiva que la de General Motors o Renault; sin 
embargo, podrían haber desarrollado una industria y creado puestos 
de trabajo, en lugar de depender de los productos de las otras; 
Corea del Sur lo hizo con Hyundai, que hoy en día es uno de los 
mayores fabricantes del mundo. Por lo tanto, la globalización ha 
permitido, por una parte, que los grandes grupos deslocalicen parte 
de su producción en los países pobres (y, en consecuencia, que 
abaraten sus costos de producción), al mismo tiempo que venden 
sus productos a precios elevados en los mercados de los países 
desarrollados y, por otra parte, que se impongan en los países 
menos desarrollados como el principal productor, haciendo 
imposible la aparición de la competencia en el futuro. 

Ahora bien, la deslocalización de las actividades de los 
trabajadores menos calificados a los países en desarrollo también 
ha afectado a una gran parte de la población de los países ricos, 
especialmente a los obreros. El libre intercambio ha entrañado un 
conflicto de intereses entre los trabajadores calificados —que se 
benefician de los efectos de la globalización— y los menos 
calificados —que han sido las víctimas directas—. Los ejecutivos de 
las grandes empresas poseían una preparación que los de los 
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países en desarrollo no tenían, por lo que la internacionalización les 
ha permitido conseguir contratos y, por lo tanto, actividades 
suplementarias. En cuanto a los obreros, se les puso en 
competencia directa con los trabajadores chinos (e incluso con los 
rumanos, porque ese pequeño juego también existe, de forma 
reducida, en Europa) y vieron el cierre de sus fábricas para 
instalarlas en otras regiones donde el costo de la mano de obra es 
más reducido. Muy rápidamente, los representantes políticos locales 
tuvieron que enfrentarse a esos cierres de fábricas que han 
condenado a regiones enteras. Sin embargo, no se ha puesto en 
práctica ninguna política pública para impedir las deslocalizaciones 
ni para dar más seguridad a esos perdedores de la globalización; 
por el contrario, sus prestaciones públicas se han reducido cada vez 
más y el trato que reciben de los políticos es cada vez más 
despreciativo. Incluso se ha instalado una forma de connivencia 
entre los grandes patrones y los políticos: los primeros retrasan el 
cierre de las fábricas antes de las elecciones y los segundos van de 
un lugar a otro para prometer el oro y el moro; después... nada. 
Sectores enteros de la industria de los países desarrollados han 
desaparecido, y, en medio de la indiferencia general, abandonadas 
por el Estado y consideradas demasiado costosas para sus 
negocios por los empresarios, millones de vidas han sido 
destrozadas. 

Sintiéndose a salvo, las profesiones superiores, vencedoras de 
la globalización, rara vez se han movilizado en contra del 
movimiento de deslocalización; harían bien en combatirlo, porque la 
búsqueda de ganancias no tiene límites y el movimiento de 
optimación bien podría terminar por afectarlas. Por supuesto, las 
convenciones de ese hermoso mundillo hacen que hoy en día sea 
más aceptable suprimir miles de puestos de obreros que hacerlo 
con los puestos de dirección. Es fácil imaginar el cierre de una 
refinería (la mitad de ellas ya ha cerrado), pero es difícil imaginar el 
cierre de la torre Total del distrito comercial y residencial de La 
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Defensa, en París, debido a que los ejecutivos y los ingenieros 
chinos cuesten menos. ¿Por qué? Porque eso no se hace... por el 
momento; pero es posible que la fiebre de la globalización no se 
detenga ahí: ya se ha ganado los servicios al cliente, que son muy 
útiles pero han sido deslocalizados a áreas donde el dominio del 
idioma francés más elemental es suficiente para convencer a las 
empresas de que se establezcan en esas áreas, y probablemente 
mañana los empleos de contabilidad y auditoría serán 
deslocalizados a países que empiezan a desarrollarse. La 
globalización, que primero fue el arma de los países ricos contra los 
países pobres, se ha convertido en el arma de las empresas 
multinacionales contra los ciudadanos. 


Consecuentemente, el libre intercambio no es una fórmula mágica 
que enriquezca a todo el mundo. Hay ganadores y perdedores (e 
incluso perdedores entre los ganadores). Durante los últimos 50 
años los países ricos se las han arreglado para organizar el 
comercio a favor de sus empresas dominantes, aceptando sacrificar 
sectores enteros de su industria. Por su parte, al especializarse (de 
acuerdo con la teoría), los países pobres se han encerrado en el 
subdesarrollo. Los grandes ganadores del libre intercambio son las 
grandes empresas multinacionales que ahora ya pueden producir 
donde el costo de la mano de obra es menor, vender en los países y 
en los sectores donde se tiene poder adquisitivo y pagar sus 
impuestos en los países donde las cargas tributarias son más bajas. 
En esas condiciones es asombroso que cualquier crítica al libre 
intercambio sea tan difícil. 
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XIl. EL FMI: PRESTAR PARA MEJOR 
LIBERALIZAR 


CUANDO un país pobre tiene necesidad de obtener un préstamo, son 
escasos los bancos que están dispuestos a otorgárselo, por lo que 
la mayoría de las veces se ve obligado a recurrir al Fondo Monetario 
Internacional (FMI), al que frecuentemente se le denomina 
prestamista de último recurso. Ahora bien, debido a que el Fmi no 
puede exigir garantías financieras a los países pobres, los obliga a 
poner en práctica reformas estructurales. Especializarse en los 
bienes de exportación, privatizar, disminuir las protecciones sociales 
(las prestaciones por desempleo, las pensiones por vejez y otras), 
reducir las instituciones públicas y abrir sus mercados a la 
competencia internacional son las pautas que impone a los países a 
cambio de un préstamo, y debido a que esos países se encuentran 
con frecuencia muy endeudados y tienen una necesidad urgente de 
fondos, deben aceptar sin protestar las condiciones del FMI. 

La mayoría de los países en desarrollo, ya sea de América del 
Sur, Asia o África, se ha visto obligada a pedir dinero al Fm1, y todos 
han tenido que aplicar las mismas políticas, sin tomar en 
consideración su contexto nacional, y exaltar los beneficios de la 
liberalización. Resultados: algunos países se han especializado en 
los bienes para la exportación con el propósito de satisfacer la 
demanda externa (principalmente la de los países ricos), antes que 
satisfacer su demanda interna; han privatizado sectores enteros de 
su economía para deleite de los grandes grupos europeos y 
estadunidenses, que han podido comprarlos a precios muy bajos; 
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han abierto sus mercados y han reducido las cargas fiscales, lo que 
ha permitido aún más fácilmente la instalación de las grandes 
empresas multinacionales, y sus poblaciones, en ocasiones 
extremadamente pobres, han visto deteriorarse su situación. El FMI, 
una noble institución con sede en Washington, no tiene como único 
objetivo garantizar la estabilidad del sistema monetario internacional 
y evitar las crisis —algo que no pudo hacer en 2008 por estar 
demasiado ocupado vigilando a los países en desarrollo, antes que 
vigilar a los Estados Unidos—, también es un organismo autoritario 
que tiene como objetivo imponer una lógica liberal que sirve 
principalmente a los intereses de los países ricos. 


CUANDO EL FMI PASA POR AHÍ... 


El FMI únicamente otorga asistencia financiera o la reducción de la 
deuda de un país contra la aplicación impuesta de políticas de 
ajustes estructurales. Esa organización obliga a los países a 
especializarse en los productos de exportación para los que cuentan 
con una ventaja comparativa (de conformidad con la teoría 
económica); los incita a que confíen la manufactura de esos 
productos a las empresas privadas (pero, puesto que los países 
pobres no cuentan con ellas, tienen que recurrir a las grandes 
empresas multinacionales) y a abrir su economía a la competencia 
mundial. Dichas políticas llevan a esos países a dar preferencia a 
los productos de exportación que satisfagan la demanda del exterior, 
antes que a preocuparse por su propia agricultura (que podría 
alimentar a sus ciudadanos) o por determinadas ramas industriales 
(que podrían darles empleo). La apertura de su economía también 
los expone a la volatilidad de los precios, determinados en los 
mercados financieros. La especialización de los países pobres en 
las materias primas, calificada frecuentemente por los expertos 
como la maldición de los recursos naturales, rara vez es una 
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verdadera opción; antes bien, es una condición que se les impone 
para obtener el financiamiento. 

Tómese el caso de un país petrolero de África. Para tener 
acceso a un préstamo del Fmi, está obligado a especializarse en la 
exportación de petróleo y a recurrir a una empresa privada, porque 
si el país posee su propia empresa pública el FmI le exigirá que la 
privatice. De todas maneras, las empresas públicas de los países 
pobres suelen contar con pocos medios técnicos, porque nadie 
quiere otorgarles préstamos para que los adquieran. En 
consecuencia, la economía africana del ejemplo tiene que exportar 
un bien, el petróleo, sobre cuyo precio no tiene ningún dominio, 
porque lo determinan los mercados financieros (y, por consiguiente, 
es extremadamente volátil) y sobre cuyo volumen tampoco tiene 
ningún dominio, porque lo decide la compañía privada que lo explota 
(y que únicamente toma en consideración su interés privado, no el 
del país). Con mucha frecuencia, el país ni siquiera controla el valor 
de lo que produce, porque los datos del yacimiento (la rentabilidad, 
el costo de la explotación, etc.) son establecidos por las compañías 
privadas y no pueden ser verificados por los países pobres por falta 
de medios. En esas condiciones, la economía de ese país africano 
ya no es dirigida por su gobierno, sino por las fuerzas externas: los 
mercados financieros y las compañías privadas; sin embargo, el FMI 
dirá que el ajuste de ese país ha sido un éxito. El ejemplo podría ser 
el Congo, Gabón o Camerún y es aplicable a cualquier país 
especializado en la producción de una materia prima. 

En lo esencial, el Fmi tiene razón: los ajustes se han hecho 
efectivamente tal como esa organización los quería: en la mayoría 
de los países los controles de los precios se han debilitado en gran 
medida, una estabilización real ha tenido lugar, las protecciones 
arancelarias y no arancelarias han disminuido de manera 
significativa, el sector público se ha reducido, las privatizaciones se 
han llevado a cabo, los tipos de cambio ya no se han sobrevaluado 
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tanto y los tipos paralelos se han eliminado, los mercados de 
capitales se han liberalizado en una gran medida y los mercados 
laborales se han flexibilizado. La economía de mercado ha ganado 
terreno, pero sin aportar resultados convincentes en lo que 
concierne al mejoramiento de la situación de los más pobres. Los 
ajustes se hicieron, pero los pobres han seguido siendo pobres, y 
los países pobres no han despegado. 


ALGUNOS PASOS HACIA LA ESTRATEGIA DE LUCHA CONTRA LA POBREZA: 
CAMBIO DE ESLOGAN, NO DE IDEOLOGÍA 


Ante las críticas cada vez más severas de la sociedad civil, tanto de 
los países ricos como de los países pobres, y, asimismo, de ciertos 
expertos como Joseph E. Stiglitz, a finales de 1999, el Banco 
Mundial y el Fondo Monetario Internacional lanzaron una iniciativa 
conjunta para reorientar sus estrategias: en lo sucesivo, los países 
de bajos ingresos que deseasen beneficiarse de una ayuda 
financiera o del alivio de su deuda debían preparar un “Documento 
estratégico para la reducción de la pobreza” (DERP) Con esa 
propuesta, el FmI atribuiría en lo sucesivo un lugar fundamental a la 
lucha contra la pobreza y a la función de los países pobres en la 
apropiación y la formulación de sus políticas. Según parece, el FMI 
había pasado de las políticas impuestas a los países a las políticas 
de lucha contra la pobreza elaboradas por los propios países. 
Flemming Larsen, el director de la oficina europea del Fm1, incluso 
llegó a declarar que “las autoridades y la sociedad civil de los países 
de que se trate están llamadas a asumir una mayor responsabilidad 
en la formulación de las reformas. De este modo, la lucha contra la 
pobreza será asumida por los interesados”.? Desde un punto de 
vista ideológico, el cambio parecía importantísimo. 
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Ahora bien, en los hechos, aun cuando los países tienen derecho 
a elaborar su propia política, el margen de maniobra que poseen es 
muy reducido. En realidad, es difícil que los países interesados 
demuestren mucha originalidad en sus programas cuando estos 
últimos tienen que ser aprobados por los funcionarios del Banco 
Mundial y el Fmi; debido a que la validación de esas instituciones es 
la condición sine qua non para que acepten la reducción de la deuda 
y liberen los fondos. Eso es tanto más difícil cuanto que la reducción 
de la deuda es una urgencia vital para esos países pobres? y, por lo 
tanto, no pueden correr el riesgo de que se rechace su proyecto del 
DERP. Elaborar una política seria de desarrollo y de lucha contra la 
pobreza exige tiempo, un tiempo que los imperativos de la reducción 
de la carga de la deuda realmente no ayudan a encontrar. 

Durante la preparación de mi disertación pude ayudar 
parcialmente a la redacción del DERP intermedio de la República del 
Congo. Debía elaborar un estudio en nombre de la Unión Europea y 
del Ministerio de Planificación del Congo sobre los ingresos del 
petróleo para financiar la lucha contra la pobreza; por lo tanto, me 
puse en contacto con algunos funcionarios congoleños encargados 
de la elaboración del documento. La primera versión del DERP 
intermedio que habían presentado ante el Fm acababa de ser 
rechazada y el país, muy endeudado, necesitaba tener acceso 
rápidamente a los fondos.? Pude medir hasta qué punto los altos 
funcionarios eran conscientes de que no podían alejarse demasiado 
del documento de referencia distribuido por el Banco Mundial — 
llamado “documento fuente”—, una especie de guía práctica 
destinada a los países interesados que les explica la manera de 
redactar “un buen DERP”. Sabían que para que el documento fuese 
aceptado en esa otra ocasión era necesario que elaborasen una 
estrategia que siguiera más estrechamente la línea liberal del FMI. 
Ser tratados como alumnos a tal grado indignaba a muchos, pero la 
urgente necesidad de fondos y la reducción de la deuda los obligaba 
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a someterse a la imposición de la organización internacional. 
Entonces comprendí muy pronto el grado en que esa supuesta 
apropiación de los países en desarrollo de sus propias políticas era 
una simple operación de comunicación y el reducido margen de 
maniobra que esos países tenían realmente en cuanto a la 
elaboración de su propia política de lucha contra la pobreza. 


EL RENACIMIENTO DE LAS POLÍTICAS DE AJUSTE ESTRUCTURAL EN GRECIA 


El retorno de las políticas de ajuste estructural en Grecia fue 
estrepitoso: como ya no podía ocultarlas tras un disfraz, el FMI 
mostró su verdadera cara cuando dictó la política griega: aumento 
del impuesto al valor agregado (iva), disminución de las pensiones 
por jubilación, fin de la ayuda a los jubilados con pensiones más 
reducidas y vastos programas de privatización; por el contrario, 
rechazo a los aumentos de impuestos a los más ricos y a las 
empresas, mientras que el gobierno griego estaba dispuesto a 
aplicarlos. Los resultados de esa política de austeridad han sido 
catastróficos tanto desde el punto de vista económico como de la 
perspectiva humana. A partir de 2008 Grecia ha perdido 25% de su 
producto interno bruto (PIB), el desempleo ha aumentado 190.5%, y 
la deuda externa, 36.5%; los ingresos de los hogares han 
disminuido 30%; la mortalidad infantil aumentó 42.8%, los suicidios, 
44%, y la depresión, 272.7%.* Sin embargo, la Comisión Europea 
persiste en el encarnizamiento, puesto que continúa exigiendo más 
a la economía griega. 

Christine Lagarde, directora del Fmi, incluso pidió a los griegos 
que se hicieran cargo de sí mismos y añadió que los niños pobres 
de África necesitaban más ayuda que ellos. Sin embargo, como ya 
lo hemos visto, tanto en África como en Europa el Fmi está lejos de 
preocuparse por las poblaciones, mucho menos por las más 
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desfavorecidas; su único objetivo es la liberalización de la economía 
a marchas forzadas. Oficialmente, la institución suele invocar 
principios económicos para justificar esa toma antidemocrática del 
dominio sobre la economía de un país; pero en los hechos la 
liberalización de la economía favorece principalmente a las 
empresas multinacionales (las más poderosas de las cuales son 
originarias de los países ricos) que se han beneficiado de una 
economía con menos regulaciones, pagan menos impuestos y 
aprovechan las privatizaciones del sector público y una mano de 
obra más flexible. 
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XIII. TRATADOS DE LIBRE 
COMERCIO QUE OTORGAN 
PLENOS PODERES A LAS 
EMPRESAS MULTINACIONALES 


Los TRATADOS de libre comercio son el último paso de un prolongado 
proceso destinado a otorgar cada vez más poder a las empresas 
multinacionales. Ahora, a éstas ya no les basta aprovechar las 
diferencias en los costos del trabajo, las reglamentaciones o las 
exenciones tributarias para prosperar: es necesario que puedan 
determinar las normas por sí mismas y que impidan que los Estados 
pongan en práctica reglamentaciones que puedan perjudicar sus 
ganancias. La Unión Europea, lejos de proteger a sus ciudadanos, 
es la principal impulsora de esos tratados con los mismos 
argumentos desgastados: el retorno del crecimiento, la creación de 
empleos y un mayor poder adquisitivo para los ciudadanos. Desde 
2007 la Unión Europea y sus socios principales llevan a cabo 
negociaciones a puerta cerrada, y algunas ya han dado lugar a la 
ratificación de determinado acuerdo. Las movilizaciones ciudadanas, 
en particular contra los tratados transatlánticos, como el TAFTA 
(acuerdo Europa-Estados Unidos) y el CETA (acuerdo Europa- 
Canadá), son la prueba de que una gran parte de la población ya no 
cree en las promesas pretendidamente beneficiosas del libre 
intercambio, y con razón; los siguientes son los principales peligros 
de ese tipo de acuerdos. 
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LA Unión EUROPEA, AMPLIFICADORA DE LA GLOBALIZACIÓN 


Inicialmente, la Unión Europea vaciló entre dos vías: una más 
intervencionista y otra más confiada en el mercado. Durante las 
negociaciones relativas al mercado único, a principios de la década 
de 1980, la Mesa Redonda Europea —un poderoso grupo de 
presión empresarial — estaba dividida respecto de cuál vía se debía 
seguir: una parte de sus miembros defendía la idea de que el 
mercado único debería ser un espacio de competencia; la otra parte 
preconizaba que era necesario crear empresas europeas 
campeonas, protegiéndolas, en principio, de la competencia mundial 
(del tipo Airbus, pero extendido a todos los campos: energía, 
transportes, etc.). Jacques Delors, presidente de la Comisión 
Europea (y socialista) fue quien, a mediados de la década de 1980, 
hizo que la balanza se inclinara a favor de la competencia. 

Desde entonces, la dinámica liberal se pondría en marcha 
fuertemente con la creación del mercado único, con la libre 
circulación de los bienes, los servicios y las personas, con la 
moneda única y, en fin, con la apertura del mercado europeo al 
intercambio mundial. De esa manera, la Unión Europea se convirtió 
en la región del mundo menos cubierta mediante aranceles. 
Gangrenada por los grupos de presión, ya sólo ha sido un escudo 
de vidrio contra la financiarización de la economía, la especulación, 
los alimentos chatarra y la contaminación. En lugar de proteger a 
sus ciudadanos de los efectos nocivos de la globalización, la Unión 
Europea se convirtió en su principal correa de transmisión. 

Consecuentemente, no es de extrañar que, en 2006, siguiendo 
esa ideología, la Unión Europea haya puesto en marcha una 
estrategia denominada “Una Europa global: competir en el mundo”! 
destinada a firmar acuerdos de libre intercambio de nueva 
generación con sus principales socios comerciales. El término 
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“nueva generación” significa que esos acuerdos tratan acerca de las 
barreras comerciales detrás de las fronteras, es decir, sobre las 
normas establecidas dentro de un país, a diferencia de los antiguos 
tratados, que se centraban en las barreras aduanales. Ahora bien, 
puesto que las normas pueden ser diferentes de un país a otro y 
representar obstáculos, el objetivo es armonizarlas con el propósito 
de que no haya ningún obstáculo (o casi ninguno) a la libre 
circulación de los bienes y los servicios. Los famosos tratados 
transatlánticos con Estados Unidos y Canadá, conocidos como TAFTA 
y CETA, corresponden al marco de esa estrategia; pero ya se han 
firmado otros tratados de ese tipo: en 2011 con Corea del Sur, y en 
2013, con Perú, Colombia y Nicaragua. 

Habría que creer que la construcción de un mercado donde 28 
Estados ponen ya en competencia sus modelos sociales y sus 
políticas fiscales no era suficiente para la Comisión Europea: tenía 
que ir más lejos y facilitar el acceso de los competidores del exterior 
al mercado europeo. Todo lo que estamos viviendo hoy en Europa: 
la competencia fiscal entre Luxemburgo e Irlanda para atraer las 
sedes sociales de las empresas más grandes, la competencia entre 
los costos laborales que provocan las deslocalizaciones en los 
países del Este, la competencia entre las regulaciones que provoca 
la invalidación de la legislación del trabajo y la reducción de las 
normas ambientales, todo ello se verá amplificado con ese tipo de 
tratados. 


LA LUCHA CONTRA LAS NORMAS PARA ACRECENTAR LAS GANANCIAS DE LAS 
EMPRESAS MULTINACIONALES 


El nuevo lenguaje elitista e ingenuo de los liberales nos dirá que el 
principal propósito de los tratados de libre comercio consiste en 
definir normas comunes de producción y consumo, porque el 
respeto de las diferencias de las reglamentaciones entre los países 
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representa un alto costo para las empresas; que la armonización de 
las normas permitiría que las empresas ya no tuviesen la necesidad 
de ajustar su producción en función de los países, lo que, además 
de estimular los intercambios comerciales, reduciría los costos y, al 
final, crearía empleos. 

Ese círculo teóricamente virtuoso cada vez es menos 
comprensible para la población de los diferentes países. Los 
resultados de los estudios financiados por la Comisión Europea, 
todos los cuales indican (como es lógico) un impacto positivo en el 
empleo, han sido repetidos una y otra vez, sin la menor crítica, por 
todas las fundaciones, grupos de expertos y otros institutos 
financiados por los empresarios. Para medir el grado en que se 
debe tomar con precaución ese tipo de trabajos basta observar la 
brecha que existe entre las previsiones del pasado y los hechos: en 
1988, en el informe Cecchini —encargado por Jacques Delors— 
sobre “los costos de la no Europa”? se hizo el elogio del gran 
mercado de 1986 y se prometió a los europeos millones de puestos 
de trabajo extras y un horizonte de crecimiento económico que 
podría llegar a más de 6.5% anual. En el presente, los resultados 
del mercado único europeo moderan en gran medida (por no decir 
que desmienten completamente) la visión encantada del informe 
Cecchini. Todavía está pendiente demostrar el círculo teóricamente 
virtuoso, un argumento inagotable, en el cual la competencia genera 
más puestos de trabajo. Pero el propósito de los tratados ya ni 
siquiera es ése; ahora es la cuestión de las normas. 

El término “norma” comprende muchos significados, que van 
desde la reglamentación puramente técnica (el tamaño, la forma) 
hasta el terreno de lo sanitario y lo fitosanitario (la concepción). Esas 
normas afectan campos muy vastos de nuestra vida cotidiana, como 
la alimentación, la salud y la propiedad intelectual. La Comisión 
Europea se complace en emplear el inocuo término “acercamiento 
de las normas”, aun cuando, concretamente, no significa nada. 
¿Cómo se “acercan” las regulaciones sobre la carne de bovino si un 
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país autoriza la carne bovina con hormonas y el otro no? 
¿Produciendo mitad y mitad? ¿Con un poco de hormonas en los 
días pares y un poco de pastura en los días impares? ¿Cómo 
podemos considerar seriamente un acercamiento del calibre de un 
cable de refrigerador o el grueso de los cinturones de seguridad”? La 
realidad es que no habrá un “acercamiento” de las normas, sino una 
alineación de las normas de una de las dos partes con las normas 
de la otra parte; es decir, en función del sector, las empresas de un 
país van a tener que ajustarse a las normas del otro y los costos del 
ajuste correrán únicamente a cargo de una de las dos partes. Ahora 
bien, en ese tipo de situaciones, la historia demuestra que el ajuste 
se hace de conformidad con las normas de las empresas que tienen 
más peso. ¿Cómo pueden nuestros productores de carne competir 
con costos de producción inferiores gracias a las granjas industriales 
con 20 000 vacas, si no es aceptando hacer lo mismo? ¿Cómo 
notará el consumidor la diferencia en el supermercado?; porque no 
hay que ser ingenuos: los métodos de producción nunca estarán 
precisados claramente en las bolsas de carne; estarán indicados, en 
letras muy pequeñas, en la parte posterior del paquete, en forma de 
una codificación incomprensible —que las organizaciones no 
gubernamentales de benevolencia habrán descifrado valerosamente 
y, después, puesto en una lista negra—. Una vez más, 
corresponderá al consumidor, fatigado por su jornada de trabajo, 
llevar a cabo el arbitraje. Las empresas lo saben: en ese juego de la 
disminución de la calidad, son siempre ellas las que al final ganan, 
sin importar los escándalos, las torres que se derrumban en 
Bangladesh, la lasaña de res que contiene caballo, etc. La realidad 
es que el margen de maniobra del consumidor es reducido, debido 
tanto a su salario como a la energía que puede dedicarle fuera de su 
trabajo. 

Ahora bien, esos tratados tienen sobre todo un objetivo para las 
grandes multinacionales: reducir las normas. El énfasis que se pone 
en la competencia es una mentira, porque, concretamente, las 
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empresas la detestan (ya que puede ser destructiva y hacer que los 
beneficios disminuyan). ¿Por qué cree usted, lector, que a menudo 
un mismo grupo cabildero de presión representa a varias empresas 
competidoras? Simplemente porque esas empresas que compiten 
en apariencia tienen intereses convergentes. Tomemos el caso del 
sector automotriz: todo el conjunto de los fabricantes tiene interés en 
que las reglamentaciones sobre el diésel no sean demasiado 
restrictivas, sin importarles que las partículas más pequeñas sean 
las responsables de decenas de miles de muertes al año. 

Lo mismo ocurre en el caso de la prohibición de la fracturación 
hidráulica (el llamado fracking) —la técnica necesaria para extraer 
los hidrocarburos de esquisto—; en Francia, las empresas en 
competencia, como Total y Exxon, tenían un interés común: el 
cambio o la derogación de la ley. Ese jueguito está prosperando 
muy obviamente en el seno de Europa. Recordemos que en el año 
2000 los grupos de presión de las industrias del chocolate lograron 
que el Parlamento Europeo aceptara la disminución de la proporción 
de cacao (sustituyéndolo por grasas vegetales que cuestan entre 
tres y 10 veces menos) sin perder la denominación de chocolate. 
Cuando se trata de incrementar sus ganancias haciendo que las 
leyes sean menos restrictivas, las grandes empresas 
multinacionales, ya sean competidoras entre sí o no, ya sean 
europeas o no, hablan generalmente con una sola voz. 


Los TRIBUNALES PARA IMPEDIR LA APARICIÓN DE REGLAS NUEVAS 


Además de armonizar las normas existentes, los tratados de libre 
comercio también contienen un mecanismo que permite disuadir a 
los Estados de crear nuevas normas: los tribunales arbitrales. Esos 
tribunales consisten en un mecanismo de resolución de diferendos 
con las empresas que permite llegar a acuerdos en juicios 
contenciosos de naturaleza comercial entre un inversionista y un 


128 


Estado. Su particularidad consiste en que atraen los litigios de los 
tribunales de justicia nacionales o europeos para encomendarlos a 
una instancia arbitral supranacional. Ese mecanismo encierra 
peligros evidentes, porque las empresas podrían apoderarse de 
esos tribunales para combatir eficazmente lo que concierne a las 
preferencias colectivas en materia sanitaria o alimentaria, por no 
citar sino sólo esos sectores. En lo sucesivo, cualquier ley o decisión 
política puede ser considerada un obstáculo para la inversión de las 
empresas y ser objeto de un juicio contencioso ante esos tribunales. 
Con ese tipo de mecanismos los intereses comerciales de las 
empresas se sitúan legalmente por encima de las preferencias de 
las naciones y las resoluciones más conocidas no pueden sino 
confirmar nuestras inquietudes. Por ejemplo, en el marco del 
Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos y la República 
del Ecuador, el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias 
Relativas a Inversiones (ciaDIJ? condenó a Ecuador a pagar 177 000 
millones de dólares a la empresa Occidental Petroleum por haber 
rescindido un contrato con esa empresa, que no cumplió con sus 
obligaciones. En 2010 y 2011, la tabacalera Philip Morris utilizó el 
mismo procedimiento contra los gobiernos de Uruguay y Australia 
porque esas naciones estaban llevando a cabo campañas en contra 
del tabaco. 

Algunos dirán que los tribunales administrativos nacionales, e 
incluso los europeos, ya garantizan a los empresarios el derecho a 
un entorno jurídico económico estable y que cualquier modificación 
puede dar lugar a una indemnización; pero a diferencia de los 
tribunales arbitrales, en los tribunales administrativos nacionales y 
europeos” el derecho a la seguridad jurídica —y, por consiguiente, a 
una indemnización contra cualquier nueva norma constringente— se 
evalúa en función de la legitimidad de la nueva regla (¿se justifica 
por algún motivo de servicio público?, ¿de salud?, ¿de disminución 
de riesgos de cualquier naturaleza?) y del costo que esa nueva 
regla genera para el agente económico que padece sus efectos (¿el 
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perjuicio es especial y anormal para él?) En consecuencia, 
corresponde a los tribunales administrativos desarrollar una doctrina 
que permita el establecimiento de reglas nuevas, al mismo tiempo 
que se garantice que la carga por el cumplimiento de esa regla sea 
equitativa para todos.? 

Ahora bien, los tribunales arbitrales probablemente se inspirarán 
en la doctrina del ciab: que estipula que una empresa tiene derecho 
al entorno legal al que se encontraba sujeta cuando comenzó a 
operar y, por lo tanto, tiene derecho a ser indemnizada por las 
ganancias perdidas debido a cualquier modificación de la legislación 
o la reglamentación que pudiere serle desfavorable. Es 
comprensible que, contrariamente al caso de las jurisdicciones 
nacionales, el objetivo sea impedir el establecimiento de cualquier 
norma nueva. Con todo, la puesta en práctica de una transición 
energética ambiciosa para luchar eficazmente contra el 
calentamiento global requiere la creación de nuevas (e importantes) 
reglamentaciones ambientales, por lo que los tribunales arbitrales 
están colocando una espada de Damocles sobre la cabeza de los 
Estados. Lo peor es que a cambio de ese obsequio extra que se 
hace a las empresas multinacionales, no se les pidió nada, ni 
siquiera una vaga promesa de generación de empleos. 


La estrategia europea cuyo objetivo es firmar acuerdos de libre 
comercio con el resto del mundo es la última etapa de un largo 
proceso que busca dar cada vez más poder a las empresas 
multinacionales y cada vez menos poder a los ciudadanos. El 
espacio europeo se ha convertido en una vasta arena de 
competencia donde cada Estado, al mismo tiempo que grita “¡Viva 
Europa!”, suaviza sus reglamentaciones para quitarle partes del 
mercado a su vecino. Las desigualdades de ingresos entre los 
habitantes, los países y las regiones de un país están aumentando. 
Grupos de presión extremadamente poderosos recorren a grandes 
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pasos los pasillos de la Comisión Europea, plantan dudas, generan 
debates allí donde ya no debería haberlos (perturbadores 
endocrinos, diésel, etc.) mediante el financiamiento de estudios; 
saben que en lo sucesivo todo se juega en Bruselas. Quedan las 
organizaciones no gubernamentales que protegen a los ciudadanos: 
ellas llevan a cabo la labor de denunciantes y hacen sonar la alerta 
en contra de los grupos de presión pero, con un presupuesto de 
cuatro millones de euros, ¿cómo pueden contrarrestar la presión de 
las 700 organizaciones de cabildeo de la industria financiera que 
disponen de 123 millones de euros al año?? 
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CONCLUSIÓN 
Los principios de autodefensa contra 
el pensamiento dominante 


En nombre del conocimiento que los economistas ortodoxos 
pretendían que sólo ellos poseían, esos economistas han 
contribuido a destruir la vida de miles de millones de personas sin 
jamás inquietarse por ello. Al defender la desregulación de los 
mercados financieros contribuyeron a la crisis de 2007 que golpeó la 
economía mundial y dejó en el desempleo a decenas de millones de 
personas, obligándolas a abandonar sus hogares, desestabilizando 
su unidad familiar, llevándolas en ocasiones hasta el suicidio. Al 
hacer la promoción de los planes de ajuste estructural del Fondo 
Monetario Internacional (FMI) condenaron a los países pobres al 
subdesarrollo, a pesar de que la mayoría de su población carece de 
acceso al agua potable, a los productos básicos y a los 
medicamentos, y vive con unos cuantos dólares al día. Al apoyar el 
libre intercambio y dejar la gestión de las empresas en manos de los 
accionistas han expuesto a una parte de la población de los países 
ricos, la menos calificada, a ser deslocalizada, con lo que han 
debilitado regiones enteras y dejado sin empleo a cientos de miles 
de personas. Al promover la austeridad en Europa, en fin, han 
aumentado las desigualdades y han obligado a las poblaciones de 
los países meridionales de Europa al desempleo generalizado, 
sacrificando voluntariamente a toda una generación a la 
precariedad. Ése es el resultado, no exhaustivo, de los economistas 
de la ciudad capital y ésa es la razón de que, a la publicación de 
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este libro, sea imperativo retener un mínimo de principios de 
autodefensa ciudadana para que la historia no se repita. 


PRINCIPIO NÚMERO 1 
Desconfiemos siempre de los remedios milagrosos que puedan 
aplicarse en todas partes y que funcionen como por arte de magia 


Los economistas adoran las soluciones únicas (mercado único, 
moneda única, precio único del carbono, etc.) y también adoran 
recordarnos que todos los demás economistas piensan como ellos. 
En realidad, no obstante, es muy raro que exista consenso en la 
economía y, cuando lo hay... más vale que estemos en guardia. 
Recordemos el consenso de los economistas sobre la estabilidad de 
los mercados financieros y la solidez de los bancos antes de la crisis 
de las hipotecas de alto riesgo (subprime) de 2007. 
Consecuentemente, nunca debemos dudar en poner en tela de 
juicio las palabras de un experto, pedirle cuentas y seguir 
debatiendo. 


PRINCIPIO NÚMERO 2 
Nunca debemos dejarnos imponer los límites de lo posible 


Cuando uno se sale del marco de pensamiento de los economistas, 
muchos de ellos nos replican que seguimos una ideología, en el 
peor de los casos, o que somos utópicos, en el mejor de los casos. 
Típicamente, piensan en este tipo de respuesta: “Dado lo alto de la 
deuda, lo que ustedes están proponiendo es imposible”. Ahora bien, 
debe comprenderse claramente que los límites del marco de la 
reflexión económica no están determinados de manera objetiva y, 
entonces, por definición, es posible moverlos. La seguridad social y 
las vacaciones pagadas eran medidas que en su momento podían 
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parecer encontrarse fuera del marco de reflexión autorizado; no 
obstante, si se logró imponerlas fue precisamente porque algunos 
rechazaron los límites impuestos al debate. La historia demuestra 
que lo que hoy puede parecer inconcebible no lo era ayer y, en 
función de la relación de fuerzas que estén presentes, puede no 
serlo mañana. La economía es una ciencia humana y, por 
consiguiente, nada está establecido para siempre: las líneas pueden 
moverse. Integrarla es la primera piedra para que las cosas 
cambien. 


PRINCIPIO NÚMERO 3 
Un individuo nunca es el único responsable de su éxito o de sus 
fracasos 


El individuo dueño de su propio destino es una fábula 
instrumentalizada por las clases sociales superiores con el propósito 
de contribuir lo menos posible al funcionamiento del resto de la 
sociedad, particularmente regateando para que haya más 
disminuciones de los impuestos. A los que han tenido éxito les 
encanta hacer creer que se lo deben únicamente a su propio talento 
y que, por lo tanto, el hecho de tener que pagar impuestos sería 
parecido a un robo, a pesar de que el éxito siempre es colectivo, 
debido sobre todo a que la colectividad es la que financia los 
factores del éxito de esos individuos. 

Tomemos el ejemplo de Florent Pagny, un exitoso cantante 
francés (que ciertamente no es el peor, pero sí lo suficientemente 
representativo como para servir de ejemplo). Pagny decidió exiliarse 
en Portugal con el propósito de pagar menos impuestos porque en 
el fondo está persuadido de que su éxito se lo debe únicamente a sí 
mismo; pero ¿quién compra sus discos? Los franceses. ¿Quién ha 
transmitido su música durante más de 20 años? Las estaciones de 
radio y las cadenas de televisión francesas (algunas de ellas 
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públicas). Su éxito ha dependido de un conjunto de factores: de su 
capital humano (influido en gran medida por el sector público que le 
proporcionó educación, hospitales e infraestructuras gratuitas — 
carreteras para que pueda hacer sus giras—), de decisiones 
políticas (las cuotas de música francesa en las transmisiones de 
radio y televisión) y de la función de las instituciones (desarrollo de 
las radiofrecuencias y de los canales de televisión). Si se elimina la 
mitad de todos esos factores podemos estar seguros de que la 
fortuna de Florent Pagny se reduciría significativamente. 

En el otro extremo, el hecho de culpar del desempleo a la 
persona que lo vive es una manipulación cuyo propósito es desviar 
la atención de aquellos que son realmente los responsables: las 
crisis, sumadas a las malas decisiones de política económica — 
como la austeridad en la zona euro—, han provocado millones de 
desempleados en Europa. Consecuentemente, los responsables del 
desempleo no son los desempleados sino los dirigentes políticos, a 
los que nosotros elegimos, y a ellos es a quienes debemos exigir 
que rindan cuentas, no a los desempleados. 


PRINCIPIO NÚMERO 4 
No creamos nunca que la flexibilidad del mercado laboral es el 
remedio para el desempleo 


Es falso que el objetivo principal de las reformas del mercado laboral 
sea disminuir el desempleo. Su objetivo es uno solo: ajustar con 
mayor facilidad la fuerza de trabajo al ciclo de la actividad 
económica para poder preservar las ganancias de las empresas. En 
términos concretos, aunque fingen que el desempleo les preocupa, 
a los representantes de la patronal les importa muy poco la tasa de 
desempleo; lo que hacen es defender las empresas a las que 
representan (muy por el contrario, les conviene que la tasa de 
desempleo sea alta, porque ejerce presión para que haya una 
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reducción de los salarios). En consecuencia, lo que esos dirigentes 
quieren es reducir los costos (en especial, teniendo más facilidad 
para despedir a sus trabajadores) cuando los resultados no son lo 
suficientemente satisfactorios como para mantener los márgenes de 
las ganancias de su empresa (y los de sus accionistas). En algunos 
países donde las reformas se han llevado a cabo (Reino Unido, 
Países Bajos y los Estados Unidos), el desempleo ha disminuido, 
convirtiendo a los desempleados en trabajadores precarios; en otros 
(España, Italia y Grecia), a pesar del aumento de la precariedad, el 
desempleo se mantiene a escalas muy altas. En ambos casos, no 
obstante, las ganancias de las grandes empresas han aumentado, 
porque en realidad ése es su único objetivo. 


PRINCIPIO NÚMERO 5 
Antes de decir que es necesario reducir el gasto público debemos 
intentar comprender qué abarca 


Independientemente de las masas monetarias en miles de millones 
de equis monedas y otras evaluaciones abstractas, siempre es 
importante tener presentes los efectos concretos de una reducción 
del gasto público: consiste en la disminución de las pensiones de 
jubilación, de los reembolsos por medicamentos, de las prestaciones 
por desempleo y de las inversiones en infraestructura. Los efectos 
de una reducción del gasto público nunca son indoloros para la 
población. 

En la actualidad, el argumento para justificar la disminución del 
gasto público es que se debe pagar la deuda pública, a pesar 
incluso de que los mercados financieros nos aseguran tasas de 
interés extremadamente bajas. En realidad, el objetivo es ofrecer 
instituciones enteras del Estado de bienestar (el seguro médico, las 
pensiones) a unos cuantos grandes grupos privados que se 
sentirían muy felices de aprovechar esos jugosos mercados. La 
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propia Unión Europea es incluso la que fomenta ese jueguito 
sórdido al obligar a los Estados a liberalizar sectores enteros de su 
economía y al restringir las políticas fiscales. 


PRINCIPIO NÚMERO 6 
Las finanzas no son amigas de nadie... excepto de los financieros 


La financiarización de la economía debida al poder cada vez más 
grande de la función de los accionistas ha sido desastrosa para los 
asalariados y para las empresas. Los accionistas —un pequeño 
número de fondos de pensiones y de aseguradoras— eligen 
empresas en función de las ganancias que pueden esperar, y, para 
atraerlos, los Estados ponen en práctica reglamentaciones que les 
son favorables, como la reducción de los impuestos y un mercado 
laboral más flexible. En el seno de las empresas, la función del 
gerente consiste más en asegurar beneficios suficientemente 
interesantes para los accionistas en el corto plazo (sus ingresos 
dependen de ello) que hacer inversiones cuyos beneficios 
únicamente se verían en el mediano o largo plazo. Al final, se trata 
de un juego de pérdidas para los Estados, las empresas y los 
asalariados. Por el contrario, los accionistas recuperan hasta 60% 
de las ganancias y los directores ven aumentar sus ingresos de 
forma espectacular. En la actualidad, en Francia la remuneración 
media de los directores de las 120 mayores empresas francesas ha 
sido, en promedio, 132 veces superior a la de sus asalariados. En 
2016 los directores ejecutivos de las sociedades anónimas más 
grandes de los Estados Unidos recibieron un salario anual promedio 
de 14.3 millones de dólares, es decir, 265 veces más que el 
promedio de los estadunidenses. 
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PRINCIPIO NÚMERO 7 
No debemos tener miedo a la deuda pública 


Una deuda no significa nada si no se le compara con un patrimonio. 
Ahora bien, en muchos países la riqueza pública excede —o 
reequilibra— el monto de la deuda. A eso es necesario añadir que la 
deuda pública sigue siendo marcadamente inferior a la del sector 
privado, lo cual significa que, contrariamente a la creencia popular, 
el Estado no es un administrador tan malo. Por último, debemos 
tener siempre presente que la utilización de la argumentación sobre 
la deuda se hace “a la carta”. Por ejemplo, cuando se trata de 
reducir los impuestos para los más ricos o de reducir las cargas 
fiscales de las empresas, entonces la deuda pública ya no es un 
problema; por el contrario, cuando se trata de invertir en los 
servicios públicos, entonces sí se convierte en un problema. En 
realidad, la disminución de la deuda no es, de ninguna manera, el 
objetivo principal de los dirigentes políticos; solamente es un 
espantapájaros para justificar las políticas de austeridad. 


PRINCIPIO NÚMERO 8 
Dejemos de hacer caso a la retórica sobre el calentamiento global; 
verifiquemos los actos 


Todo el mundo sabe qué hacer para combatir eficazmente el 
calentamiento global: desarrollar de manera generalizada las 
energías renovables, reducir nuestro consumo de energía y 
fomentar la economía local y circular. Todos estos términos figuran 
en los discursos de nuestros funcionarios electos, pero en concreto 
ningún gobierno quiere ponerlos en práctica; simplemente porque, 
para hacer frente al desafío climático, debemos poner en tela de 
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juicio nuestros modos de producción y consumo actuales. Antes que 
urgir a nuestros grandes grupos empresariales a que adopten un 
proyecto industrial adaptado a los riesgos ambientales, nuestros 
dirigentes se hacen garantes de las condiciones actuales de 
producción para preservar las ganancias de corto plazo de unos 
cuantos, incluso al grado de hacer que la humanidad corra el riesgo 
más importante que jamás haya conocido. 


PRINCIPIO NÚMERO 9 
Si amamos a Europa, critiquemos a la Comisión Europea 


La construcción de Europa basada en el principio de la libre 
competencia ha provocado la competencia entre los modelos social 
y fiscal de los Estados miembros y ese juego mortífero ha 
engendrado una igualación a la baja de los impuestos y de las 
protecciones de los asalariados en el conjunto de los países 
europeos. Lo único que el euro ha hecho ha sido fortalecer esa 
tendencia al imponer una moneda única a 19 países, obligándolos 
aún más a imponer los ajustes a la mano de obra y, por lo tanto, a 
las personas (en lugar de hacerlos a la moneda). La austeridad 
puesta en marcha a partir de 2011 fracturó Europa y hoy en día las 
poblaciones de los países meridionales de Europa son más pobres 
que antes de la crisis. Si queremos una Europa más solidaria, si 
amamos a Europa, exijamos que se ponga fin a las prácticas 
actuales de la Comisión Europea. 


PRINCIPIO NÚMERO 10 
No debemos creer que el libre intercambio beneficia a todos 


El libre intercambio no es una fórmula mágica que enriquezca a todo 
el mundo: hay perdedores y ganadores. Durante estos últimos 50 
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años, los países ricos se las han arreglado para organizar el 
comercio a favor de sus empresas dominantes, aceptando sacrificar 
sectores enteros de su industria; por su parte, al especializarse, los 
países pobres se han encerrado en el subdesarrollo. Los únicos 
verdaderos ganadores del libre intercambio son las grandes 
empresas multinacionales que, a partir de ahora, pueden elevar al 
máximo sus ganancias, produciendo en los países donde el costo 
de la mano de obra es más bajo, vendiendo en los países donde 
hay poder adquisitivo y pagando sus costos y sus impuestos en los 
países donde los salarios y los impuestos son más bajos. En lo 
sucesivo, con los nuevos tratados de libre comercio, esas empresas 
pueden emprenderla en contra de las normas con el propósito de 
ejercer presión en los países donde las normas se consideran 
limitantes y, gracias a los tribunales arbitrales, atacar a los Estados 
que quieran producir nuevas reglamentaciones. En esas 
condiciones se comprende con toda claridad a quién beneficia 
realmente el libre intercambio. 


Este tratado de economía herética tiene como propósito mostrar que 
existe una visión alternativa a la más ampliamente extendida de los 
economistas dominantes y que el análisis de un hecho económico 
depende en gran medida del lugar en el que uno se sitúe. En el 
futuro, cuando nos presenten una reforma económica y nos 
expliquen que beneficiará a todo el mundo, que no tenemos otra 
opción en el contexto de la globalización, que estamos obligados a 
hacerla, habida cuenta de la deuda pública, sabremos que en 
economía siempre hay un ganador —la economía es una relación 
de poder por otros medios—, que siempre tenemos una opción — 
sólo necesitamos salirnos del marco de reflexión autorizado— y que 
la deuda pública es un espantapájaros —que permite, precisamente, 
hacer aceptar una reforma difícil—. De ahora en adelante, a 
nosotros corresponde influir en la relación de fuerzas, poniendo en 
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tela de juicio, exigiendo, debatiendo y no volviendo a aceptar, como 
verdad absoluta, una supuesta verdad económica. 
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